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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, el señor Ministro de Hacienda y el señor Director de Finanzas de la Dirección de Presupuestos.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 60ª, ordinaria, en 7 de marzo; 61ª, extraordinaria, y 62ª, ordinaria, ambas en 8 de marzo, y la sesión de Instalación, en 11 de marzo, todas del año en curso, que no han sido observadas. 



Las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinaria, en 14 y 15 de marzo del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala:



El día 21 de marzo en curso, en visita de Estado a la ciudad de Buenos Aires, República Federal de Argentina, y



El día 22 de marzo, en visita oficial a la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay.



Agrega que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Andrés Zaldívar Larraín.



--Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que accedió a la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República en orden a retirar de tramitación los siguientes asuntos:



a) Proyecto de ley que establece incentivos para la entrega de información en los delitos vinculados a los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos (boletín Nº 3.391-17);



b) Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Horacio de la Peña (boletín Nº 3.771-17), y



c) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Hungría para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Santiago el 10 de marzo de 1997 (boletín N° 2.993-10).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el tercero informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (boletín N° 4.087-10). (Véase en los Anexos, documento       1  ).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que introduce adecuaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07). (Véase en los Anexos, documento   2 ).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el quinto informa que  aprobó el proyecto de ley que faculta para regularizar construcciones en inmuebles donde funcionen jardines infantiles, en el plazo que indica (boletín N° 4.088-04). (Véase en los Anexos, documento       3).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del señor Contralor General de la República subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Horvath y Prokurica, sobre funcionarios públicos que bajo juramento habrían declarado un domicilio distinto del verdadero para cambiar su inscripción electoral.



Del señor Ministro del Interior, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, relativo a los gastos en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas realizadas durante el año 2005 por la Secretaría de Estado a su cargo y sus organismos dependientes.



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, sobre adquisición de durmientes, su origen y utilización.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Comunicaciones



De la Comisión de Relaciones Exteriores, mediante la cual comunica que ha elegido Presidente al Senador señor Roberto Muñoz Barra.



De la Comisión de Hacienda, por medio de la cual informa que ha elegido Presidente al Senador señor Carlos Ominami Pascual.



De la Comisión de Defensa Nacional, con la que comunica que ha elegido Presidente al Senador señor Jaime Gazmuri Mujica.



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, mediante la cual informa que ha elegido Presidente al Senador señor Antonio Horvath Kiss.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por medio de la cual comunica que ha elegido Presidente al Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.



Del Senador señor Carlos Bianchi Chelech, con la que informa que, como parlamentario independiente, ha adherido al Comité Partido Renovación Nacional. 



Del Comité Partido Renovación Nacional, mediante la cual, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 11 del Reglamento de la Corporación, comunica por escrito que ha aceptado la adhesión del Honorable señor Bianchi. 



De la Secretaría de la Comisión de Relaciones Exteriores, por medio de la cual informa que, al inicio del nuevo período legislativo, es necesario conformar los grupos de amistad que mantiene la Cámara Alta con diversos Parlamentos, por lo que solicita a los señores Senadores que deseen integrarlos remitir una nota a la referida Secretaría, hasta el 24 de marzo en curso. 



--Se toma conocimiento.

Moción



Del Senador señor García, con la que inicia un proyecto que modifica la forma de nombrar los apoderados a que se refiere la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios (boletín N° 4.118-06). (Véase en los Anexos, documento       4).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de Comités.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Volver a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para un nuevo segundo informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones y otros, abriendo un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 17 de abril, a las 12;



2.- Retirar de la tabla de hoy la observación de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, formulada al proyecto que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, con informe de la Comisión de Salud, y 



3.- Tratar en la sesión ordinaria de mañana el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República recaba el acuerdo del Senado para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Carlos José Cerda Fernández, siempre que haya informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

V. ORDEN DEL DÍA
NORMAS SOBRE RESPONSABILIDAD FISCAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad
 fiscal, con informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4000-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52ª, en 21 de diciembre de 2005.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 2ª, en 15 de marzo de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa tiene, entre otros, los siguientes objetivos principales:



1.- Establecer la obligación legal del cálculo anual del balance estructural del sector público.



2.- Disponer como obligación que el Presidente de la República, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, establezca las bases de la política fiscal que será aplicada durante su Administración.



3.- Determinar la creación de un Fondo de Reserva de Pensiones destinado a complementar el financiamiento de las obligaciones fiscales derivadas de compromisos con el sistema de pensiones, de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, y de las pensiones asistenciales.



4.- Dar carácter permanente a la glosa correspondiente al Programa de Contingencia contra el Desempleo establecido en la Ley de Presupuestos.



5.- Estructurar en un solo Fondo depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la gran minería del cobre.



6.- Disponer la existencia de un Comité Financiero, con el propósito de constituir una asesoría en las decisiones que corresponda adoptar al Ministro de Hacienda en materia de inversiones, y



7.- Modificar el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.



La Comisión de Hacienda discutió solamente en general el proyecto y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El texto de la iniciativa legal se consigna en el primer informe.



Por último, cabe tener presente que el inciso quinto del artículo 6º y el artículo 18 del proyecto revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que su aprobación requiere los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag; luego, el Honorable señor García.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me referiré a los aspectos principales de la iniciativa en debate.

1.- Introducción



El proyecto sobre responsabilidad fiscal se enmarca en los acuerdos suscritos entre el Ministerio de Hacienda y los Parlamentarios en el Protocolo de la Ley de Presupuestos de 2005. Entre los compromisos asumidos se encuentra el envío por parte del Ejecutivo al Congreso Nacional de un proyecto de ley con medidas adicionales a las aprobadas en 2003 para fortalecer la responsabilidad fiscal en Chile.



La iniciativa en análisis recoge recomendaciones efectuadas tanto por las evaluaciones externas sobre transparencia fiscal en Chile realizadas por el FMI, el BID y el Banco Mundial como por las proposiciones de la Comisión Especial de Presupuestos.



Los principales contenidos del proyecto dicen relación a los siguientes aspectos:



i) Normas sobre mejoramiento de la gestión financiera y presupuestaria;



ii) Normas sobre gestión de activos y pasivos del sector público;



iii) Disposiciones varias sobre administración financiera y presupuestaria.

2.- Normas sobre mejoramiento de la Gestión Financiera y Presupuestaria (Título I).



Este Título se estructura sobre la base de cuatro párrafos que tratan las siguientes materias: 1) Del Balance Estructural y Política Fiscal; 2) De los Pasivos Contingentes y del Fondo de Reserva de Pensiones; 3) Del Programa de Contingencia contra el Desempleo, y 4) De la Compensación de los Ingresos del Cobre.



2.1 Cálculo Anual del Balance Estructural


La norma del Balance Estructural tiene como propósito establecer la obligación legal para que futuras administraciones entreguen información respecto de la situación de mediano plazo de las finanzas públicas. De esta manera, las estadísticas fiscales reflejarán plenamente las implicancias macroeconómicas y financieras de la política presupuestaria.



Así, el cálculo anual del Balance Estructural del Sector Público se incorporará como parte del programa financiero a que se refiere el artículo 10 de la Ley de Administración Financiera del Estado. Este cálculo será efectuado por la Dirección de Presupuestos (DIPRES), sobre la base de la metodología, procedimientos y normas que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.



2.2 Establecimiento de Bases de Política Fiscal al inicio de la Administración


Se dispone como obligación que el Presidente de la República, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, establezca las bases de la política fiscal que será aplicada durante su Administración. Tal exigencia deberá cumplirse mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.



2.3 De los Pasivos Contingentes


Se establece la obligación de la Administración del Estado de proporcionar información respecto de los compromisos que ha asumido a través del otorgamiento de la garantía del Estado. La norma obliga a la DIPRES a elaborar anualmente un informe que consigne el monto total y las características de las obligaciones a las que les ha sido entregada dicha garantía, incluidas la estructura de vencimiento, tipo de garantía y beneficiarios.



El informe también debe incluir una estimación de los compromisos financieros que resulten de la aplicación de normas legales o contractuales que generen pasivos contingentes: por ejemplo, garantía estatal de pensión mínima, garantías otorgadas por concesiones en infraestructura, etcétera.



La norma faculta al Ministerio de Hacienda para establecer provisiones o mecanismos que permitan hacer frente al costo que se genere producto de estas garantías y, al mismo tiempo, autoriza al Estado para cobrar una comisión por otorgarlas, cuyo monto y condiciones deben determinarse por decreto del Ministerio de Hacienda. Este cobro no procederá en aquellos casos en que las garantías tengan carácter obligatorio o irrenunciable para sus beneficiarios.



2.4 Fondo de Reserva de Pensiones


a) El proyecto propone crear un Fondo de Reserva de Pensiones, con el objeto de prefinanciar en parte el futuro aumento en el gasto de pensiones mínimas y asistenciales cubiertas por el Estado. Lo anterior pretende suavizar las necesidades de financiamiento que deberá enfrentar el Estado por este concepto y, a la vez, transparentar y hacer explícita la futura responsabilidad fiscal.



En la actualidad, el gasto en pensiones mínimas y asistenciales se encuentra en alrededor de 0,5 por ciento del PIB. Considerando el aumento del promedio de vida de la población, en especial el de las mujeres, y las bajas densidades de cotización de los afiliados al sistema de pensiones de las AFP, se estima que el gasto en la garantía estatal de pensiones mínimas y asistenciales crecerá en el futuro. De acuerdo con proyecciones realizadas por el Ministerio de Hacienda, se espera que tal gasto alcance a alrededor de 1,2 por ciento del PIB en veinticinco años más.



b) Se establece que el Fondo estará constituido y se incrementará con los siguientes aportes:



i) El equivalente a 50 por ciento de la diferencia entre el superávit efectivo del Gobierno central en el año anterior y los recursos que hayan sido devengados al Fondo de Compensación de los Ingresos del Cobre en el año anterior. Este aporte deberá efectuarse anualmente hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen una cantidad equivalente en pesos a 900 millones de unidades de fomento.



 La norma dispone que si el monto resultante del aporte anual fuese inferior al equivalente en pesos a 7 millones de unidades de fomento (aproximadamente, 125 mil millones de pesos), deberá enterarse un aporte adicional anual por un monto de recursos que permita alcanzar esta última cantidad, procedimiento que regirá hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo bordeen la suma de 900 millones de unidades de fomento.



ii) El producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos del Fondo, y



iii) Los demás aportes que establezca la ley.



c) El proyecto prevé un tiempo de acumulación del Fondo de diez años. Asimismo, contempla su extinción luego de quince años desde la entrada en vigencia de la ley, si se cumple el supuesto de que los giros que se efectuarán en un año calendario no superarán el 5 por ciento de la suma del gasto en garantía estatal de pensiones mínimas y asistenciales contemplado en la Ley de Presupuestos.



d) En cuanto a la aplicación de los recursos del Fondo, se entrega la regulación de esta materia a un reglamento que deberá ser dictado por el Ministerio de Hacienda. Asimismo, el proyecto dispone la obligación de llevar a cabo un estudio actuarial cada tres años a fin de evaluar la sustentabilidad del Fondo. Dicho análisis también habrá de realizarse cada vez que se proponga una modificación al monto de las pensiones mínimas y asistenciales.



e) Se autoriza la inversión de recursos del Fondo en instrumentos financieros que el decreto ley Nº 3.500, de 1980, autorice para el Fondo de Pensiones tipo E, según las normas y límites que fije el Ministerio de Hacienda mediante decreto supremo.



2.5 Programa de Contingencia contra el Desempleo


a) El proyecto otorga carácter permanente al Programa de Contingencia contra el Desempleo. Así, la glosa de este mismo Programa de la Ley de Presupuestos pasa a ser norma permanente, dotando al Programa de un objeto, requisitos y financiamiento del mismo carácter. Lo anterior permitirá enfrentar eventuales problemas de alto desempleo a niveles nacional, regional, provincial y comunal. El financiamiento del Programa se obtendrá por la vía de reasignaciones presupuestarias y mediante excedibilidad del gasto cuando existan condiciones de elevada desocupación



b) El proyecto permitirá capturar en parte cómo afecta el ciclo económico proveniente de la menor actividad y el desempleo en el gasto público. Ello facilitará el análisis de la evolución de este último, separando las variaciones de conceptos estacionales o cíclicos de aquellas permanentes.



c) El Programa podrá operar cuando la tasa nacional de desempleo trimestral exceda el promedio de ella correspondiente a los 5 años anteriores publicados por el INE, o cuando la tasa nacional de desocupación trimestral sea igual o superior al 10 por ciento. La aplicación de los recursos del Programa deberá efectuarse conforme a los lineamientos, mecanismos, procedimientos y normas que se consignarán en un reglamento emanado del Ministerio de Hacienda, el que habrá de ser suscrito, además, por el Ministerio del Trabajo.



d) El programa se financiará de la siguiente manera:



I.- Mediante reasignaciones en la Ley de Presupuestos del respectivo año, las que no estarán afectas a la limitación del inciso segundo del artículo 26 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, ni a las que establezca la referida Ley en conformidad al inciso tercero de dicho artículo. 



II.- Mediante la excedibilidad del ítem correspondiente al Programa, la que, para estos efectos, se entenderá comprendida en el artículo 28 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Es importante tener presente que el monto anual de recursos que importe la excedibilidad señalada no podrá superar el equivalente en pesos a 0,5 por ciento de las sumas globales de gasto que la Ley de Presupuestos fije anualmente.



2.6 Compensación de los ingresos del cobre (estructurar un solo Fondo).



Se propone estructurar en un solo Fondo los depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la gran minería del cobre, ante la existencia actual de dos Fondos. Con el fin de cumplir el objetivo de la norma propuesta, en el proyecto de ley se solicita otorgar una facultad al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Hacienda, fusione en un solo Fondo los recursos adicionales a que se refiere el decreto ley Nº 3.653, de 1981, y los del Fondo de Compensación para los Ingresos del Cobre constituidos conforme al Convenio de Préstamo BIRF Nº 2625 CH.


3. Normas sobre Gestión de Activos y Pasivos del Sector Público (Título II).


En la línea de fortalecer la responsabilidad fiscal, el Título II del proyecto contiene una serie de normas destinadas a mejorar la gestión de los activos y pasivos del sector público.



Esas normas son:



a) La que otorga carácter permanente a un precepto que ha venido incorporándose año tras año en la Ley de Presupuestos a fin de regular operaciones que comprometen obligaciones de pago a futuro y, en tal virtud, la responsabilidad financiera institucional y del Estado en su conjunto (ejemplos: contratos de arrendamiento con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado; contratos o convenios que originen obligaciones de pago a futuro por la obtención de la propiedad o el uso o goce de ciertos bienes y de determinados servicios).



b) La que crea un Comité Financiero que tendrá como tarea principal asesorar al Ministro de Hacienda en la decisión sobre inversión financiera de los recursos del Fisco. Su integración, funciones y demás normas de procedimiento serán fijadas mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda. 



c) La que tiene por objeto obtener de las instituciones destinatarias de inmuebles fiscales un pago por el uso de éstos, de modo de reflejar el verdadero costo institucional y, a la vez, incentivar una utilización más eficiente del patrimonio estatal. Esta norma faculta al Ministerio de Bienes Nacionales para efectuar el cobro pertinente.



Por último, se contemplan diversas disposiciones sobre administración financiera y presupuestaria.



Señor Presidente, este proyecto fue largamente estudiado por la Comisión de Hacienda, la cual recomienda a la Sala su aprobación en general.



Por supuesto, nosotros votaremos favorablemente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- A petición del señor Ministro de Hacienda, solicito autorización para que ingrese al Hemiciclo el Director de Finanzas de la Dirección de Presupuestos, señor Claudio Juárez.



--Se accede.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, consideramos altamente positivo este proyecto. Al referirme a él, quisiera abordar las tres materias a mi juicio más importantes.



En primer lugar, la institucionalización legal del llamado "Balance Estructural"; esto es, que la determinación de cuánto se gasta cada año no emane sólo de la voluntad del Gobierno de turno, sino que esté sujeta a normas de carácter técnico que permitan mantener el gasto en los años en que la situación económica del país sea más débil y gastar probablemente menos y ahorrar en aquellos en que la situación económica sea de mayor solidez, más fuerte.



De ese modo se evitan los costos que significan los ciclos económicos y es posible mantener el denominado "gasto social", sobre todo los programas sociales más eficientes, permitiendo que la población se beneficie de ello.



Por eso, la institucionalización legal en comento nos parece una medida de transparencia y buena administración prudente, necesaria, que valoramos altamente.



En segundo término está la creación del Fondo de Reserva de Pensiones.



Cuando las personas vayan cumpliendo los requisitos de edad para pensionarse en el nuevo sistema, muchas de ellas, debido a la existencia de lagunas previsionales, no alcanzarán a financiar la denominada “pensión mínima”. Como en la medida en que haya al menos 20 años de cotizaciones el Estado garantiza el acceso a ella, se irá generando un compromiso a futuro, para el cual resulta conveniente acumular desde ya las reservas necesarias.



Con el Fondo en comento, ningún Presupuesto debiera verse fuertemente alterado por el incremento en el pago de la garantía estatal en el caso de las pensiones mínimas.



La creación anticipada de los recursos requeridos para tal efecto forma parte de la responsabilidad fiscal, tanto más cuanto que por esa vía se evita estar sujeto a grandes vaivenes en el gasto fiscal.



Por último, el proyecto en debate hace permanente la glosa, incorporada todos los años en la Ley de Presupuestos, que permite materializar los llamados "programas de generación de empleo” o “subsidio a la contratación de mano de obra".



Sobre esta materia, en lo primero que debemos ponernos de acuerdo es en cuáles son los factores que causan la desocupación, en particular la juvenil, entre los 18 y los 24 años, más aún cuando las estadísticas demuestran que parte importante de esos desempleados son cada vez más calificados. Se trata de egresados de centros de formación técnica, de institutos profesionales o de universidades, o de jóvenes con estudios universitarios incompletos, quienes constituyen prácticamente la mitad de los desempleados de aquel rango de edades.



En consecuencia, el definir cómo desde el Estado se ayuda a esas personas a obtener un trabajo estable y lo mejor remunerado posible será sumamente importante desde los puntos de vista tanto social como económico.



Por otro lado, hemos visto de qué manera en algunas Regiones los programas de empleo se han mal utilizado. Es más: los tribunales de justicia están llevando adelante investigaciones para determinar cuántos de los recursos previstos en ellos fueron usados en la última campaña parlamentaria.



¡Eso nos parece extraordinariamente grave!



Pensamos, entonces, que no basta con incorporar en la ley en proyecto la glosa que todos los años ponemos en la Ley de Presupuestos, creando un Programa de Contingencia contra el Desempleo, sino que, además, debemos generar todos los controles necesarios para evitar la repetición de situaciones como la descrita.



¡No es admisible que recursos de todos los chilenos destinados al fin noble de dar oportunidades de trabajo a las personas terminen siendo desviados a campañas políticas!



Aquello tiene que llamarnos a reflexión a todos y hacernos comprender que no basta con que las leyes contemplen una buena idea, sino que también deben consagrar los controles para que ella se materialice y los recursos no sean desviados.



Con todo, señor Presidente, reitero que, a nuestro entender, este proyecto es positivo, constituye una magnífica herencia que nos dejó el ex Director de Presupuestos don Mario Marcel.



Por lo tanto, Renovación Nacional anuncia que concurrirá con sus votos a aprobar la idea de legislar.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la verdad es que en Chile, desde hace ya bastante tiempo, hemos tenido la suerte de contar con grandes Directores de Presupuestos. Mario Marcel, probablemente, fue un lujo. Y la ley en proyecto es la última que nos dejó antes de partir.



Los ciclos económicos y la manera de enfrentarlos a fin de morigerar al máximo sus efectos adversos tanto sobre el desempleo como sobre la actividad económica en general constituyen un tema que ha preocupado a los economistas desde hace mucho tiempo.



El drama consiste en que, cuando vienen los momentos de bonanza, comúnmente los Gobiernos gozan de una alta recaudación de impuestos; existen menores necesidades de gasto fiscal y reducido desempleo; la gente requiere poco los planes de emergencia, que cuestan dinero. Generalmente, ello se asocia a altos precios del cobre. Por consiguiente, se genera una sensación de holgura con respecto a las platas fiscales. Y en el mismo minuto en que se produce esa sensación, como es obvio, surgen las peticiones: de aumento de pensiones, de remuneraciones del sector fiscal; y, generalmente, somos los políticos quienes más las planteamos.



El problema radica en que, cuando llegan los tiempos de baja en el ciclo económico, disminuyen las recaudaciones tributarias; baja el precio del cobre -ambas situaciones se dan en el mismo momento; no estoy hablando de causalidad, sino de que las dos van juntas-; más personas, al no encontrar trabajo, recurren al Fisco para demandar una pensión asistencial, un subsidio único familiar o participación en algún programa extraordinario de empleo. En esas circunstancias, se reduce el transporte, lo cual puede afectar incluso los seguros de tránsito comprometidos en obras públicas construidas mediante concesiones, por ejemplo.



Por lo tanto, en las épocas en que más se requiere gasto fiscal, menores son los ingresos públicos necesarios para enfrentarlo.



Cuando se produjo la crisis asiática, el Ministro Eyzaguirre y Mario Marcel anunciaron la regla del balance estructural y, básicamente, se comprometieron en forma pública a una norma que iba a observar un superávit estructural de uno por ciento durante todo el período del Presidente Lagos.



Gracias a Dios, los mercados extranjeros nos creyeron. Por ende, no se impacientaron ni se pusieron nerviosos cuando vieron que en nuestro país, primero, nos comimos todos los ahorros acumulados, y después, empezó a aumentar la deuda fiscal tanto nacional cuanto externa. Ello permitió que el gasto fiscal creciera muy fuertemente cuando más se necesitaba y que se morigeraran todos los efectos de la tan larga crisis económica que sufrimos.



Si el Gobierno no hubiese incrementado el gasto fiscal durante esos años en forma tan importante y si los mercados foráneos no nos hubiesen creído, probablemente los resultados habrían sido mucho más desastrosos en términos de costo social.



Asimismo, la regla del superávit estructural del uno por ciento posibilitó a todos los agentes económicos hacer una mejor apuesta sobre cuál iba a ser el comportamiento fiscal y, por consiguiente, les permitió tomar mejores decisiones. Entre otras cosas, hizo factible, por ejemplo, que el Banco Central tuviera una política monetaria muy expansiva, lo cual posibilitó contar durante mucho tiempo con tasas de interés históricamente bajas.



Este proyecto de ley va un paso más allá. En el fondo, busca cómo introducir más medidas que permitan afrontar los ciclos económicos con políticas contracíclicas; es decir, cuando la economía está creciendo fuertemente, que el Estado gaste menos y ahorre para cuando se necesiten recursos.



En tal sentido, por ejemplo, al registrarse un alza de pensiones, mínimas o asistenciales, el Gobierno que la decrete deberá presentar un estudio actuarial sobre lo que eso significa en materia de compromiso de gasto a futuro. O sea, habrá de hacerse un perfil sobre edad, sexo, situación económica o previsional de los cotizantes, a los efectos de estimar el compromiso de gasto fiscal para los próximos años.



Lo mismo sucederá en el caso del Programa de Contingencia contra el Desempleo, que permitirá al Gobierno de turno ahorrar y, si se enfrenta con cierto nivel de desocupación importante, gastar aún más que lo comprometido en materia de balanza estructural.



Además, considero muy bueno y muy sano que se norme lo concerniente a la evaluación de proyectos. En general, ésta se ha venido realizando en Chile. Sin embargo, pienso que falta formalidad sobre cómo debe hacerse, qué proyectos han de someterse a los procedimientos respectivos. Y, además, me parece muy sano que incluso las Fuerzas Armadas tengan que entrar a la referida evaluación.



Señor Presidente, el haber dejado esta iniciativa me parece un broche de oro en la despedida de Mario Marcel y Nicolás Eyzaguirre. En la Comisión alcanzamos a aprobar por unanimidad la idea de legislar durante la última sesión a que asistieron. Y espero que el nuevo Ministro de Hacienda y el nuevo Director de Presupuestos la sigan impulsando, porque nos hace bien como país. Por medio de ella se crean instituciones cada vez más predecibles, que espero permitan disminuir la gravedad de los ciclos económicos. Éstos van a existir de todos modos; pero en Chile muchas veces son particularmente fuertes, por el tremendo peso que tiene el cobre en nuestra economía.



Así que votaremos a favor este proyecto, con un reconocimiento a las anteriores autoridades de Hacienda y la esperanza de poder seguir trabajando en esta materia con las que acaban de asumir.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, también queremos expresar nuestro compromiso y respaldo a esta proposición de ley.



Efectivamente, se trata de un proyecto que viene desde la Administración que encabezó el Presidente Ricardo Lagos, en la que tuvieron especial contribución tanto el Ministro de Hacienda, Nicolás Eyzaguirre, como el Director de Presupuestos, Mario Marcel. Y se vincula, además, con los sucesivos acuerdos alcanzados con el Congreso Nacional -Cámara de Diputados y Senado- a los efectos de modernizar el ejercicio presupuestario y darle más transparencia, coherencia y solidez en el tiempo. De modo que esta iniciativa también forma parte de los acuerdos políticos que el conjunto de las fuerzas representadas en el Parlamento suscribió en su oportunidad para asegurar la estabilidad de los recursos del país, su adecuado uso y la seriedad y responsabilidad de la política fiscal.



En tal sentido, quisiera señalar que hay aspectos referentes, en primer lugar, a la responsabilidad del Ejecutivo sobre el ejercicio presupuestario; al establecimiento por ley de la obligación de proporcionar la información que permita al Gobierno, cuando asuma, realizar el balance estructural; a la entrega de información oportuna y adecuada al Congreso Nacional, y a la inclusión de una serie de normas que fueron práctica de la Administración Lagos y ahora pasan a tener respaldo legal.



Pero esta iniciativa no sólo se refiere a la responsabilidad del Gobierno, sino que, además, tiende a superar áreas oscuras en lo que respecta a decisiones de gasto en el sector de la Defensa Nacional. Por lo tanto, también tiene como efecto político positivo la generación de mayor transparencia en dicho ámbito y, desde ese punto de vista, el establecimiento de mejores condiciones para las relaciones con los países vecinos, cuestión que forma parte tanto de la modernización del Estado como de una política de largo plazo, en el sentido de que cuanto realiza Chile hoy en lo concerniente a la modernización de sus Fuerzas Armadas alcance niveles de transparencia y de conocimiento público que eviten que los esfuerzos que estamos haciendo en esa dirección provoquen alarma o una mala interpretación en aquellas naciones.



Por otro lado, el proyecto en debate incluye la decisión orientada a consagrar de manera permanente en el Presupuesto el Programa de Contingencia contra el Desempleo.



Nosotros compartimos la preocupación del Senador señor García en cuanto a llevar a cabo todo lo que sea necesario con el propósito de establecer una adecuada fiscalización. Y bienvenidos los mecanismos e instrumentos que permitan asegurar el buen uso de los recursos. Sin embargo, es importante que, en ese ámbito, ahora existan normalidad y una regulación legal año tras año.



De otro lado, nos parece interesante la creación del Fondo de Reserva de Pensiones. El país se halla pronto a entrar en un amplio diálogo y a un debate nacional sobre cómo corregir y mejorar el actual sistema de pensiones. Pero no cabe duda de que esta iniciativa no es contradictoria con ello, en la medida en que el referido Fondo puede permitir que Chile desde ya empiece a contar con los recursos indispensables para el financiamiento de las pensiones futuras. Todos sabemos que ése será un esfuerzo que demandará del país especial preocupación. De modo que también el proyecto avanza en tal sentido.



En lo atinente al adecuado manejo de los fondos que fluyen del cobre, el texto que se nos propone también contiene una innovación, desde el punto de vista legal, necesaria, pues permitirá actualizar, sobre todo ahora, cuando nos encontramos en una época positiva (por cierto, no todas las épocas serán así).



En suma, el proyecto viene a ser una expresión de la responsabilidad con que nuestra coalición, constituida por fuerzas progresistas de Centro y de Izquierda, asume el gobierno de la nación.



Considero válido subrayar ese punto, pues muchas veces se señala que en las fuerzas progresistas, sean de Izquierda o de Centro, sólo existe la tentación de gastar y se carece de la capacidad de cuidar las finanzas públicas y garantizar el desarrollo a largo plazo.



En este caso se está cumpliendo con una vocación: atender y enfrentar las exigencias y necesidades de Chile en el largo plazo en un ámbito tan delicado e importante como el de la economía.



Naturalmente, recogemos las palabras de la Senadora señora Matthei en el sentido de valorar los esfuerzos tanto de Mario Marcel como de Nicolás Eyzaguirre, porque es justo y lógico reconocer que esta iniciativa tiene mucho de la experiencia de la Administración Lagos en el ámbito de que se trata.



Sin embargo, me permito decir que esta situación no sólo es atribuible a la Administración Lagos, sino que constituye una adecuada expresión de 16 años de Gobiernos concertacionistas que pusieron de manifiesto que las fuerzas democráticas de este país eran capaces de manejar de manera adecuada la economía nacional.



En consecuencia, habiendo concurrido en la Comisión a la aprobación general del proyecto, en la Sala procederemos de igual forma.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, junto con mi respaldo a la idea de legislar, debo expresar que el proyecto tiene todos los méritos destacados por los Senadores y Senadoras que me precedieron.



Sólo quiero formular una consulta al señor Ministro de Hacienda -no participé en el debate habido en la Comisión-, relativa a la idea de estructurar en un solo Fondo los depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la gran minería del cobre.



Mi pregunta es cómo juega aquello con la Ley Reservada del Cobre, según la cual el 10 por ciento de las ventas de CODELCO está destinado al financiamiento de las adquisiciones hechas por las Fuerzas Armadas; es decir, si ese porcentaje concurre también al Fondo único que se plantea.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Gracias, señor Presidente.



Hasta donde yo entiendo, lo señalado por el Honorable señor Gazmuri se halla fuera. Por lo tanto, no es parte de lo que se está proponiendo en la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recupera la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con que quede afuera. No obstante -porque, en efecto, hay otra norma-, únicamente deseo dejar establecido (ésta es una Administración que recién comienza, y se trata de un debate largo a nivel nacional) que, en materia de Ley del Cobre y de asignación de recursos públicos a las Fuerzas Armadas para el financiamiento de sus adquisiciones, están pendientes una discusión y una reforma que espero formen parte del debate nacional en los próximos años.



Aprobaré la idea de legislar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve -nuestra posición ya fue expresada por la Senadora señora Matthei y por el Honorable señor García-, pues sólo quiero valorar lo que el proyecto sometido a nuestra consideración significa desde el punto de vista de la responsabilidad fiscal y del manejo más transparente de los recursos públicos.



Deseo referirme a un hecho que me parece muy destacable. En el fondo, lo que se está haciendo, en un aspecto muy central, es convertir en norma de ley la regla del superávit estructural, que se originó como expresión de política fiscal. O sea, dicha regla ya no es una política que sigue determinado Gobierno porque así lo planteó, por las razones aquí manifestadas, sino que pasa a ser parte de la Administración Financiera del Estado.



Creo que ése es un elemento importante, porque la regla en comento, al final, ha generado estabilidad macroeconómica, sostenibilidad en las finanzas públicas y, fundamentalmente, mucha confianza en el país.



Ello limita el ámbito de acción de los Gobiernos en ciertos momentos; en otros les da holgura -como se explicó-, pues son políticas contracíclicas. Y eso me parece muy valioso, porque, desde el momento en que se convierte en norma jurídica, se hace obligatorio hacia el futuro.



Junto con sumarme al reconocimiento a los autores de la iniciativa en debate, como observador -porque, por las actividades que realizo en el Parlamento, no me ha correspondido formar parte de este proceso-, puedo decir, sin duda, que en esta tarea han participado quienes estuvieron a cargo del Ministerio de Hacienda y de la Dirección de Presupuestos, lo cual ya ha sido subrayado. Empero, también me parece justo destacar el rol del Congreso Nacional, sobre todo el de los integrantes de las Comisiones de Hacienda y de las Comisiones Especiales Mixtas de Presupuestos que año a año discuten la materia, porque desde allí, producto de la inquietud y, muchas veces, de iniciativas de Senadores y Diputados de la Oposición, han surgido planteamientos en cuanto a transparencia, manejo responsable de las finanzas públicas y diversas políticas que han ido reafirmándose en cada ejercicio presupuestario.



Me parece que ese esfuerzo también debe ser reconocido.



Por eso, junto con reconocer los méritos de este proyecto -sin perjuicio de las acomodaciones y cambios que se puedan efectuar en la discusión particular-, valoro el esfuerzo y la responsabilidad, no sólo del Ejecutivo, sino también de los Parlamentarios. Muchos de ellos -algunos están aquí, en esta Sala; otros la dejaron, por distintas razones- tienen bastante crédito en el paso que se está dando y que, desde la perspectiva señalada, reviste gran significación.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, también adhiero a las felicitaciones expresadas a quienes tuvieron la posibilidad de generar una normativa tan particularmente exitosa.



Ya fueron planteadas nuestras opiniones acerca de esta materia. 



Sólo deseo solicitar una aclaración respecto a cómo contribuye la gran minería del cobre al Fondo único a que se ha hecho referencia. Porque, como sabemos, se propone estructurar en un solo Fondo los depósitos de los excedentes y tributos provenientes del mencionado sector.



Entiendo que despachamos una ley que creó un Fondo de Innovación, financiado de manera fundamental con lo que hemos denominado genéricamente “royalty”.



Entonces, me gustaría saber si los recursos provenientes del royalty, dado que la normativa pertinente empezó a regir el 1º de enero último, van a formar parte igualmente del Fondo único a que se refiere la iniciativa en debate. Si así fuera, se estarían contraviniendo las disposiciones legales que en su momento aprobamos, pues se trata de un Fondo especial destinado en esencia al desarrollo científico y tecnológico de nuestro país.



Existe una Comisión especial -entiendo que va a seguir dirigiéndola nuestro colega Fernando Flores- para los efectos de recoger y entregar al Ejecutivo las opiniones de los Parlamentarios acerca de cómo deberían orientarse las inversiones del Fondo conformado por los recursos que genera el royalty.



Me parece muy importante aclarar el punto, porque -repito- el proyecto en debate propone “estructurar en un solo Fondo los depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la Gran Minería del Cobre, ante la existencia actual de dos Fondos.”.



Por lo tanto, sería apropiado que el señor Ministro precisara sobre la materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, considero útil para los fines de esta discusión distinguir entre dos cosas a mi juicio bien diferentes. Y una de ellas dice relación a los diversos tributos que se aplican a la minería del cobre y que forman parte de los fondos generales de la nación recaudados todos los años. 



Cuando en este proyecto se alude a la gran minería del cobre no se está hablando de la tributación aplicada a toda la minería o al cobre en particular. La referencia es a algo distinto.



Hay en Chile dos Fondos -en términos genéricos, los conocemos como Fondos de Estabilización del Cobre- que nos obligan a destinar a ellos los recursos provenientes del metal rojo por sobre cierto precio de referencia (y existe una fórmula, que se halla especificada).



Entonces, lo que aquí se propone es, sencillamente, tomar esos dos Fondos, cuyos ingresos seguirán siendo determinados según las mismas fórmulas que están en operación hoy, y consolidarlos. Pero en ningún momento -creo yo- se está sugiriendo tomar el grueso de los tributos que se aplican a la minería o que tienen que ver con ella, sea con el royalty o con impuestos de otro tipo. Ésos siguen operando como lo han hecho hasta el momento.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido, y se fija el 17 de abril, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



A la señora Subsecretaria de Salud Pública, requiriéndole información relativa a DEMORA DE COMISIÓN MÉDICA EN TRAMITACIÓN DE RECLAMOS; al SEREMI de Justicia de la Segunda Región, en cuanto a TARDANZA EN PRONUNCIAMIENTO DE JUZGADO DEL TRABAJO DE CALAMA. Al SEREMI de Transportes y Telecomunicaciones de Antofagasta, manifestándole DISCONFORMIDAD DE UNIDAD VECINAL Nº 23 CON INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA CELULAR. A la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones; al SERVIU de la Segunda Región; a la Municipalidad de Calama; a la Prefectura de El Loa, y a la Empresa de Aguas Antofagasta, haciéndoles presentes PROBLEMAS DE VECINOS DE POBLACIÓN INDEPENDENCIA NORTE. Al señor Fiscal de la Segunda Región, pidiéndole información respecto a ESTADO DE CAUSA DE DOÑA JUANA AQUILINA MURAÑA QUISPE. Y al señor Director del SERVIU de Antofagasta, solicitándole informar sobre POSIBILIDADES DE DON DOUGLAS ALCAYATA DE OBTENER TÍTULO DE DOMINIO. 



Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Obras Públicas; Directora de Proyectos y Construcción de Obras de esa Cartera; Directora de Control y Fiscalización de Obras Concesionadas del citado Ministerio; Director Nacional de Vialidad; Intendente de la Novena Región; Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización; Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas; General de Carabineros Jefe de la IX Zona Araucanía; Gobernadora de Malleco; Alcalde y Concejales de Collipulli, y Gerente General de Concesionaria Autopista El Bosque, requiriéndoles MEDIDAS EN BENEFICIO DE VECINOS DE POBLACIÓN MICHIGAN.



Al señor Ministro de Agricultura, respecto de ACCIÓN GUBERNATIVA PARA TEMPORADA TRIGUERA 2005-2006 (reiteración de oficio).



A los señores Intendente de la Novena Región, Secretario Regional Ministerial de Educación y Gobernador de Malleco, pidiéndoles RECURSOS Y REPARACIONES PARA ESCUELAS THOMAS ALVA EDISON Y BENJAMÍN FRANKLIN, EN COMUNA DE COLLIPULLI.



A los señores SEREMI de Obras Públicas de la Novena Región, General de Carabineros Jefe de la IX Zona Araucanía y Alcalde y Concejales de Angol, solicitándoles acciones legales  y administrativas para PAVIMENTACIÓN DE CALLES; LIMPIEZA Y RECOLECCIÓN DE BASURA  Y ESCOMBROS, Y MAYOR PRESENCIA Y VIGILANCIA POLICIAL EN SECTOR DEL CAÑÓN.



A los señores Gobernador de Malleco, Director del SERVIU Novena Región y Alcalde y Concejales de Angol, requiriéndoles acciones legales y administrativas para URGENTE REALIZACIÓN DE OBRAS CONTRA DESBORDE DE CANAL LAS DIUCAS (reiteración de oficios).



A los señores Alcaldes y Concejales de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino, solicitándoles apoyo para PROYECTOS DE LEY SOBRE FOMENTO A INSTALACIÓN DE EMPRESAS, CREACIÓN DE EMPLEOS Y PERMISO LABORAL PAGADO PARA TRABAJADORES POR FALLECIMIENTO DE PARIENTES.



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Defensa Nacional, solicitándole antecedentes relativos a PREVISIÓN DE SOLDADOS CONCRIPTOS CON SERVICIO MILITAR CUMPLIDO EN REGIMIENTO PUDETO ENTRE 1976 Y 1979. 



Al señor Ministro de Educación pidiéndole información sobre ESTADO DE SUMARIO DISPUESTO EN SECRETARÍA MINISTERIAL DE NOVENA REGIÓN. 



A diversas autoridades, solicitándoles CONTESTACIÓN A OFICIOS SIN RESPUESTA.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole atender REQUERIMIENTOS DE ASOCIACIÓN GREMIAL DE CAMIONEROS DE LONCOCHE.



Y a los señores Intendente de la Novena Región y Alcaldesa y Concejales de Villarrica, transmitiéndoles PLANTEAMIENTO DE VECINOS SOBRE DECISIONES EN MATERIA DE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES ACOGIDAS A D.F.L. 2.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda y de Educación y Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, pidiéndoles antecedentes sobre MEJORAMIENTO DE SUBVENCIÓN EDUCACIONAL EN SECTORES RURALES DE BAJA POBLACIÓN. Y a los señores Ministro de Hacienda, Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo e Intendentes de la Primera, Undécima y Duodécima Regiones, solicitándoles información acerca de CONVENIENCIA DE PRÓRROGA DE SUBSIDIO A CONTRATACIÓN DE MANO DE OBRA EN ZONAS EXTREMAS.

)-------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional e Independiente.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

RESPETO A IDEAS DE PARLAMENTARIOS

EN PROPOSICIONES DE LEY

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, con la directiva de Renovación Nacional, ayer visitamos a la Presidenta señora Bachelet. 



Uno de los temas que personalmente le he planteado dice relación al cuidado del prestigio del Congreso Nacional sobre la base del respeto a las ideas que de alguna forma se proponen en él.



Estimo que la manera en que los Ejecutivos de todos los tiempos nos han tratado como Parlamento no es buena. Y eso ha deteriorado la imagen del Senado y de la Cámara de Diputados frente a la opinión pública, la que muchas veces termina preguntándose: “¿Qué hace esta gente en el Congreso Nacional”?

 

Sólo quiero darles una muestra.



En septiembre del año pasado presenté, con otros señores Senadores, una iniciativa para modificar la ley N° 18.469, sobre prestaciones de salud, donde planteábamos lo que se anunció hace unos días en el sentido de que los hombres puedan ser cargas de sus cónyuges o de sus parejas, situación que no existía en FONASA.



Tuvimos una reunión con el Ministro de Salud, quien encontró estupendo el proyecto. Lo presentamos aquí. Fue declarado inadmisible. Entonces, le pedimos a la Mesa que lo enviara al Ejecutivo para que le diera su patrocinio. Nos dijeron: “Muy bueno”. Nos reunimos con el Director de FONASA, quien también lo encontró muy bueno. Y sucede que el Gobierno, hace dos días, lo propuso como idea suya.



Francamente, no sé. No quiero reclamar la propiedad de esa idea; con seguridad, a mucha gente se le debe de haber ocurrido. Pero las personas con las cuales nos reunimos, los técnicos del Ministerio, conocieron un planteamiento de distintos Parlamentarios y hoy día lo formulan como propio. 



Eso ocurre permanentemente. Y a los Parlamentarios ni siquiera se les invita a los actos de promulgación de las leyes, aunque emanen de ideas de ellos.



Señor Presidente, como Congreso -y nosotros, en cuanto Senadores, especialmente ahora, cuando un ex colega nuestro es Ministro del Interior-, debemos hacer un esfuerzo para que de algún modo se otorgue un reconocimiento a los Parlamentarios que plantean proposiciones legales como la mencionada



En tal sentido, pido al Honorable señor Frei, como Presidente del Senado, la realización de esfuerzos para que en esta materia se respeten las ideas de los Parlamentarios o, por lo menos, para que se les invite a los actos de promulgación de las leyes derivadas de ellas.



Esto no me ha ocurrido sólo a mí; conozco muchos otros casos. Y he querido plantearlo en la hora de Incidentes para no dejarlo pasar.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Los Comités Socialista, Demócrata Cristiano y Mixto  (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Longueira.

AUMENTO DE TARIFA POR CONGESTIÓN VEHICULAR

EN AUTOPISTA COSTANERA NORTE. OFICIO

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ayer el país tomó conocimiento de que en la Autopista Costanera Norte, de la Región Metropolitana, se estableció un sistema de cobro denominado “tarifa de congestión” o “tarifa de saturación”.



Hace años ingresó al Parlamento, por la Cámara de Diputados, un proyecto sobre tarificación vial cuyo propósito era precisamente establecer, a través de una ley, un mecanismo para cobrar un precio tal por transitar por las vías del Gran Santiago o de las grandes ciudades del país que hubiese ciudadanos que no estuviesen en condiciones de pagarlo y, así, permitir que otros circulasen a una velocidad mayor.



En esa oportunidad intervine en la Cámara Baja para rechazar categóricamente la iniciativa. Después se sumaron varios Parlamentarios a la misma posición y, al final, el proyecto fue retirado de tramitación por el Gobierno.



Ayer nos impusimos, respecto de la principal autopista de la Capital, que las autoridades del Ministerio de Obras Públicas y la concesionaria contemplaron, en el contrato suscrito por ambos, un mecanismo que lleva a fijar una tarifa de tal magnitud que algunos chilenos tendrán que dejar de usar ese bien nacional de uso público para permitir que otros circulen a cien kilómetros por hora, según lo resuelva la concesionaria.



Dicho monto me parece absolutamente contrario a la Carta. En el número 2º del artículo 19 de la Ley Fundamental se dispone con claridad que no puede haber ningún grupo privilegiado. Y existe igualdad ante la ley, asimismo, al señalar esa disposición que “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”.



Creo que el caso al que me refiero es el mejor ejemplo de una norma inconstitucional implementada por una autoridad, ya que se dispuso un mecanismo de tarificación a raíz del cual la clase media no podrá usar la Costanera Norte en los horarios peak. En efecto, al cumplirse un año de la puesta en marcha de esa vía es posible aplicar el sistema que todos los chilenos nos hemos enterado que se anexó al contrato de adjudicación.



Obviamente, esto es un evidente atentado contra la igualdad ante la ley.



Porque considero fundamental que todos los conozcamos, pido a la Mesa que se oficie al señor Ministro de Obras Públicas para que nos haga llegar los antecedentes del contrato que firmó su Cartera. Entiendo que el mismo mecanismo también se ha extendido a otras concesionarias.



Quiero entregar como información que hasta hoy el pago que hacen los usuarios de la autopista es de 59 pesos por kilómetro. Ahora podrá ser aumentado a 90 pesos. Y si ello es insuficiente, es posible volver a subirlo. Porque el objetivo de la tarificación por saturación es fijar a un bien de uso público un precio determinante para que haya chilenos a los que éste no sea accesible y así permitir que otros circulen a cierta velocidad.



Esto es exactamente lo mismo que si a un señor se le ocurriera que en una playa -un bien de uso público- sólo se pueden admitir mil personas y, entonces, se cobrase cierto precio por usarla, de modo que algunos pudieran bañarse o disponer de los metros cuadrados necesarios para disfrutar de ella con una cantidad de gente que no les molestase. Creo que esto es absurdo.



Pienso que las razones principales de la congestión vehicular en la autopista se explican por algunos problemas de diseño. 
Si uno observa los accesos para conectarse de la Costanera Norte a la Ruta 5 -que va hacia el sur y hacia el norte-, puede advertir que existe una sola pista y que todos los días hay kilómetros de vehículos que intentan ingresar a ellos. Obviamente, existe ahí un nudo por un mal trazado, lo que en la conexión de ambas autopistas urbanas ha provocado un colapso en las horas peak.



Un segundo factor de mayor congestión, como lo han consignado los artículos de prensa, radica en los automóviles que quedan en pana. Si revisamos el diseño de la Costanera Norte, veremos kilómetros y kilómetros sin siquiera un metro hacia el costado para que se desvíen los vehículos con desperfectos. Por lo tanto, basta que uno de ellos se encuentre en ese caso para que en las horas peak colapse el sistema.



Se está fijando un precio, entonces, que no tiene absolutamente nada que ver con la rentabilidad de la inversión. Esto no existe en ningún contrato del Estado con alguien. O sea, nos encontramos frente a una situación tan ilógica, que a la concesionaria le conviene la congestión.



En consecuencia, me parece que el asunto que nos ocupa pone en riesgo un sistema que ha sido muy exitoso en el país. Yo diría que, por el contrario, cuando hay congestión deberían pagar a los automovilistas, y no plantearse el absurdo inventado ahora, en virtud del cual se puede cobrar una tarifa de tal magnitud que habrá gente que deba salir del sistema.



Creo que éste constituye el eje de toda la discusión realizada en la campaña presidencial, ya que en Chile se están construyendo dos países: uno, el de aquellos que podrán transitar a cien kilómetros por hora, y otro, el de quienes estarán impedidos de ingresar a la autopista.



Por consiguiente, el sistema de tarificación del que tomamos conocimiento el día de ayer me parece aberrante.



Por tales motivos, solicito que se oficie en mi nombre al señor Ministro de Obras Públicas para que nos entregue dos tipos de antecedentes: primero, los relativos a todo lo que establece el mecanismo de tarificación, tanto en el presente caso como en los otros, y segundo, toda la información sobre la venta de la concesión en análisis, efectuada el año pasado, que fue adquirida en 309 millones de dólares a los tres meses de haberse puesto en marcha.



Es evidente que en el flujo del negocio estaban contempladas anualmente estas tarifas. Y en el mercado sorprendió la magnitud del pago efectuado por un consorcio italiano que controlaba también la empresa concesionaria a la que se entregó la adjudicación en 2000. Como es obvio, fueron cifras enormes.



Pero la operación tenía que contar con la autorización del Ministerio de Obras Públicas. Por lo tanto, también pido que se oficie al señor Ministro con el objeto de que entregue todos los antecedentes que tuvo esa Cartera para otorgarla, así como los montos de la inversión en la concesión aludida y de la transacción. Porque las cifras, tal como señalé, no respondían en esa fecha a los flujos existentes en el proyecto, razón por la cual en el mercado extrañó, repito, el volumen involucrado.



Considero que para aclarar los hechos resulta fundamental, señor Presidente, que lleguen lo antes posible las respuestas a esos oficios, porque a partir del 13 de abril la concesionaria estará autorizada para aplicar el nuevo sistema de cobro denominado “tarifa de saturación”.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, he pedido al Comité Unión Demócrata Independiente que me conceda unos minutos de su tiempo solamente para hacernos cargo del asunto como Sala de Senadores de Renovación Nacional.



En la Comisión de Obras Públicas, y tengo entendido que también en la de Transportes, nos hemos preocupado hoy del caso y se ha invitado al señor Ministro y al señor Subsecretario de Obras Públicas a una próxima reunión en la que ambas sesionarán unidas, con el objeto de conocer todos los antecedentes de una situación que, a nuestro juicio, constituye un nuevo golpe a la clase media.



Comprendemos que puedan existir contratos en el ámbito a que se ha hecho referencia. El de concesiones es un sistema que ha reportado beneficios indudables al país -eso se halla, sin duda, fuera del esquema de nuestras observaciones-; pero lo que nos parece extraño es que, de la noche a la mañana y sin que medie una explicación fundada a la opinión pública, se establezca una definición en la que sólo tiene que ver la concesionaria. Porque en las declaraciones del Ministro señor Bitrán aparecidas hoy en los diarios vespertinos se expresa que se trata de una atribución exclusiva de esa entidad.



Por tanto, la pregunta que uno se formula se encuentra vinculada con quién define cuándo hay o no congestión. Porque si la propia firma concesionaria va a definirlo, se registrará un fenómeno extraordinariamente curioso: la situación, que es gravosa para el traslado en el interior de la Capital, irá en beneficio directo de esa empresa, dado que habrá aumentado sus tarifas –y, por consiguiente, sus ingresos- en forma exponencial.



Entonces, nos parece que el asunto es de la mayor seriedad. Por mi parte, he solicitado a algunos institutos que nos asesoran un estudio sobre la constitucionalidad de la medida, así como sobre las características del sistema de contratos.



Particularmente, quiero destacar que no cuestionamos el mecanismo de las concesiones –porque debemos tener una gran claridad al respecto-, sino que se trata de perfeccionarlo y de evitar que a veces se produzcan efectos perversos, ya que una misma persona jurídica podría definir cuándo hay congestión y establecerse automáticamente una tarifa que favorezca sus intereses. En ese sentido, no estoy pensando que exista mala fe. Simplemente estoy señalando que necesitamos una información completa, clara y oportuna.



Por eso, las Comisiones unidas de Obras Públicas y de Transportes celebrarán próximamente una reunión a la cual se invitará al señor Ministro –lo haré personalmente-, con el objeto de tener claridad sobre el tema.



Muchas gracias.

El señor NÚÑEZ.- La bancada socialista adhiere a la petición de oficio, señor Presidente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Longueira, conforme al Reglamento, petición a la que adhiere la bancada socialista.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Restan aún ocho minutos al Comité Unión Demócrata Independiente.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Para terminar con el punto, debo informar que el martes 4 de abril, a las 10:45, se efectuará una sesión conjunta de las Comisiones de Obras Públicas y de Transportes, a la que concurrirán los respectivos Ministros, con el objeto de analizar la cuestión. Sin perjuicio de ello, los oficios solicitados por el Senador señor Longueira pueden ayudarnos mucho a contar con los antecedentes del caso antes de esa fecha.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Es un buen preludio para ir readecuando las Comisiones.



No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:27.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 60ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE MARZO DE 2.006



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff y el señor Ministro de Salud, don Pedro García.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________
ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión quincuagésima séptima, especial, de 6 de enero de 2006, que no ha sido observada.



Las actas de las sesiones quincuagésima octava, ordinaria, de 17 de enero de 2006, y quincuagésima novena, ordinaria, de 18 de enero de 2006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

________________________


En seguida, el señor Presidente del Senado informa a la Corporación respecto de la instalación, en la Sala de Sesiones, del sistema informático denominado “pupitre digital” y deja constancia de su reconocimiento a los profesionales del Departamento de Informática del Senado por la labor realizada.

________________________
CUENTA

Mensajes



Catorce de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los diez primeros, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia (Boletín Nº 2.815-05).


2) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06).


3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (Boletín N° 3.968-12). 



4) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13). 



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).


6) Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07). 



7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07).


8) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales (Boletín N° 4.009-13). 



9) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (Boletín N° 3.493-07).


10) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



-- Quedan retiradas las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia para el despacho de los siguientes asuntos:



1) En el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco. (Boletín Nº 3.825-11), y



2) En el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad fiscal (Boletín N° 4.000-05).


-- Se tiene presente las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el decimotercero, solicita el archivo o retiro de los siguientes proyectos de ley, iniciados por Mensaje: 



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Subsecretaría Forestal y el Servicio Nacional Forestal (Boletín Nº 2.265-01).


2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones de Chile y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 3.394-02).


3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de las Fuerzas Armadas (Boletín Nº 3.397-02).


4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.525, relativa a distorsiones de precios en las importaciones (Boletín N° 1.832-03).


5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede beneficio tributario a las donaciones a favor de la Fundación Padre Alberto Hurtado (Boletín Nº 3.881-05).


6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, en materia de recaudación de derechos por transferencias de vehículos motorizados (Boletín N° 2.932-06).


7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la adquisición, pérdida y conservación de la nacionalidad chilena (Boletín N° 1.105-06).


8) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el pago de un derecho por el uso de vías urbanas afectas a congestión vehicular (Boletín N° 433-15).


9) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, y otras normas legales que indica, en materia de planificación urbanística (Boletín Nº 3.557-14).



-- Si le parece a la Sala se accedería a lo solicitado, y se manda comunicar lo resuelto a la Honorable Cámara de Diputados, respecto de los ocho primeros.



Con el último, solicita el archivo de las siguientes iniciativas, pendientes en trámite de Comisión Mixta:



1) Proyecto de ley que establece incentivos para la entrega de información en los delitos vinculados a los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos (Boletín Nº 3.391-17), y 



2) Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Horacio de la Peña (Boletín Nº 3.771-17).



-- Si le parece a la Sala se accedería a lo solicitado, y se manda comunicar lo resuelto a la Honorable Cámara de Diputados.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual informa que, en virtud del acuerdo que adoptara en su oportunidad el Senado, comunicado mediante oficio N° 24.398, ha resuelto prorrogar por un nuevo período de seis meses la permanencia de tropas nacionales en Haití a contar del 1 de enero y hasta el 30 de junio de 2006.



-- Se toma conocimiento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía sobre entrenamiento militar, industria de defensa, tecnología y ciencia”, suscrito en Ankara, el 19 de abril de 2004 (Boletín N° 3.919-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con los dos siguientes, informa que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de acuerdo:



1) El que aprueba la modificación al párrafo 4 de las Reglas de Financiación, anexas a los Estatutos de la Organización Mundial de Turismo, adoptada mediante resolución 422 (XIV), de 2001, en la Décimocuarta Asamblea General de la Organización (Boletín N° 3.896-10), y



2) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Indonesia en materia de cooperación económica y técnica”, suscrito en Yakarta, República de Indonesia, el 28 de abril de 2004 (Boletín N° 3.918-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile (Boletín N° 4.001-02).



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.



Con el quinto, informa que ha dado su aprobación, con la excepción que indica, a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia (Boletín Nº 2.815-05), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se designaría a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el sexto, informa que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, con la excepción que indica, al proyecto de ley que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Boletines Nos 3.867-07 y 3.931-07, refundidos), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se designaría a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia en los autos Rol N° 466, relativos al proyecto de ley que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (Boletín Nº 2.725-12).



-- Se toma conocimiento, y se mandó remitir el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo, remite copia autorizada de la resolución pronunciada en los autos Rol N° 464, relativos al requerimiento formulado por inconstitucionalidad en la tramitación del proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (Boletín N° 4.061-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda oficiar a la Honorable Cámara de Diputados solicitándole que remita los antecedentes respectivos.



Con el tercero, remite copia autorizada de la resolución pronunciada en los autos Rol N° 465, relativos al requerimiento formulado en contra del artículo único, letras e), f), g), i), k) y r), del decreto supremo N° 181, del Ministerio de Educación, publicado en el Diario Oficial del 16 de diciembre de 2005, que modifica el Decreto Supremo N° 177, de 1996, del mismo Ministerio, que reglamenta los requisitos de adquisición y pérdida del reconocimiento oficial del Estado a los establecimientos educacionales de enseñanza básica y media. 



-- Se toma conocimiento.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, mediante la cual comunica que, en la causa de Fuero Rol N° 23.885-2004, seguida ante ella, se ha dictado sobreseimiento definitivo a favor del Honorable Senador señor Ávila y, en consecuencia, ha quedado sin efecto su desafuero dictado en la referida causa, y acompaña copia autorizada de la señalada resolución.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República, con el que remite información solicitada por la Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Diputados señores Forni y Pérez, sobre eventuales irregularidades que se habrían cometido en la Ilustre Municipalidad de Coquimbo.



De la señora Contralor General de la República, subrogante, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre eventuales irregularidades que se habrían cometido en la Ilustre Municipalidad de Maullín.



Del señor Contralor General de la República, subrogante, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a las medidas adoptadas por dicho Organismo Contralor a raíz de las observaciones planteadas en los informes de las auditorías realizadas al Programa Multifase de Desarrollo Integral de Comunidades Indígenas, financiado con aportes del Estado chileno y con un préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre estado del proyecto de pavimentación participativa presentado por el Comité de vivienda “El Pilar de la Esperanza de Nueva Imperial”, en la provincia de Cautín.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre las razones que han impedido dictar el Reglamento que establecerá el Servicio Religioso Castrense Evangélico, conforme lo dispuesto en la ley N° 19.638.



Seis del señor Ministro de Hacienda:



Con los dos primeros, contesta, y complementa la respuesta, respectivamente, a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los gastos de publicidad o difusión de políticas públicas y programas específicos, realizada por la Secretaría de Estado a su cargo y por los organismos de su dependencia, durante el año 2005.



Con el tercero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de incorporar como beneficiarios de las normas de la ley N° 19.264 a los funcionarios paramédicos de atención primaria de salud de la XI Región.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de mejorar las remuneraciones de los funcionarios de la Corporación Nacional Forestal.



Con el quinto y el sexto, acusa recibo y contesta dos oficios de la Corporación mediante los cuales se remitieron los Proyectos de Acuerdo de 19 de octubre y 20 de diciembre de 2005, con los que se solicita considerar el envío a trámite legislativo de iniciativas que modifiquen la base de cálculo de la asignación de zona de los empleados fiscales y de los empleados municipales, respectivamente.



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, informa respecto de los documentos pendientes de respuesta por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Con el segundo, remite un informe elaborado por el señor Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, Subrogante, para dar respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y García, sobre el proyecto de Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José. 



Con el tercero, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los gastos de publicidad o difusión de políticas públicas y programas específicos, realizada por la Secretaría de Estado a su cargo y por los organismos de su dependencia, durante el año 2005.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la eventual utilización de un software destinado a programas de ordenamiento territorial sin la autorización de sus autores, y la entrega de información reservada sobre Campos de Hielo Patagónico Sur a terceros.



Del señor Ministro de Obras Públicas, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Bombal, sobre el trazado de la ruta costera que se construirá entre las Regiones VII y IX.


Del señor Ministro de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, sobre la necesidad de realizar acciones de salud en la localidad de Zúñiga, en la comuna de San Vicente de Tagua Tagua, a raíz de los suicidios acaecidos en los últimos meses.



De la señora Ministra de Salud, subrogante, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de incorporar como beneficiarios de las normas de la ley N° 19.264 a los funcionarios paramédicos de atención primaria de salud de la XI Región.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Parra y Viera-Gallo, sobre la construcción del Teatro Pencopolitano en Concepción.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, subrogante:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Orpis, relativo a las viviendas expropiadas en el sector Las Cabras y en la calle Ferrocarriles, de la ciudad de Iquique, para facilitar la construcción de una carretera.



Con el segundo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Moreno, sobre los problemas que afectan a 127 familias de la comuna de Malloa, que fueron beneficiadas con el subsidio habitacional de vivienda progresiva.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, con los que da respuesta a otros tantos oficios del Honorable senador señor Horvath, relativos a los problemas que afectan a los pescadores artesanales de la comuna de Tortel, y a la situación de los pescadores artesanales independientes que, cumpliendo los requisitos y habiendo sido aceptados en la cuota de pesca de investigación, no han podido desarrollar su actividad, respectivamente.



De la señora Subsecretaria de Previsión Social, mediante el cual responde un oficio de la Corporación, enviado a petición del Honorable Senador señor Larraín, sobre la necesidad de aumentar las pensiones asistenciales; de incorporar entre sus beneficiarios a quienes no alcanzan los requisitos para jubilar pese a haber efectuado las cotizaciones un importante número de años; de extender sus beneficios a los adultos mayores que, pese a percibir algún ingreso, se encuentren en situación de pobreza, y respecto a la posibilidad de atender tales demandas con los recursos actualmente existentes. 



Cinco del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre el retraso en la construcción de cárceles en el país y, en especial, en la ciudad de Antofagasta.



Con los restantes, responde los oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Espina relativos al desbrozamiento de los costados de la vía que une a las comunas de Angol con Traiguén; a la reparación del camino de acceso al sector Trarulemu, de la comuna de Angol, y a la reparación del puente Ñanco, de la comuna de Collipulli, respectivamente.



Del señor Subsecretario de Transportes, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, sobre los problemas asociados a la internación al país de durmientes, destinados a la línea férrea que une las ciudades de Santiago y Puerto Montt.



Del señor Intendente de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la cacería de toros salvajes y animales baguales.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Victoria, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre la situación de 12 familias que viven en el Pasaje Lynch, a un costado del Cementerio Municipal.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Cholchol, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el o los propietarios del bien raíz ubicado en la intersección de las calles Pinto y Aldunate, donde se encuentra la sede del “Club de Adulto Mayor Renacer de Cholchol”.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre créditos que hubiere otorgado la Corporación a su cargo a la Asociación Gremial de Productores de Hortalizas Ñuke Mapu A.G.



Del señor Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de declarar Santuario de la Naturaleza a los humedales del Río Murta y del Río Baker, en la XI Región.



Del señor Director Nacional de Turismo, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre las áreas de la región de Aysén que resultarían inundadas como consecuencia de los proyectos hidroeléctricos considerados para los ríos Baker y Pascua.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre las áreas de la región de Aysén que resultarían inundadas como consecuencia de los proyectos hidroeléctricos considerados para los ríos Baker y Pascua.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, subrogante, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre las denuncias formuladas respecto de ciertos funcionarios del Servicio a su cargo que se desempeñan en la comuna de Angol.



De la señora Jefa del Departamento Pensiones de Gracia del Ministerio del Interior, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de reconocer la labor realizada por los postulantes a tales pensiones.



Del señor Director Regional del Instituto de Normalización Previsional de Aysén, Subrogante, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el retraso en el pago de pensiones asistenciales y subsidios familiares en las localidades de Puerto Aguirre y Caleta Andrade.



Del señor General de Carabineros Jefe de la Zona XII de Magallanes y Antártica Chilena, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la cacería de toros salvajes y animales baguales.



Del señor Coronel de Carabineros Jefe de la Prefectura de Iquique, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Orpis, sobre las pandillas que se dedican a cometer ilícitos en el sector de las islas de pasto de la playa de Cavancha, Iquique.



Del señor Subgerente Regional subrogante del BancoEstado de la Región de Aysén, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el retraso en el pago de pensiones asistenciales y subsidios familiares en las localidades de Puerto Aguirre y Caleta Andrade.



Del señor Asesor de Gestión del Gabinete Presidencial, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de reconocer la labor realizada por los postulantes a pensiones de gracia, al momento de decidir sobre su concesión.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Oficio Reservado



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los gastos de publicidad o difusión de políticas públicas y programas específicos, realizada por la Secretaría de Estado a su cargo y por los organismos de su dependencia, durante el año 2005.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Corporación.

Informe



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.825-11).



-- Queda para tabla.

Mociones



Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, García, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que declara feriado el día lunes siguiente a las fechas que indica (Boletín N° 4.094-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Moción de los Honorables Senadores señores Moreno, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley sobre requisitos, facultades y forma de nombramiento de oficiales primeros de las notarías (Boletín N° 4.096-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, García, Horvath y Prokurica, con la que presentan un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo a fin de establecer el derecho de los trabajadores a un permiso pagado de cinco días, en los casos que indica.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, García, Horvath y Prokurica, con la que presentan un proyecto de ley que crea un Fondo de Contratación y Capacitación, dependiente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para otorgar subsidios a la contratación de trabajadores que, simultáneamente, cursen programas de capacitación. 



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en los números 2°, 4° y 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, García, Horvath y Prokurica, con la que presentan un proyecto de ley que establece crédito fiscal, para los contribuyentes de primera categoría y para los contribuyentes del impuesto global complementario, por las donaciones en dinero realizadas a una municipalidad para financiar proyectos de infraestructura urbana o rural.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo y en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, García, Horvath y Prokurica, con la que presentan un proyecto de ley que establece un crédito fiscal para los contribuyentes de primera categoría que estén sujetos a una contribución de patente comercial en una municipalidad calificada como vulnerable.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo y en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

___________________________



El señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de las cuatro Mociones de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, García, Horvath y Prokurica, con las que presentaron sendos proyectos de ley relativos a la modificación del Código del Trabajo a fin de establecer el derecho de los trabajadores a un permiso pagado de cinco días, en los casos que indica; la creación de un Fondo de Contratación y Capacitación, dependiente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para otorgar subsidios a la contratación de trabajadores que, simultáneamente, cursen programas de capacitación; el establecimiento de un crédito fiscal para los contribuyentes de primera categoría y para los contribuyentes del impuesto global complementario, por las donaciones en dinero realizadas a una municipalidad para financiar proyectos de infraestructura urbana o rural, y el establecimiento de un crédito fiscal para los contribuyentes de primera categoría que estén sujetos a una contribución de patente comercial en una municipalidad calificada como vulnerable, propone a la Sala que se remitan los oficios correspondientes a Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre de los mencionados señores Senadores, para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa las iniciativas de ley que contengan las ideas de las referidas Mociones.



La Sala así lo acuerda.

___________________________



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor García, el que solicita a la Mesa la revisión del criterio con que declaró inadmisible la Moción relativa a la modificación del Código del Trabajo a fin de establecer el derecho de los trabajadores a un permiso pagado de cinco días, en los casos que indica.



El señor Presidente explica los fundamentos de la declaración de inadmisibilidad de la mencionada Moción y expresa que, en todo caso, se estudiará nuevamente esta materia.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina recuerda que la Corporación dio su aprobación a un proyecto de ley similar a la Moción, pero referido al caso del nacimiento de un hijo, de manera que solicita una reconsideración de la declaración de inadmisibilidad, teniendo en cuenta el precedente indicado.



El señor Presidente manifiesta que la iniciativa a la que alude el Honorable Senador señor Espina, tuvo su origen en la Honorable Cámara de Diputados y que el criterio del Senado puede no ser coincidente con el de dicha Corporación.



Inmediatamente, el señor Presidente, respecto del mismo tema, concede la palabra a los Honorables Senadores señores Ríos y Ruiz De Giorgio.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:




1) Retirar de la Tabla del día de hoy la iniciativa signada con el número 1, esto es, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, con segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda (Boletín N° 2.950-07). Discusión particular pendiente.




2) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión de hoy, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con informe de la Comisión de Salud (Boletín N° 3.825-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).




3) Considerar en sesión del día de mañana la iniciativa individualizada con el número 5 en el Orden del Día de hoy, es decir, el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, con informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda (Boletín N° 4.009-13). Segunda discusión.




4) Dedicar Incidentes de la sesión ordinaria de mañana a que los señores Senadores que cesan su período puedan despedirse, si así lo desean. 

________________



El señor Presidente recuerda a los señores Senadores que la cena dispuesta para esta noche se inicia a las 20:30 horas.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, 

con informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités en el día de hoy.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con informe de la Comisión de Salud, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Número 1)

Letra c)



La ha sustituido por la siguiente:



“c) Productos hechos con tabaco: Cualquier producto elaborado total o parcialmente con hoja de tabaco como materia prima, que se fabrique para ser fumado, libado, mascado o inhalado, incluidos, entre otros: cigarrillos, cigarrillos de clavo de olor, tabaco desmechado para enrollar, calillas, elaborados para enrollar hojas de tabaco y que contengan tabaco sometido o no a proceso de curado, picadura y mixtura para pipa y para ser envuelta por el fumador, cigarros, habanos, cigarritos, rapé y otros productos similares para fumar o ser consumidos de otra manera;”



Ha consultado, las siguientes letras d), e). f) y g), nuevas:



“d) Empaquetado de productos hechos con tabaco: Cualquier cajetilla, empaquetado, envoltura, caja, o cualquier otro dispositivo previsto para la venta al por menor a los consumidores que envuelva o contenga productos hechos con tabaco;



e) Aditivo: Cualquier sustancia, con excepción de las hojas de tabaco u otra parte natural o no procesada de la planta de tabaco, utilizada en la preparación de un producto de tabaco y que esté presente en el producto final, aun cuando se hubiere alterado su forma, incluidos papel, filtros, impresos y adhesivos;



f) Patrocinio: Cualquier tipo de contribución, pública o privada, a un acontecimiento, una actividad o un individuo cuyo objetivo o efecto directo o indirecto sea la promoción de un producto del tabaco o el uso del tabaco;



g) Promoción: Todo estímulo de la demanda de productos del tabaco, como anuncios, publicidad y actos especiales, entre otros, destinados a atraer la atención y suscitar el interés de los consumidores.”.

Número 2)



Ha reemplazado el artículo 2°, que pasa a ser 3°, por el siguiente:



“Artículo 3°.- Se prohíbe totalmente la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto.



Se prohíbe, asimismo, la publicidad transfronteriza de productos hechos con tabaco o de marcas relacionadas con dichos productos, así como la publicidad en las señales internacionales de los medios de comunicación chilenos o de páginas de internet cuyos dominios correspondan a la terminación “punto cl” o que pertenezcan a personas naturales o jurídicas que desarrollen actividades de cualquier índole dentro del territorio nacional.



Asimismo, no se podrá desarrollar ningún tipo de publicidad encubierta por medios indirectos, entendiendo por tal, la promoción a través del consumo realizado por actores de televisión, cine o teatro, a modo meramente ejemplar.”.

Número 3)



En el inciso primero del artículo 3°, que pasa a ser 4°, ha reemplazado la expresión “ el ofrecimiento” por la frase “ventas, ofrecimiento”.



Ha reemplazado el inciso segundo, por el siguiente:



“Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluidos los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público.”.

Número 5)


En el artículo 4°, que pasa a ser 6°, ha efectuado las siguientes enmiendas:



En el inciso primero, ha suprimido el vocablo “su” que antecede a la palabra “exposición” y el párrafo final.



Ha sustituido el inciso segundo, por el siguiente:


“En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco, esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 50% de cada una de ellas. La advertencia se colocará en la parte inferior de cada cara.”.



En el inciso tercero, ha sustituido los dos párrafos finales, por el siguiente:



“Se prohíbe la venta de productos hechos con tabaco que no tengan la advertencia actualizada.”.



En el inciso cuarto, ha reemplazado el guarismo “40%” por “50%”.



Ha consultado el siguiente inciso final, nuevo:



“En el caso de los productos hechos con tabaco importado, tales como cigarros, puros, tabaco para pipa o tabaco en bolsa, la advertencia establecida en este artículo deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente. En ningún caso esto será aplicable a los cigarrillos manufacturados en el extranjero.”.

Número 6)



Ha consultado, en el artículo 5°, que pasa a ser 7°, el siguiente inciso final, nuevo:



“Los planes y programas deberán estar en ejecución en el mes de marzo del año 2007.”.

Número 7)



Ha reemplazado en el encabezamiento el ordinal “7°” por “8°”.

- - -



Ha consultado el siguiente, número 8), nuevo:



“8) Agrégase el siguiente artículo 9°, nuevo:


“Artículo 9°.- El fabricante y el importador de los productos hechos con tabaco deberá, a su costa, publicitar los efectos dañinos derivados del hábito de fumar, en conformidad al reglamento correspondiente.”.”.

Número 8)



Ha introducido las siguientes modificaciones:



i) Ha pasado a ser 9), reemplazando su encabezamiento por el siguiente:



“9) Sustitúyese el artículo 6º, que pasa a ser artículo 10, por el siguiente:”.



ii) Ha modificado el artículo 9° propuesto, que pasa a ser 10, de la forma siguiente:



Ha suprimido la coma (,) que antecede a la palabra “deberán”.



Ha agregado los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales segundo y tercero, a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Además, la casa matriz deberá informar, en la cajetilla, acerca de las sustancias tóxicas y cancerígenas, en orden de importancia, señalando también las cantidades.



En el caso de los aditivos propios de la marca, el Ministerio de Salud deberá adoptar las medidas necesarias con la finalidad de proteger la información confidencial de propiedad del fabricante.”.



En el inciso segundo, que pasa a ser cuarto, ha reemplazado la frase “podrá prohibir” por la palabra “prohibirá”.



En el inciso final, ha intercalado una coma (,) a continuación de las siguientes palabras: “visiblemente”, “laterales” y “producto”.

Número 9)



Ha pasado a ser 10), con las siguientes modificaciones:



Ha sustituido, en su encabezamiento el número “10” por “11”.

Artículo 10



Ha pasado a ser artículo 11.

Letra b)



La ha sustituido por la siguiente:



“b) recintos donde se expenda combustibles;”,

Letra c)



Ha reemplazado las palabras “en los” por la expresión “aquellos en”

Letra d)



Ha eliminado las palabras “en los”.

Letra e)



Ha sustituido el punto (.) final, por un punto y coma (;).

- - -



Ha consultado las siguientes letras f) y g), nuevas:



“f) cabinas telefónicas y cajeros automáticos;



g) establecimientos de salud públicos y privados.”.

Artículo 10 bis



Ha pasado a ser artículo 12, con las siguientes enmiendas.

Letra a)



La ha sustituido por la siguiente:



“a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado;”.

Letra e)



La ha reemplazado por la siguiente:



“e) teatros, cines, lugares en que se presenten espectáculos culturales y musicales, salvo que sean al aire libre;”.

Letra f)


Ha sustituido el punto y coma (;) por la conjunción “y” y a consultado la siguiente frase final: “recintos deportivos;”.



En el inciso segundo, a reemplazado el punto final (.) por una coma (,) y ha agregado la siguiente oración final: “con excepción de los casos que señala la letra c).”.



En el inciso tercero, ha reemplazado la palabra “establecido” por “dispuesto”.



En el inciso final, ha reemplazado el guarismo “10” por “11”, y ha suprimido la coma (,) que antecede a la palabra “autorizará”.

Artículo 11



Ha pasado a ser artículo 13, con las siguientes modificaciones:



Ha reemplazado, en el inciso primero las palabras “cabarets” y “deberá” por “cabarés” y “deberán”, respectivamente.



Ha intercalado, en el inciso segundo, una coma (,) entre las palabras “cuadrados” y “se”.

Artículo 12



Ha pasado a ser artículo 14, sin otra enmienda.

- - -

Número 10)


Ha pasado a ser número 11), con la única enmienda de que el artículo 8°, pasa a ser 15.

Número 11)



Ha pasado a ser número 13), con las enmiendas que más adelante se indicarán.
- - -



Ha consultado el siguiente número nuevo:



“12) Agrégase el siguiente artículo 16, nuevo:



“Artículo 16.- La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley.



En caso de incumplimiento, aplicará lo dispuesto en el Libro X del Código Sanitario. La resolución de la Autoridad Sanitaria será impugnable ante el Juez de Letras correspondiente, mediante el recurso de reclamación establecido en el artículo 171 del mismo Código, no siendo exigible, para dar curso a dicha reclamación, que el infractor acompañe el comprobante de pago de la multa.



Carabineros de Chile estará también facultado para fiscalizar el cumplimiento de esta ley, para lo cual podrá denunciar ante la secretaría regional ministerial de salud que corresponda las infracciones que detecte, a fin de que ésta instruya el sumario correspondiente y aplique las sanciones que, en su caso, correspondan.



En el caso de productos de tabaco producidos en el extranjero, para su importación será necesario la autorización previa de la autoridad sanitaria regional que corresponda. Para cursar la destinación aduanera de importación, el Servicio Nacional de Aduanas deberá exigir el certificado de autorización de dicha autoridad, en que se acredite el cumplimiento de las obligaciones impuestas en virtud de esta ley.".

Número 11)



Ha pasado a ser número 13), con las siguientes enmiendas:



Ha sustituido su encabezamiento por el siguiente:



“13) Sustitúyese el artículo 9°, que pasa a ser 17, por el siguiente:”.

Artículo 14



Lo ha suprimido.

Artículo 15



Ha pasado a ser artículo 17, con las siguientes modificaciones:

N° 1



Ha reemplazado la frase “inciso segundo del artículo 9°” por “inciso cuarto del artículo 10”.

N° 2

Letra a.



La ha suprimido.

Letras b y c



Han pasado a ser a y b, respectivamente, sustituidas por las siguientes:



“a. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicación al público de la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3º.


b. Exhibir, en los lugares de venta de productos hechos con tabaco, avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso cuarto del artículo 6º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 50% del aviso.”.

Letra d.



Ha pasado a ser c, con las siguientes modificaciones:



Ha reemplazado la palabra “incluyendo” por “incluido” y, ha intercalado a continuación de la frase “por el artículo 3°,” la expresión “y colocados”.

Letra e.


Ha pasado a ser letra d, sin otra enmienda.

N° 3

Letra c.



La ha reemplazado por la siguiente:



“c) No expresar clara y visiblemente, en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos, las sustancias tóxicas y cancerígenas, así como los principales componentes del producto, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al artículo 10.”.

Letra d.



Ha reemplazado la expresión “artículo 9°” por “artículo 10”.

N° 4



Ha sustituido la palabra “incorporan” por “incorporen” y ha reemplazado el ordinal “9°” por el cardinal “10”.

N° 5



Ha intercalado entre la proposición “por” y la palabra “comercializar” la expresión “vender,”, y ha sustituido los vocablos “a la” por “de lo”.

N° 7



Ha sustituido los guarismos “11” y “12” por “13” y “14”, respectivamente.

N° 9



Ha eliminado la frase “las que consistan en”.

N° 10

Letra a.



Ha reemplazado el guarismos “12” por “14”.

N° 12



Ha sustituido, en el párrafo primero, los números “10 bis”, “11” y “12”, por “12”, “13” y “14”, respectivamente.



En el párrafo tercero, se ha introducido las siguientes modificaciones:



- Ha intercalado una coma (,) entre las palabras “ período” y “se”.



Ha suprimido la frase “o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales”.



- Ha reemplazado la palabra “gimnasio,” por la siguiente frase: “lugares donde se presenten espectáculos culturales y musicales, gimnasios y recintos deportivos,”.



Ha sustituido el guarismo “11” por “13”.

Número 12)



Ha pasado a ser 14), con las siguientes enmiendas:



Ha reemplazado su encabezamiento, por el siguiente:



“14) Sustitúyese el artículo 10, que pasa a ser 18, por el siguiente:”

Artículo 16



Ha pasado a ser artículo 18.

Números 13) y 14)



Han pasado a ser 15) y 16), respectivamente, sin otra enmienda.

- - -

Artículo 2°



En el inciso primero, ha reemplazado el numero “11” por “13”.



En el inciso segundo, ha sustituido los cardinales “11” por “13” y “15” por “17”.

- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión de Salud aprobó las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados a la letra e) del número 1) del artículo 1º; las modificaciones a los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 6º, contenido en el número 5) del artículo 1º; la modificación al inciso primero del artículo 10; las modificaciones a las letras b), c), d) y e) del artículo 11; la enmienda a la letra f) y a los incisos tercero y final del artículo 12; la enmienda al inciso segundo del artículo 13; la modificación al número 10) del artículo 1º; la enmienda al encabezamiento del número 13) del artículo 1º, la enmienda a las letras b y c del número 2 del artículo 17; la enmienda a la letra d) del número 2, del artículo 17, y las enmiendas a los números 4, 7, 9, 10, 12 del mismo artículo; las enmiendas al número 14) del artículo 1º y las enmiendas al artículo 2º del proyecto de ley.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Salud rechazó las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, a la letra c) del número 1) y las letras d), f) y g), nuevas del número 1) del artículo 1º del proyecto; el reemplazo del artículo 3º contenido en el número 2) del artículo 1º; la modificación efectuada en el inciso primero del artículo 4º y el reemplazo de su inciso segundo, contenidos en el número 3) del artículo 1º; las modificaciones introducidas al artículo 6º contenido en el número 5) del artículo 1º; la agregación de un inciso final, nuevo, al artículo 7º contenido en el número 6) del artículo 1º; el reemplazo del ordinal “7º” por “8º” en el número 7) del artículo 1º; el número 8), nuevo; la agregación de dos incisos, nuevos, al artículo 10 y la modificación de los incisos cuarto y final del mismo precepto; las letras f) y g), nuevas, en el artículo 11; las modificaciones a las letras a) y e), y al inciso segundo del artículo 10 bis; la modificación del inciso primero del artículo 13; la supresión del artículo 14; las modificaciones al artículo 17 y el artículo 16, nuevo.



En virtud de lo anterior, la Comisión de Salud propone a la Sala acoger las enmiendas aprobadas por la Honorable Cámara de Diputados, salvo las indicadas precedentemente.



Inmediatamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, Presidente de la Comisión de Salud, quien sugiere al señor Presidente discutir y votar como un solo todo las proposiciones de la Comisión de Salud respecto de las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín.



Luego, el señor Presidente consulta a la Sala en cuanto a discutir y votar como un solo todo las proposiciones de la Comisión de Salud.



La Sala coincide con la sugerencia formulada por el señor Presidente.



En discusión las proposiciones de la Comisión de Salud, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puestas en votación las proposiciones de la Comisión de Salud, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En consecuencia, el señor Presidente anuncia que corresponde la formación de una Comisión Mixta que deberá proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República. Para ello, sugiere a la Corporación que los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Salud concurran a su integración.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, unánimemente así se acuerda.



El señor Presidente concede la palabra al señor Ministro de Salud.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que regula el lobby, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº 3.407-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia que el inciso segundo del artículo 1º, el artículo 11, las letras a) y g) del artículo 13 y el artículo 25 deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 38, el Capítulo V y los artículos 18, 19 número 15.º y 77 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que los antecedentes relativos al proyecto de ley se encuentran en las actas correspondiente a las sesiones 53ª, ordinaria, de 21 de diciembre de 2005 y 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006.



El señor Secretario General expresa que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, el Comité Partido Unión Demócrata Independiente solicitó segunda discusión respecto de esta iniciativa.



El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley sobre regulación del lobby y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Ríos y Silva, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, el Honorable Senador señor Viera-Gallo, la Honorable Senadora señora Matthei y el Honorable Senador señor Parra.



Cerrado el debate y puesta en votación en general esta iniciativa de ley, se obtiene el siguiente resultado: 24 votos a favor y 7 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Novoa, Núñez, Orpis, Parra, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Silva y Vásquez.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Aburto, Canessa, Cordero, Martínez, Ríos, Stange y Vega.



El señor Presidente, atendido que se ha observado un defecto en la votación, puesto que el Honorable Senador señor Zurita le indicó que no había podido accionar el sistema electrónico correspondiente, expresa que se repetirá la votación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 176 del Reglamento del Senado.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Muñoz Barra, Silva, Martínez, Ríos y señora Matthei.



Repetida la votación, el proyecto de ley es aprobado en general por 29 votos a favor, 7 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Arancibia, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez y Viera-Gallo.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Aburto, Canessa, Cordero, Martínez, Ríos, Vega y Zurita.



En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 17 de abril de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

TITULO I

Disposiciones Generales



Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad de promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas, con el objeto de influir en las decisiones que deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional, y propende a fortalecer la transparencia en las relaciones entre privados y autoridades públicas.



Para los efectos de esta ley se entiende por órganos de la Administración de Estado a los señalados en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación, las empresas privadas que presten servicios de utilidad pública y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas.



Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:



a) Lobby: aquella actividad, remunerada o no, que tenga por objeto promover, defender o representar cualquier interés de carácter individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier decisión que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional.



b) Lobbysta: la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realice actividades de promoción, defensa o representación de intereses propios o de terceros, sean de carácter individual, sectorial o institucional.



c) Lobbysta profesional: aquella persona que realiza habitualmente y en forma remunerada acciones de gestión de interés ante alguna de las autoridades que tienen la obligación de registrar los contactos o actividades de lobby efectuadas ante ellas. Se entenderá por habitual el realizar, dentro de los últimos seis meses, dos o más de las acciones de gestión de intereses que define esta ley, o realizar una acción de gestión cuando ésta se prolongue por un lapso superior a seis meses.



Se entiende también, como lobbysta profesional, a quien presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar las acciones de gestión de intereses referidas en la letra a).



d) Registro de lobbystas: registro de carácter público, en el cual deberán inscribirse todas las personas que deseen desarrollar actividades de lobby de manera profesional.



e) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el Reglamento, el que incluirá al menos los cargos cuyo ejercicio implique la toma de decisiones de relevancia.



Artículo 3º.- La actividad de lobby regulada en esta ley, podrá desarrollarse a través de medios orales, escritos o electrónicos, realizadas por sí o por terceros, destinadas a influir en las siguientes categorías de decisiones:



a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.



b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas. 



Artículo 4º.- No obstante lo señalado en los artículos precedentes, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:



a) Toda expresión realizada a través de discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación;



b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía;



c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público;



d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios públicos o por parlamentarios en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales;



e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativa;



f) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso Nacional;



g) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo;



h) La información entregada por escrito a una autoridad pública competente, quien la ha solicitado expresamente para efectos de tomar una decisión dentro de un procedimiento administrativo;



i) Las presentaciones hechas por escrito o en audiencia pública dentro de un procedimiento administrativo que contemple instancias para las presentaciones de los interesados o del publico en general y en el cual quede un registro publico de la presentación;



j) Las presentaciones hechas por una persona a fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, en los siguientes casos:



i) Cuando el beneficiario sea el peticionario o su cónyuge, o hijos adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.



ii) Cuando en la presentación no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.



k) Las demás análogas a las anteriores.
TÍTULO II

Normas especiales aplicables al lobby profesional
Párrafo 1º
Disposiciones generales


Artículo 5º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13, toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, debidamente inscrita en los registros que establece esta ley, podrá ejercer profesionalmente como lobbysta, quedando sujeta a los derechos y obligaciones que emanan de esta ley.

Párrafo 2º

De los Registros Públicos


Artículo 6º.- Créanse los Registros Públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan dicha actividad de forma profesional. 



El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 28. 


La información contenida en el Registro será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.



Artículo 7°.- Existirán dos Registros Públicos de lobbystas:



a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio de Justicia, en el que deberán inscribirse todas aquellas personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de la administración a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley.



b) Un Registro Público a cargo de una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, en el que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante los miembros o funcionarios del Congreso Nacional.



La Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby a que se refiere la letra b) de este artículo, estará integrada por cuatro senadores y cuatro diputados. Su quórum para sesionar será de cuatro miembros, de los cuales dos deberán ser senadores y dos diputados, y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta.



Los lobbystas profesionales podrán realizar sus actividades ante cualquiera de los sujetos señalados en la letra e) del artículo 2º de esta ley, siempre que se inscriban en ambos registros.



A través de los procedimientos técnicos que fije el reglamento, los registros públicos a que se refiere este párrafo deberán procesar la información de forma automática, de manera que de los antecedentes registrados en uno de ellos quede constancia en ambos.

Párrafo 3º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas profesionales



Artículo 8º.- Todo aquel que desarrolle profesionalmente actividades de lobby estará obligado a informar semestralmente, por escrito o por medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de llevar el Registro, sobre cualquier cambio o modificación respecto de la información que exija el Registro, tales como, cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados, aumentos de capital social. 



Dentro del mismo plazo y forma deberán también informar sobre las autoridades, miembros y funcionarios y organismos ante las cuales hayan desarrollado gestiones de intereses propios o en representación de terceros, las materias en las que hayan intervenido, los intereses que hayan promovido y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas.



Artículo 9º.- No obstante las obligaciones establecidas en el artículo anterior, la autoridad competente podrá requerir, en cualquier momento, informaciones o antecedentes adicionales relativas a gestiones determinadas. 



Ningún lobbysta estará obligado a suministrar información confidencial o estratégica, propia o de sus representados. Con todo, estará obligado a precisar el alcance y objetivo de las gestiones realizadas.



Artículo 10.- Los lobbystas profesionales no podrán defender o representar, de manera simultánea, intereses opuestos o contradictorios, aunque se haga ante autoridades o instancias distintas.



Artículo 11.- Los lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de partidos políticos ni de campañas electorales.



Artículo 12.- Las relaciones contractuales entre el lobbysta y sus clientes se regirán por las normas del derecho privado.  Les serán especialmente aplicables a dichas relaciones las disposiciones del Título XXIX del Libro IV del Código Civil y, las del Título VI del Libro II del Código de Comercio, en todo lo que no sea modificado por esta ley.


Artículo 13.- No podrán ejercer la actividad de lobbystas profesionales:



a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, durante el ejercicio de sus funciones;



b) Quienes se encuentren inhabilitados para ejercer cargos u oficios públicos por sentencia ejecutoriada;



c) Los fallidos;



d) Los condenados por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva;


e) Aquellos a quienes se les haya cancelado, en cualquier tiempo, su inscripción en el Registro Público de Lobbystas;



f) Las autoridades unipersonales nacionales de partidos políticos, durante el ejercicio de su cargo, y



g) Quienes contribuyan al financiamiento de partidos políticos, incluidas sus campañas electorales.

TITULO III

Normas comunes a la actividad de lobby

Párrafo 1°

Derechos y obligaciones



Artículo 14.- Las autoridades, miembros y funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo estarán obligados a brindar un trato similar a los lobbystas, y no podrán incurrir en prácticas discriminatorias de ninguna naturaleza.



A tal efecto, una vez concedida una audiencia para una de dichas personas, la autoridad está obligada a otorgar audiencia a las demás que soliciten exponer sobre la misma materia.



Artículo 15.- En sus relaciones con los lobbystas, los sujetos pasivos de lobby quedarán sujetos al conjunto de obligaciones y exigencias de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia.



Artículo 16.- Todo lobbysta estará obligado a exhibir la verdadera naturaleza de sus actividades ante la autoridad y le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a su ocultamiento, o le otorguen una representación, pertenencia o membresía de la que carece.



Artículo 17.- Todo lobbysta, en la primera audiencia que sostenga con una autoridad, miembro o funcionario de los poderes Ejecutivo y Legislativo, estará obligado a informar de las demás audiencias que haya sostenido con otras autoridades o funcionarios, relativas al mismo asunto u otro relacionado.



Con todo, la solicitud de audiencia realizada por un lobbysta profesional deberá realizarse por escrito señalando, a lo menos, los siguientes antecedentes:



a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, de su representante legal;



b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyo interés se busca gestionar, y



c) La materia o interés que se busca gestionar en la audiencia.



Artículo 18.- Estará prohibido a todo lobbysta y a sus empleados la venta de los informes, documentos o cualquier otro antecedente que obtenga de la autoridad, o darle un fin distinto del estrictamente necesario para el ejercicio de su actividad.



Artículo 19.- Estará prohibido a lobbystas y sus empleados hacer entrega a las autoridades, miembros y funcionarios de cualquier poder del Estado, de datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos. Asimismo, estos datos, informaciones o antecedentes deberán ser perfectamente identificables en cuanto a su origen o autoría.



Artículo 20.- Las personas naturales o jurídicas que contraten servicios de lobby o se hagan representar por lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de campañas electorales de aquellos candidatos que hubiesen sido sujeto pasivo de lobby dentro del año anterior a la elección. 



Podrán, sin embargo, contribuir al financiamiento a que se refiere el inciso anterior, si las acciones de lobby fueron realizadas con anterioridad a dicho año, y siempre que el aporte se realice de conformidad al artículo 20 de la ley Nº 19.884.

Párrafo 2º

Del registro de las gestiones en las instituciones públicas



Artículo 21.- Sin perjuicio de la información contenida en los Registros Públicos de Lobbystas Profesionales, todo órgano de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberá contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas entre los lobbystas y las siguientes autoridades y funcionarios:



a) En la Administración Central: el Presidente de la República, los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.



b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.



c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y el fiscal.



d) En el Banco Central: el Presidente del Banco, el Vicepresidente, los consejeros, el gerente general y el fiscal.



e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.



f) En las empresas publicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del Directorio y el gerente general.



g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, sus asesores, y los secretarios de comisión.



Los procedimientos indicados en el inciso anterior serán fijados por el reglamento y tendrán por finalidad permitir el acceso público a las gestiones de lobby efectuadas ante cualquier persona o institución, con indicación, a lo menos, de la fecha de la reunión o comunicación, de la materia, del interés gestionado, la individualización del lobbysta, de los terceros mandantes, y de las autoridades, miembros o funcionarios participantes en la reunión o comunicación.

 

Una vez finalizada la audiencia, la autoridad deberá consignar en un registro público los datos de la minuta presentada por el interesado, así como la individualización de los funcionarios que hubieren asistido. Si la autoridad contare con un sitio en internet, se incluirán en él dichos antecedentes y se mantendrán mientras no esté resuelta la respectiva solicitud y, en todo caso, estará disponible durante un año. La publicación en internet no exime de contar con un registro a disposición del público. Para consultar este registro no será necesario individualizarse.



La información contenida en los registros de reuniones y comunicaciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá ser remitida cada treinta días, en la forma que determine el reglamento, a los registros públicos de lobbystas señalados en las letras a) y b) del artículo 7º de esta ley.

TÍTULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas a lobbystas y procedimiento para su aplicación



Artículo 22.- La autoridad encargada del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, será el Ministerio de Justicia y la Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby del Congreso Nacional, según corresponda.



La respectiva autoridad, de oficio o a petición de cualquier persona, iniciará la investigación de las denuncias recibidas o irregularidades detectadas.



El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso anterior, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.



Artículo 23.- Toda sanción deberá fundarse en un procedimiento, que se iniciará con la formulación precisa de los cargos y su notificación al imputado para que presente su defensa. El plazo conferido para presentar los descargos no podrá ser inferior a quince días.



Se podrá dar lugar a las medidas probatorias que solicite el imputado en sus descargos. El rechazo deberá ser fundado. La resolución que se dicte en definitiva deberá pronunciarse sobre las alegaciones y defensa del imputado y contendrá la declaración de la sanción impuesta o la absolución. El pronunciamiento anterior se hará dentro de los treinta días de evacuada la última diligencia ordenada en el expediente. 



Artículo 24.- La autoridad competente podrá aplicar algunas de las siguientes medidas disciplinarias, atendida la gravedad de la falta:



a) Amonestación escrita;



b) Multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales;



c) Suspensión del Registro Público, hasta por tres años, y



d) Eliminación del Registro. La eliminación en alguno de los registros, acarrea la eliminación automática en los demás.



Artículo 25.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, podrá reclamarse dentro del plazo de treinta días ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo deberá darse traslado a la autoridad que aplicó la sanción, la que tendrá un plazo de quince días para aportar los antecedentes del caso y fundamentar su decisión. Evacuado el traslado o declarada la rebeldía, se dictará sentencia dentro del plazo de quince días.

Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios



Artículo 26.- Las infracciones a esta ley por parte de funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo, que no sean parlamentarios, se regirán por las normas contenidas en los respectivos estatutos administrativos. En el caso de los parlamentarios, el Congreso Nacional determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.



Será competente para aplicar la sanción la autoridad que haya nombrado al funcionario afectado.



Artículo 27.- Si durante el curso de la investigación, el fiscal conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público. 

Párrafo 3°
De las sanciones por ejercicio ilegal de la actividad de lobby



Artículo 28.- El que ejerciere en forma profesional la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley o, de haber sido eliminado de uno de aquellos, continuare desarrollándola, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.

TÍTULO V

Disposiciones varias

 

Artículo 29.- Agrégase, en el artículo 2° de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el siguiente inciso sexto, pasando el actual sexto a ser séptimo:

 

“Una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, integrada por cuatro senadores y cuatro diputados, tendrá a su cargo el Registro Público de Lobbystas Profesionales en el que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante los miembros o funcionarios del Congreso Nacional. Dicha Comisión será la autoridad encargada del control y fiscalización de tales actividades de conformidad a ley.”.

Artículos transitorios



Artículo 1º.- El financiamiento del mayor gasto que irrogue esta ley durante el año 2004, se hará con cargo al Presupuesto de las reparticiones correspondientes, de la Ley de Presupuestos para dicha anualidad.



Artículo 2º.- Mediante decreto supremo, emanado del Ministerio de Justicia, se fijará el reglamento de esta ley. En dicho reglamento se establecerán los requisitos, exigencias e informaciones que deberán acompañar los interesados al momento de su inscripción en los registros públicos. 



Este reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días de publicada esta ley. A su vez, los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberán establecer los registros señalados en esta ley dentro de sesenta días de publicado dicho reglamento.”.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, regula a las Empresas de Auditoría Externa, y modifica estatuto de los directores de las sociedades anónimas, las normas de administración de las mismas y los estatutos de las empresas públicas, con informe de la 

Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, regula a las Empresas de Auditoría Externa, y modifica estatuto de los directores de las sociedades anónimas, las normas de administración de las mismas y los estatutos de las empresas públicas, con informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.949-05.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Hacienda deja constancia que los artículos 4º, 5º, 8º, 9º y 10 de la iniciativa de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 38 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Hacienda discutió en general y en particular este proyecto de ley, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión de 16 de agosto de 2005.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Hacienda aprobó la idea de legislar en esta materia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó una serie de modificaciones al Mensaje presentado por Su Excelencia el Presidente de la República, las que fueron acordadas por unanimidad, con excepción de algunas enmiendas que fueron aprobadas por mayoría.



En consecuencia, indica el señor Secretario General, la Comisión de Hacienda propone a la Sala la aprobación del proyecto de ley, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Normas aplicables a las Sociedades Anónimas en General

 

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones:

 

1) Incorpórase en el artículo 94, a continuación del número 12, el siguiente número 13, nuevo:

 

“13. Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.045 respecto de la información privilegiada del inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045 relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones, por parte de las Administradoras o sus directores, gerentes, ejecutivos principales, trabajadores, administradores, y sus respectivos cónyuges, pudiendo extenderse a los parientes de las personas antes mencionadas hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.”;

 

2) Elimínense en el artículo 151, los incisos primero y segundo, pasando el actual inciso final a ser primero, e incorpórese el siguiente inciso final, nuevo:

 

“Constituye infracción a esta ley la violación de cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 165 de la ley N° 18.045, efectuada por parte de una Administradora o sus directores, gerentes, ejecutivos principales, trabajadores, administradores, y los cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de aquéllos, respecto de la información privilegiada a que se refiere el inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045, relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones.”;

 

3) Sustitúyese en el artículo 152, en la primera oración del inciso final la frase “y sus cónyuges a que se refiere el primer inciso del artículo 151 y de este artículo” por “a que se refiere este artículo y las realizadas por los directores de una Administradora, sus controladores, gerentes, administradores y, en general, cualquier persona que, de acuerdo con el artículo 166 de la ley N° 18.045, posea información privilegiada respecto de las inversiones de los recursos de un Fondo, así como los cónyuges de cada uno de ellos cuando corresponda”;

 

4) Suprímense en el artículo 154, las letras c) y d), pasando las actuales letras e) a la h) a ser las letras c) a la f), respectivamente;

 

5) Reemplácese, en el inciso tercero del artículo 155, la expresión “, al sustraer de su votación los votos provenientes de aquéllas o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo” por la siguiente: “más de la mitad de los votos recibidos provengan de aquélla o de sus personas relacionadas”;

 

6) Agrégase el siguiente artículo 156 bis, nuevo:

 

“Artículo 156 bis.- Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán prestar ante notario una declaración de patrimonio en valores de oferta pública, que sólo deberá contener las inversiones, tanto nacionales como extranjeras, que posea, directamente o a través de otra persona natural o jurídica, en acciones, susceptibles de ser adquiridas con los recursos de los Fondos y en opciones u otros actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.

 

La mencionada declaración deberá presentarse ante la Superintendencia dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el director asuma el cargo o cese en el mismo.

 

El director que no presente su declaración dentro del plazo señalado anteriormente, será sancionado por la Superintendencia con multa a beneficio fiscal de cinco a quince unidades tributarias mensuales, quedando inhabilitado para el ejercicio de su cargo mientras no presente dicha declaración.

 

La Superintendencia podrá considerar dicha declaración dentro del ámbito de su competencia y para el solo ejercicio de sus facultades de fiscalización. Esta declaración de patrimonio tendrá carácter reservado y sólo podrá ser entregada por la Superintendencia a requerimiento de los tribunales de justicia o de la Superintendencia de Valores y Seguros en las investigaciones que ésta sustancie dentro de su competencia.

 

La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, el procedimiento conforme al cual deberá darse cumplimiento a las disposiciones de este artículo.”;

 

7) Intercálase en el artículo 158, entre la expresión “y a la presente ley” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que correspondan”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:



1) Agrégase en el segundo inciso del artículo 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:



“Todo director, gerente general, gerente, ejecutivo principal o liquidador que tenga noticia de un hecho que pudiera revestir el carácter de hecho esencial deberá comunicarlo inmediatamente al presidente del directorio, siendo responsable de los perjuicios que causare la demora injustificada, sin perjuicio de las sanciones pertinentes.”;

 

2) Reemplácese el actual artículo 12, por el siguiente:

 

“Art. 12. Las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad cuyas acciones se encuentren inscritas en el Registro de Valores, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, y los directores, gerentes generales, gerentes, ejecutivos principales y liquidadores, en su caso, de dichas sociedades cualesquiera sea el número de acciones que posean, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga valores registrados para su cotización, de su intención firme de adquirir o enajenar, directa o indirectamente, acciones de la sociedad correspondiente. Esta divulgación de información deberá hacerse al menos en forma simultánea a la orden de intermediación y deberá contener el número estimado de acciones, el rango de precio y el período de vigencia de dicha orden.

 

Asimismo, las personas mencionadas en el inciso anterior deberán informar de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, de acciones que efectúen de dicha sociedad, dentro de los dos días hábiles bursátiles siguientes al de la transacción o transacciones respectivas. Adicionalmente, los accionistas mayoritarios deberán informar en la comunicación que ordena este inciso si las adquisiciones que han realizado obedecen a la intención de adquirir el control de la sociedad o, en su caso, si dicha adquisición sólo tiene el carácter de inversión financiera.

 

Las obligaciones anteriores serán también aplicables respecto de aquellos actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.”;



3) Intercálase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:



“Artículo 12 bis.- Todo director, gerente general, gerente, ejecutivo principal o liquidador de una sociedad anónima abierta que haga oferta pública de sus acciones, deberá informar a la Superintendencia, tanto al momento de asumir el cargo como a su cese en el mismo, las inversiones que posea, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, en acciones de la compañía, opciones u otros actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones. Esta información tendrá carácter reservado.”;

 

4) Reemplázase el inciso segundo, del artículo 68 por el siguiente:

 

“Se entenderá por ejecutivo principal de una entidad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, cualquier persona que tenga la capacidad de determinar la conducción superior de los negocios, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad.”;

 

5) Intercálase en la letra c) del artículo 100, entre las palabras “gerentes,” y “administradores o liquidadores”, la expresión “ejecutivos principales,”;

 

6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 164, por el siguiente, nuevo:

 

“También se entenderá por información privilegiada la referida a las decisiones de inversión de un inversionista institucional sobre valores, en forma directa o por medio de actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.”;

 

7) Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma:

 

a) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo, por el siguiente, nuevo:



“El que posea información privilegiada deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla o valerse de ella en beneficio propio o ajeno. Asimismo, se le prohíbe recomendar la adquisición o enajenación de los valores correspondientes o cualquier tipo de operación relacionada con dichos valores.”;

 

b) Reemplázase en el inciso final, la palabra “segundo” por “primero”;

 

8) Reemplázase el artículo 166, por el siguiente, nuevo:

 

“Artículo 166.- Se presume que poseen información privilegiada, las siguientes personas:

 

a) Los directores, gerentes, ejecutivos principales, administradores y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;



b) Los controladores del emisor o del inversionista institucional, en su caso, o sus representantes;

 

c) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, asesores financieros u operadores, de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo de artículo 164. Asimismo, quienes trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores o liquidadores del inversionista institucional, en la medida en que puedan tener acceso directo al hecho objeto de la información;

 

d) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso, que conduzcan o participen de la auditoría externa correspondiente y sus socios principales;

 

e) Los socios, los miembros de un consejo de clasificación, los ejecutivos principales y los dependientes de las sociedades clasificadoras de riesgo, que conduzcan o participen en una clasificación de valores del emisor o de este último;

 

f) Las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor, en la medida en que la naturaleza de los servicios prestados les permita tener acceso al hecho objeto de la información, y

 

g) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley.”;

 

9) Incorpórase el siguiente Título XXVIII, nuevo, a continuación del actual artículo 238:

“Título XXVIII

De las Empresas de Auditoría Externa

 

Artículo 239.- Para los efectos de esta ley las empresas de auditoría externa son sociedades que prestan servicios de examen y análisis respecto del control interno, la contabilidad y los estados financieros de una sociedad anónima abierta, por designación de la junta de accionistas, o de otras entidades por exigencia de la ley, y que realizan las demás tareas que les encomiende la Superintendencia conforme a sus facultades legales.

 

A estos efectos, se entenderá por “servicios de auditoría externa” o “auditoría externa” los indicados precedentemente. Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con el presente Título.

 

Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios siempre que ella, los socios principales que suscriban el informe de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría externa y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio respecto de la entidad auditada.

 

Artículo 240.- Las empresas de auditoría externa, en lo referido a los servicios de auditoría externa, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia y sólo podrán prestarlos cuando se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia, en adelante el “Registro”.

 

La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna.

 

Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría, política de confidencialidad interna, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, política de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa, y los demás elementos que garanticen la independencia de juicio e idoneidad técnica que se precisarán en una norma de carácter general que al respecto dictará la Superintendencia.

 

La inscripción de una empresa de auditoría externa podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo máximo de un año, cuando la Superintendencia, mediante resolución fundada y previa audiencia del afectado, así lo resuelva por haber incurrido la empresa de auditoría externa en algunas de las siguientes causales:

 

a) Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar la situación, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;

 

b) Incurrir en infracciones graves a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;

 

c) Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;

 

d) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;

 

e) Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos; 

 

f) Haber incurrido la empresa auditora en incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 241 de esta ley, y mantenerse dicha situación por espacio de 90 días; y

 

g) Encontrase un socio principal en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 242 y mantenerse en ella por más de noventa días.

 

Artículo 241.- A lo menos el 60% del capital de las empresas de auditoría externa deberá pertenecer a los socios principales.

 

Sólo tendrán esta calidad quienes sean persona natural y tengan calificación técnica para la conducción de los servicios de auditoría.

 

Artículo 242.- No podrá ser socio principal:

 

a) El que se encuentre afecto a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la Ley Nº 18.046 y los que sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones;

 

b) El que haya sido grave y reiteradamente sancionado por la Superintendencia de conformidad al número 3 del artículo 27 o al número 3 del artículo 28 del Decreto Ley Nº 3.538, de 1980, o al número 5 del artículo 44 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, del año 1931; o el artículo 59 de esta Ley, o quien haya sido sancionado con similares sanciones administrativas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, o el que hubiere sido sancionado en virtud del artículo 134 de la ley N° 18.046 o el que, al tiempo de ejecutarse los hechos que dieron origen a las sanciones previstas precedentemente, era administrador de las personas jurídicas sancionadas o poseía, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, el 10% o más de su capital; 

 

c) El administrador de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.

 

Artículo 243.- Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento de su reglamento interno. Con todo, no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma entidad, servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:

 

a) Auditoría interna;

 

b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;

 

c) Teneduría de libros;

 

d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;

 

e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de oferta pública de valores;

 

f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos; y

 

g) Patrocinio o representación de la entidad auditada en cualquier tipo de procedimiento judicial o arbitral o en cualquier gestión de carácter administrativo.

 

Artículo 244.- Se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales:

 

a) Las relacionadas con la entidad auditada;

 

b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la entidad auditada o a cualquier otra de su grupo empresarial;

 

c) Las que posean valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía, como asimismo las que posean los demás socios principales de la empresa de auditoría externa respectiva;

 

d) Los trabajadores de un intermediario de valores con contrato vigente de colocación de títulos de la entidad auditada y las personas relacionadas de aquél; y 

 

e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley.

 

Artículo 245.- Se entenderá que una empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una entidad auditada en los siguientes casos:

 

a) Si tiene, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, una significativa relación contractual o crediticia activa o pasiva con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley;

 

b) Si, en forma directa o a través de otras personas, posee valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial;

 

c) Si el 15% o más de sus ingresos anuales totales, por cualquier concepto, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la entidad auditada. Tratándose de empresas del Estado o aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aportes de capital mayores o iguales al 50%, si el 15% o más de sus ingresos anuales totales provienen de la misma empresa o si el 50% de sus ingresos anuales totales provienen de empresas públicas. Esta causal de falta de independencia será aplicable a contar del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia; o

 

d) Haber prestado alguno de los servicios indicados en las letras d) y e) del artículo 243 durante los 180 días previos a la fecha de su designación por la junta de accionistas para la prestación de los servicios de auditoría externa.

 

Artículo 246.- En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar de ello al directorio o al órgano de administración de la entidad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en las siguientes circunstancias:

 

a) En los casos del artículo 244 y de las letras a) y b) del artículo 245, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada;

 

b) En caso que sobrevenga la causal de falta de independencia de la letra c) del artículo 245, la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios relacionados al ejercicio para el que hubiere sido elegida.

 

Artículo 247.- A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su informe profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aplicación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Esta función implica, entre otras actividades, las siguientes:

 

a) Verificar si las operaciones realizadas por la entidad auditada están reflejadas razonablemente en su contabilidad y estados financieros;

 

b) Cerciorarse que los estados financieros de la sociedad auditada se hayan preparado de acuerdo a los principios de contabilidad generalmente aceptados y a las normas dictadas por las autoridades fiscalizadoras competentes;

 

c) Señalar a la administración de la sociedad auditada las deficiencias que se detecten durante el desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistema administrativo y de auditoría interna, y

 

d) Comunicar a los organismos supervisores pertinentes cualquier deficiencia grave y no solucionada por la administración de la sociedad que pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la entidad auditada.

 

Artículo 248.- Sólo para los fines de la auditoría externa, la entidad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la entidad y de sus filiales, en su caso. La obtención de información podrá incluir la entrevista a los miembros del directorio, gerente general, gerentes y ejecutivos principales, lo que será solicitado a través del gerente general. La revisión de la documentación e información social por el personal designado a tal efecto podrá realizarse en las oficinas de la entidad auditada en cualquier momento, pero de manera de no afectar la gestión social.

 

En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.

 

Artículo 249.- Toda opinión, certificación, informe o dictamen debe fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad del examen y proporcionen elementos de juicio válidos y suficientes y su contenido deberá ser veraz, completo y expresado en forma clara, precisa y objetiva. 

 

La empresa de auditoría externa deberá mantener por, a lo menos, seis años desde la fecha de la respectiva opinión, certificación, informe o dictamen, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su emisión. La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general, estableciendo medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes y podrá autorizar la eliminación de parte de ese archivo antes de ese plazo o exigir que determinados documentos se guarden por plazos mayores. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.

 

El informe de auditoría externa deberá ser suscrito por la persona que condujo la auditoría externa y por, a lo menos, un socio principal con domicilio y residencia en Chile. Los socios principales firmantes deberán firmar por sí o por medio de representante especialmente facultado para ello y no podrán suscribir más de cinco informes consecutivos respecto de los estados financieros anuales de un mismo auditado.

 

Artículo 250.- Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en la conducción de dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.

 

La empresa de auditoría externa, las personas que hubieren dirigido la auditoría externa y los que suscriban los informes de auditoría responderán solidariamente de los perjuicios causados a terceros.

 

Artículo 251.- La facultad para designar o revocar a la empresa de auditoría externa radica en la junta de accionistas, la que, en caso de no aceptar la propuesta presentada por el directorio podrá delegar la designación de la empresa de auditoría externa en éste, indicándole las condiciones de la designación.

 

Toda revocación deberá ser informada por la sociedad con el carácter de hecho esencial.

 

Con todo, tras cinco ejercicios consecutivos auditados por la misma empresa de auditoría externa, cada cinco años dicha empresa sólo podrá ser reelegida con el voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto en la junta de accionistas.”.

 

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:

 

1) Modifícase el artículo 29, reemplazando la frase “artículo 73” por la frase “artículo 76”;

 

2) Agrégase al artículo 30 el siguiente inciso segundo, nuevo:

 

“En particular, el controlador de una sociedad anónima abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad y de los demás accionistas.”;

 

3) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente, nuevo:

 

“Artículo 31.- La administración de la sociedad anónima la ejerce un directorio elegido por la junta de accionistas.

 

Los estatutos de las sociedades anónimas deberán establecer un número invariable de directores, salvo lo establecido en el inciso cuarto de este artículo. La renovación del directorio será total y se efectuará al final de su período, el que no podrá exceder de tres años. Los directores podrán ser reelegidos indefinidamente en sus funciones. A falta de disposición expresa de los estatutos, se entenderá que el directorio se renovará cada año.

 

El directorio de las sociedades anónimas cerradas no podrá estar integrado por menos de tres directores y el de las sociedades anónimas abiertas, por menos de cinco. Salvo disposición contraria de los estatutos, se estará a estos mínimos.

 

Tratándose de una sociedad anónima abierta obligada a constituir el comité a que se refiere el artículo 50 bis, el número mínimo de directores no podrá ser inferior a siete si contare al menos con dos directores independientes o inferior a once si no contare con ellos.”;

 

4) Intercálase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

 

“Artículo 31 bis.- Con todo, las empresas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 31 podrán fijar un número de directores inferior a once e igual o superior a siete, sin contar con dos directores independientes, con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro. Esta decisión deberá ser tomada en junta extraordinaria de accionistas y será comunicada como hecho esencial.

 

Las sociedades anónimas que se abran por primera vez a bolsa podrán excluirse de la obligación de mantener dos directores independientes o de disminuir el número de directores otorgando derecho a retiro, siempre que lo informen claramente en los prospectos y folletos informativos que utilicen para la difusión y propaganda de la emisión de sus valores.

 

Las sociedades anónimas referidas en los incisos anteriores de este artículo deberán ratificar el número de directores anualmente en junta de accionistas con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. En caso de ratificarse el número de directores, los accionistas disidentes no podrán ejercer derecho a retiro.”;

 

5) Reemplázase el artículo 36, por el siguiente:

 

“Artículo 36.- Además de los casos mencionados en el artículo anterior, no podrán ser directores de una sociedad anónima abierta o de sus filiales:

 

1) Los senadores, diputados y alcaldes;

 

2) Los ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales, y embajadores;

 

3) Los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos;

 

4) Los funcionarios de la Superintendencia de Valores y Seguros, y

 

5) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, salvo en las bolsas de valores.”

 

6) Intercálase en el numeral 3), del artículo 42 la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo” entre las expresiones “auditores” y “, a rendir cuentas irregulares”.”;

 

7) Agrégase al artículo 43, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la ley N° 18.045.”;

 

8) Reemplázase el actual artículo 44 por el siguiente, nuevo:

 

“Artículo 44.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.

 

El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. Si el directorio resolviere que no es posible determinar las condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, también con la abstención del director con interés, podrá aprobar o rechazar la operación. En el acta de la sesión de directorio correspondiente deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.

 

Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital; o el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director ha resultado electo con los votos determinantes de aquél o aquéllos.

 

Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.

 

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad.

 

Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas o si se trata de operaciones entre matriz y filial.”;

 

9) Agrégase al artículo 47 un inciso final, nuevo, con el siguiente texto:

 

“Los medios tecnológicos autorizados por la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades sometidas a su fiscalización podrán ser también aplicables a las sociedades anónimas cerradas.”;

 

10) Agrégase al artículo 48 el siguiente inciso cuarto, nuevo:

 

“La unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento que contenga el acuerdo suscrito.”;

 

11) Modifícase el artículo 50 bis, de la siguiente forma:

 

a) Modifícase el actual inciso tercero, de la siguiente forma:

 

i) Elimínanse en el numeral 1), las expresiones “inspectores de cuentas y” y “, según corresponda” y agréguese, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

 

“Asimismo deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente y las observaciones sobre los mecanismos de control interno formuladas por la empresa de auditoría externa.”.

 

ii) Reemplázase el numeral 2), por el siguiente:

 

“2) Proponer al directorio una o más empresas de auditoría externa y clasificadores privados de riesgo, en su caso, que podrán sugerirse a la junta de accionistas para su designación, y proponer al directorio la política de auditoría externa a la que se refiere el artículo 53 de esta ley.”

 

iii) Modifícase el numeral 3), de la siguiente forma: 

 

iii.a) Reemplácense las palabras “a que se refieren los artículos 44 y 89” por las siguientes “a que se refiere el Título XVI” 

 

iii.b) Agregáse al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

 

“Proponer al directorio la política de divulgación de aquellos actos o contratos que estime que deberían informarse o recogerse en las notas que acompañan a los estados financieros por ser operaciones de la sociedad con una parte relacionada o con una parte que tiene con la sociedad notorios vínculos comerciales, financieros, crediticios o de otra índole;”

 

iv) Intercálase el siguiente numeral 5), nuevo, pasando el actual numeral 5), a ser numeral 6):

 

“5) Proponer al directorio un listado de activos que podrá ser presentado a la junta de accionistas para los efectos del numeral 4), del artículo 56.”.

 

b) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:

 

“Se entenderá que un director es independiente cuando reúna los siguientes requisitos:

 

a) que al menos la mitad de los votos que recibió no provengan del controlador o de sus personas relacionadas, y

 

b) que no haya prestado servicios remunerados, directamente o a través de una persona jurídica en la cual posea una participación mayoritaria, al controlador o a alguna de sus empresas relacionadas en los últimos dos años. Para estos efectos, se entenderá que no constituyen remuneración la dieta percibida en calidad de director del controlador o de sus empresas relacionadas, cuando hubiere sido elegido cumpliendo el requisito establecido en la letra a) ni la dieta percibida en calidad de director de una sociedad filial de aquel o aquellas.”.

 

c) Reemplázase el inciso décimo, por el siguiente: “Las actividades, informes, propuestas al directorio y gastos del comité serán presentados a los accionistas en la memoria anual. Asimismo, las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.”.”;

 

12) Reemplázanse los artículos 51, 52 y 53 por los siguientes, nuevos:

 

“Artículo 51.- A menos que sus estatutos establezcan la designación de uno o varios inspectores de cuentas, la junta de accionistas de las sociedades anónimas cerradas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa o a un inspector de cuentas para que examine la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros, debiendo informar por escrito a la próxima junta de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato.

 

Artículo 52.- La junta ordinaria de accionistas de las sociedades anónimas abiertas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa para que preste los servicios de auditoría externa señalados en la ley N° 18.045 e informe por escrito a la próxima junta ordinaria de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato.

 

Al menos uno de los socios principales de la empresa de auditoría externa que hubiere suscrito el informe de auditoría deberá, por sí o por medio de mandatario, concurrir a toda junta general de accionistas que tenga por objeto el examen de dicho informe. El socio principal o su mandatario deberán responder las consultas que se le formulen respecto de su informe y respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones, que sean pertinentes. La Superintendencia podrá establecer, por norma de carácter general, reglas que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones. 

 

El informe de auditoría será incorporado en la memoria y se publicará en extracto junto con los estados financieros, de acuerdo a lo previsto en el artículo 76 de esta Ley.

 

Adicionalmente, la empresa de auditoría externa elaborará un informe en el que se referirá en forma detallada, a lo menos, a las siguientes materias:

 

1) Relación y descripción de las actividades de auditoría externa realizadas durante el ejercicio;

 

2) Indicación de haber cumplido los requisitos de independencia de juicio establecidos en la ley N° 18.045 en su caso;

 

3) Observaciones relativas al control interno de la sociedad auditada, a la preparación de sus estados financieros de acuerdo a los principios contables y a las normas de auditoría generalmente aceptadas, y al cumplimiento de las normas de carácter general e instrucciones dictadas por la Superintendencia referidas a los estados financieros; y

 

4) Cuenta de los pagos recibidos por la empresa de auditoría externa, directa o indirectamente, de la sociedad auditada o del grupo empresarial al que pertenezca, distinguiendo aquéllos percibidos exclusivamente por el servicio de auditoría externa.

 

El informe al que se refiere el inciso anterior quedará a disposición de los accionistas para su examen durante los 15 días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas.

 

Artículo 53.- El directorio de la sociedad anónima abierta deberá establecer las normas internas necesarias para que la auditoría externa se desarrolle según lo señalado en la ley, incluyendo especialmente los términos y condiciones en que se podrá contratar a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios distintos de la auditoría externa y los procedimientos para solucionar eventuales casos de falta de independencia de juicio de aquella. En la junta de accionistas convocada para designar a la empresa de auditoría externa, y previo a su designación, el presidente del directorio deberá dar a conocer a la asamblea la política de contratación de la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios distintos de la auditoría externa o cualquier cambio efectuado a la misma durante el ejercicio anterior.”.”;



13) Intercálase, en el artículo 56, el siguiente número 4), nuevo, sustituyéndose la coma (,) y la conjunción “y” del número 3) por un punto y coma (;), y pasando el actual número 4) a ser número 5):

 

“4) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales, así como la desafectación de cualquier activo esencial de su calidad de tal. La lista de los activos designados deberá estar a disposición de los accionistas y, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, del público en general, y”;



14) Reemplázase el número 4) del artículo 57, por el siguiente:

 

“4) Las enajenaciones a que se refiere el número 9 del artículo 67 de esta ley;”;

 

15) Modifícase el artículo 67 de la siguiente forma:

 

a) Reemplázase en el número 9), la palabra “se” a continuación de la frase “Para estos efectos”, por la frase “, los activos de una sociedad filial serán considerados como parte del activo de la sociedad matriz. Se”.

 

b) Agrégase en el inciso final, después de la palabra “modificación”, la expresión “, prórroga”;

 

16) Modificase el artículo 69 de la siguiente forma:

 

a) Reemplázase el número 3) por el siguiente:

 

“3) Las enajenaciones a que se refiere el N° 9) del artículo 67;”.

 

b) En el numeral 5), agregase después de la palabra “aumento”, la expresión “, prórroga”.”;



17) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:

 

“Artículo 89.- Cuando la matriz o la coligante, en su caso, fuere una sociedad anónima cerrada, las operaciones entre las sociedades coligadas, entre la matriz y sus filiales o las de estas últimas entre sí, o con las coligadas, deberán observar condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. Los administradores de una y otras serán responsables de las pérdidas o perjuicios que pudieren causar a la sociedad que administren por operaciones hechas con infracción a este artículo.”;

 

18) Intercálase a continuación del artículo 137, el siguiente artículo 137 bis:

 

“Artículo 137 bis.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas los documentos, información y comunicaciones que establece esta ley.”;

 

19) Intercálase el siguiente Título XVI, nuevo, pasando el actual Título XVI a ser XVII.

“Título XVI

De las Operaciones con Partes Relacionadas en las Sociedades Anónimas Abiertas y sus Filiales

 

Artículo 146.- Los actos jurídicos que se indican a continuación constituyen operaciones con una parte relacionada de una sociedad anónima abierta:

 

1) Aquéllos con personas relacionadas;

 

2) Aquéllos en los que la contraparte eligió a uno o más directores de la sociedad. Para este efecto se entenderá que un director ha sido elegido por una persona si al sustraer de los votos de ésta y sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo;

 

3) Aquéllos en los que la contraparte es una persona respecto de la cual un director, gerente, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive, es su controlador o su director, ejecutivo principal, administrador o liquidador; y

 

4) Los demás que se establezcan en los estatutos de la sociedad.

 

Artículo 147.- Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar una operación con partes relacionadas cumpliendo con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:

 

1) La operación deberá contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación; 

 

2) El director, gerente, ejecutivo principal o liquidador que participe en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de las referidas en el artículo 146, deberá informar de ello al presidente del directorio dentro de los tres días siguientes. El que incumpla esta obligación será solidariamente responsable de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad;

 

3) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados así como de aquellos que dentro del plazo de 180 días anteriores a la fecha de la aprobación hubieran estado afectos a la misma relación, debiendo dejarse constancia en el acta de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron los directores.

 

Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas. 

 

4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.

 

Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para mejor resolver en la junta. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un segundo evaluador independiente en los casos en que no estuvieren de acuerdo con la elección del evaluador independiente que designó el directorio.

 

En su informe, el o los evaluadores independientes deberán pronunciarse acerca de las condiciones de la operación. Dichos informes serán puestos a disposición de los accionistas y del directorio al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en la forma que determine la Superintendencia, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial.

 

Asimismo, cada director de la sociedad deberá pronunciarse, en un plazo no mayor a 5 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores, acerca de la conveniencia de la operación. Las opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. Las opiniones de los directores deberán referirse a la conveniencia de la operación, a los informes de los peritos y deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación.

 

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación pero, sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de pedir el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.

 

No obstante, las siguientes operaciones quedarán excluidas de los números 2, 3 y 4 del procedimiento establecido en este artículo:

 

a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.  Se presume que constituyen una sola operación todas las que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos en los que exista identidad de partes y objeto;

 

b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración a su objeto. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y en cada junta ordinaria de accionistas, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda, y 

 

c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad anónima abierta posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad.

 

Artículo 148.- Ningún accionista de una sociedad anónima abierta, ni sus personas relacionadas, podrán utilizar indebidamente para sí las oportunidades comerciales de la sociedad.

 

Para efectos de este artículo, se entenderá por oportunidad comercial toda oferta dirigida a la sociedad para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de sus negocios, que no fuere simultáneamente formulada a uno o más accionistas.

 

Las personas del inciso primero podrán utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad cuando el directorio de la sociedad anónima abierta la haya desechado previamente por acuerdo fundado adoptado con la abstención del director vinculado al accionista o a su persona relacionada, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial sin que ésta se hubiere llevado a cabo por la sociedad. Se presume de derecho que un director está vinculado a un accionista si, al sustraer de los votos con que fue elegido, los votos provenientes del accionista en cuestión y los de las personas relacionadas a éste, dicho director no hubiese resultado electo.

 

Los acuerdos para prescindir de oportunidades comerciales serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas.

 

Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso a la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.

 

Artículo 149.- Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a las sociedades anónimas abiertas como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.”.

 

Artículo 3° bis- En el inciso cuarto del artículo 14 bis del decreto N° 1.019, de 1979, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 1.328, de 1976, sobre Administración de Fondos Mutuos, reemplázase la oración “al sustraer de su votación los votos provenientes de aquél o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo” por la siguiente: “más de la mitad de los votos recibidos provengan de aquél o de sus personas relacionadas”.

TÍTULO II

NORMAS APLICABLES A LAS EMPRESAS PÚBLICAS

Párrafo 1º.

Del Consejo Superior de Empresas Públicas

 

Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior de Empresas Públicas, en adelante “Consejo SEP”, como servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda.

 

Su objeto será representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutos, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas, contractuales mineras o de responsabilidad limitada; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en esta ley.

 

Con todo, la facultad de representación a que se refiere el inciso anterior no incluirá la de percibir excedentes, dividendos, utilidades, retiros de capital u otros beneficios económicos, como tampoco la de disponer de las acciones en que se divide el capital en las sociedades anónimas y/o derechos sociales en la propiedad de las sociedades de personas.

 

En el cumplimiento de su objeto el Consejo SEP velará por lograr una gestión eficiente y eficaz de las empresas y sociedades, orientada al cumplimiento de las finalidades previstas y a la creación de flujos que sustenten su operación, así como a la generación de excedentes o utilidades y al incremento de su valor económico. 

 

Corresponderá también al Consejo SEP, con participación de los Ministerios a través de los cuales las empresas y sociedades a que se refiere el inciso segundo se relacionan o dependen del Ejecutivo, ser la instancia de análisis y discusión de los planes y orientaciones estratégicas de dichas empresas y sociedades asociadas al desarrollo de políticas públicas. En este análisis y discusión, el Consejo SEP podrá requerir la participación de los servicios públicos que estime conveniente. Ello sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores y en el inciso quinto del artículo 33 de la presente ley y de las responsabilidades que normalmente corresponden al ejercicio del cargo de Ministro de Estado respecto de sus funciones específicas.

 

Las disposiciones de este título no se aplicarán al Banco del Estado de Chile, a Televisión Nacional de Chile y a aquellas empresas del Estado que dependen o se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, a menos que se las mencione expresamente y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 29°, 31°, 32°, 34°, 36 y 3° transitorio de esta ley.

Párrafo 2º

El Consejo

 

Artículo 5°.- El Consejo es un órgano colegiado, integrado por:

 

a) Un consejero nombrado por el Ministro de Hacienda, el que tendrá la calidad de Presidente.

 

b) Un consejero nombrado por el Ministro de Defensa.

 

c) Un consejero nombrado por el Ministro de Minería.

 

d) Un consejero nombrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

 

e) Un consejero nombrado por el Presidente del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción.

 

f) Cuatro consejeros independientes.

 

Para desempeñarse como consejero, se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años.

 

Los consejeros se encontrarán sujetos a las normas de probidad administrativa a que se refieren los artículos 52°, 53°, 57°, 58°, 59° y 62° del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. La función de consejero no será delegable.

 

El cargo de consejero será incompatible con la calidad de gerente o ejecutivo principal de las empresas o sociedades a las que se refiere el artículo 4° del presente título, incompatibilidad que se mantendrá hasta seis meses después de haber cesado en el cargo de consejero. En caso de que el consejero sea accionista de dichas entidades, deberá declararlo e inhabilitarse cuando se traten o resuelvan materias atingentes a ellas.

 

Además, el cargo de consejero será incompatible con el ejercicio de cargos o funciones unipersonales en los órganos de dirección en partidos políticos.



El Consejo podrá sesionar con la asistencia de, a lo menos, 6 de sus miembros. En ausencia del Presidente presidirá uno de los consejeros que no tenga la calidad de independiente.

 

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

 

Artículo 6°.- El Presidente del Consejo SEP deberá desempeñarse con dedicación exclusiva y estará sujeto a las prohibiciones e incompatibilidades establecidas en el artículo 1° de la ley N° 19.863, y le será aplicable lo dispuesto en el artículo 8° de dicha ley.

 

Corresponderá al Presidente cumplir y hacer cumplir las funciones, atribuciones, acuerdos e instrucciones del Consejo SEP, proponer a éste el programa anual de trabajo, ejercer las labores de supervigilancia y cumplimiento de funciones por parte de la Secretaría Técnica a que se refiere este título e intervenir en las demás materias que le correspondan conforme al presente título o que le señale el Consejo SEP.



Artículo 7°.- Las remuneraciones de los consejeros, y de su Presidente, considerando en este último caso su dedicación exclusiva al cargo, serán fijadas por el Presidente de la República por un plazo no superior a tres años.

 

Con tal objeto, el Presidente de la República designará en su oportunidad, una comisión integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos, la cual formulará una propuesta de remuneraciones sobre la base de aquellas que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Ninguno de los integrantes de la comisión podrá encontrarse ejerciendo el cargo de consejero del Consejo SEP, ni de director en las empresas a que se refiere este título.

 

Artículo 8°.- Son funciones del Consejo SEP, respecto de las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que sean mencionadas expresamente, las que conforme a la ley N° 18.046 correspondan, en lo compatible con su naturaleza y sus cuerpos legales, a los accionistas y a las juntas de accionistas y, en especial, las que se disponen en los artículos de dicha ley que se señalan a continuación:

 

a) Fijar las remuneraciones de los directores de las empresas y sus filiales por su participación en sesiones, comisiones o comités, conforme a lo señalado en los artículos 33 y 50 bis, ambos de la ley N°18.046. Dichas remuneraciones podrán incluir un componente asociado al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño. 

 

b) Designar auditores externos independientes, conforme a lo señalado en el artículo 52 de la ley N° 18.046.

 

c) Nombrar a los directores conforme a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo 56 de la ley N° 18.046, con las excepciones de aquellos que, conforme a las leyes orgánicas de las respectivas empresas, lo sean en representación de los trabajadores o designados por el Presidente de la República. No obstante lo anterior, al directorio de las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, el Consejo SEP podrá delegarle el nombramiento o elección de los directores de sus sociedades filiales o coligadas.

 

d) Designar 2 directores independientes, cuando corresponda, para desempeñar, entre otras, las funciones a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046, de acuerdo al mecanismo de selección que establece el artículo 13 del presente título.

 

e) Nombrar directores suplentes, cuando el Consejo SEP lo estime necesario, los que reemplazarán a los titulares y se regirán por lo dispuesto en los estatutos de las empresas y en el inciso primero del artículo 32 de la ley N°18.046. Los suplentes de directores independientes serán nombrados de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 13 del presente título, salvo que el Consejo SEP designe como suplentes de dichos directores a aquellos que sean directores independientes suplentes de otras empresas.

 

f) Revocar total o parcialmente a los directores cuyo nombramiento le corresponde. Para la revocación de los directores independientes se requerirá el voto favorable de la mayoría del Consejo, debiendo contar en este caso  con informe favorable del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de esta ley.

 

g) Aceptar la renuncia de los directores de su nombramiento.

 

h) Examinar la memoria, estados financieros, inventario, actas, libros, los informes de los auditores externos y los informes o propuestas del comité de directores, conforme a lo dispuesto en el artículo 54 de la ley N° 18.046.

 

i) Examinar la situación de la sociedad, los informes de los inspectores de cuenta y auditores externos, y aprobar o rechazar la memoria, el balance, los estados y demostraciones financieras, conforme a lo señalado en los artículos 56, número 1) y 77, ambos de la ley N° 18.046, y demás normas complementarias.

 

j) Tomar conocimiento o aprobar, según corresponda, de las operaciones con partes relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 146 y 147, ambos de la ley N° 18.046, así como conocer los informes de los evaluadores independientes a que se refiere dicha normativa.

 

Para efectos de la aplicación de las normas relativas a operaciones con partes relacionadas, no se considerarán partes relacionadas las empresas a que se refiere el presente artículo, las sociedades señaladas en el artículo 9º de este título y los órganos y servicios públicos, salvo aquellas sociedades en que exista participación privada en el capital social. 

 

Con todo, estas operaciones deberán contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su ejecución, debiendo ser informadas al Consejo SEP aquellas operaciones que tengan el carácter de no habituales, de acuerdo con la política de divulgación de información que determine el directorio, o que sean significativas por su monto, en ambos casos según lo establecido en el artículo 147 de la ley 18.046, en la forma y oportunidad que el Consejo SEP determine.

 

k) Requerir de las empresas toda información suficiente, fidedigna y oportuna que sea necesaria para el fiel cumplimiento de las funciones del Consejo SEP, de acuerdo a lo señalado en el artículo 46 de la ley N° 18.046.

 

l) Aprobar el presupuesto de gastos de funcionamiento del comité de directores a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N° 18.046.

 

m) Designar a los clasificadores privados de riesgo, cuando corresponda.

 

n) Aprobar la designación de los activos esenciales de la empresa y sus filiales.

 

ñ) Fijar los procedimientos para la convocatoria a reunión a efectos de tratar las materias a que se refiere este artículo, así como cualquier otra materia de interés de la empresa. Dichos procedimientos deberán recoger, en lo que resulte pertinente y concordante con el objeto señalado en el artículo 4º de este título, las disposiciones de la ley 18.046 que regulan las juntas de accionistas. 

 

Artículo 9°.- Son funciones del Consejo SEP respecto de las sociedades anónimas y demás sociedades, cualquiera sea su naturaleza o forma asociativa, en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan participación en su capital, con excepción de las señaladas en el artículo anterior, las siguientes:

 

a) Representar por el sólo ministerio de la ley al Fisco, sus instituciones o empresas, en el ejercicio de las acciones o derechos que le correspondan a los accionistas o socios, en la administración de la sociedad, conforme a la ley de sociedades anónimas y al pacto social, debiendo designar al efecto representantes en las juntas de accionistas o en el órgano que haga sus veces, según corresponda.

 

b) Informar periódicamente a los propietarios de las acciones y derechos que representa sobre la gestión que le ha correspondido en las sociedades y demás información que estime procedente.

 

Artículo 10.- Corresponderán, además, al Consejo SEP las siguientes funciones:

 

a) Entregar una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas a la Comisión Especial de Presupuestos a que se refiere el artículo 19 de la ley N° 18.918, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro de la segunda quincena del mes de mayo de cada año.

 

b) Enviar a las comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

 

c) Celebrar convenios de programación con todas las empresas o sociedades a que se refiere este título que reciban transferencias incluidas en la ley de presupuestos o se les haya otorgado la garantía del Estado a sus operaciones de endeudamiento, como requisito previo para su obtención, en los términos establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.847, y ejercer las funciones y atribuciones que dicha disposición legal le otorga al comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. 

 

El incumplimiento de los Convenios de Programación, previa calificación del Consejo SEP, será causal de revocación del directorio de acuerdo a lo señalado en la letra f) del artículo 8° del presente título.

 

d) Analizar e informar de los planes desarrollo o de similar naturaleza dispuesto por las leyes de las empresas, de los planes de negocios, y de aquellos planes estratégicos que el Ministerio de Hacienda le solicite para el cumplimiento de sus propias funciones respecto de las empresas o sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título. 

 

e) Analizar e informar de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y sociedades, que le requiera el Ministerio de Hacienda en conformidad con lo dispuesto en el artículo 34° de este título.

 

f) Asesorar a los Ministerios que lo requieran respecto de materias específicas sectoriales relacionadas con las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, conforme a lo que dispongan las respectivas leyes orgánicas.

 

Artículo 11.- El Consejo SEP sólo podrá designar o proponer como director en las empresas o sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las personas que a lo menos cumplan los siguientes requisitos:

 

a) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras;

 

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o haber desempeñado, por un período no inferior a cinco años continuos o no, un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas, y

 

c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo  al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.

 

A su vez, el Consejo SEP no podrá designar o proponer como directores en las empresas y sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las siguientes personas:

 

a) Los concejales y los miembros de los consejos regionales;

 

b) Las personas que desempeñen los cargos de presidente, vicepresidente, secretario general, o tesorero en las directivas centrales, regionales, provinciales, distritales o comunales de los partidos políticos, y de las organizaciones gremiales y sindicales salvo en los casos contemplados en la ley; 

 

c) Los candidatos a alcalde, concejal, o a parlamentario por la zona donde opera la empresa, desde la declaración de las candidaturas y hasta 6 meses después de la respectiva elección.

 

Se considerará como causal de inhabilidad de un director el que adquiera alguna de las calidades señaladas en el inciso precedente.

 

Artículo 12.- Los cuatro consejeros independientes durarán 3 años en sus cargos, pudiendo renovarse su designación para un nuevo periodo, por una sola vez, mediante acuerdo del Consejo SEP.

 

Serán causales de cesación de los consejeros independientes las que se pasan a señalar:

 

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado

 

b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República

 

c) Incapacidad síquica o física para el desempeño de sus funciones

 

d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad, y

 

f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero

 

Serán faltas graves las calificadas como tales por, a lo menos, los tres cuartos del total de consejeros, excluido el afectado.

 

Artículo 13.- Dos de los consejeros independientes señalados en la letra f) del artículo 5°, más otro de los consejeros, designado por el Consejo SEP en sesión especialmente citada para ese efecto, constituirán un Comité de Selección que tendrá la función de realizar el proceso de selección de dos directores integrantes del directorio de las empresas del Estado creadas por ley afectas a las normas de este título, que se contemplen con carácter de independientes, para efectos de la aplicación en su caso, del artículo 50 bis de la ley N° 18.046, y para las demás funciones que le correspondan conforme a la citada ley u otras que le encomiende el directorio, entendiéndose que dichas empresas cumplen la exigencia patrimonial establecida en el artículo antes citado. Los dos consejeros independientes que constituirán el Comité de Selección serán seleccionados por el resto de los consejeros, no independientes, mediante el procedimiento que establezca el reglamento del Consejo SEP.

 

En el caso de las sociedades anónimas con participación mayoritaria del Estado, regidas por las normas del presente título, en la proposición de directores que formule el Consejo SEP a la Junta de Accionistas para elección de directorio, incluirá uno o dos candidatos elegidos de la forma indicada en el inciso precedente, según fuere necesario para constituir en la respectiva sociedad anónima el comité a que se refiere el artículo 50 bis de la Ley N°18.046, si le fuere aplicable. Lo dispuesto en este inciso también se aplicará a la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A.

 

El Comité de Selección podrá requerir de la Dirección Nacional del Servicio Civil la asistencia técnica que, en materia de selección de directores, estime necesaria. Asimismo, el Comité podrá aplicar, en lo que fuere pertinente, los procedimientos de selección para altos directivos públicos del primer nivel de jerarquía establecidos en la ley N° 19.882 y las regulaciones establecidas para estos mismos efectos por el Consejo de la Alta Dirección Pública.

 

Para los efectos de la designación de los directores a que se refiere el presente artículo, el Comité de Selección entregará al Consejo SEP, en carácter de reservado, el nombre de el o los dos candidatos seleccionados, según corresponda designar a uno o dos de ellos, debiendo el Consejo SEP proponerlos o nombrarlos según corresponda, o rechazar total o parcialmente la proposición, casos en los que deberá realizarse un nuevo concurso. 

 

Las políticas, procedimientos y requisitos para desarrollar estos concursos se incluirán en el reglamento que dicte el Consejo SEP a que se refiere el artículo 16.

 

Artículo 14.- Será inhábil para desempeñarse como consejero independiente a que se refiere la letra f) del artículo 5°, aquel que por sí, o su cónyuge, o sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad, tengan control sobre la administración o participe de la propiedad de empresas o instituciones relacionadas con procesos de selección de personal, inscritas en el registro señalado en el artículo cuadragésimo séptimo de la ley N° 19.882. 

 

Cuando participen en el proceso de selección de directores independientes personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive de un consejero integrante del comité de Selección, éste deberá comunicarlo previamente al Consejo SEP e inhabilitarse de participar en dicho proceso.

 

Artículo 15.- Para el cumplimiento de las funciones que le corresponden al Consejo SEP, las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, estarán obligadas a proporcionar la información que requiera directamente dicho Consejo o a través de la Secretaría Técnica, la cual deberá ser utilizada en forma reservada, cuando le sea proporcionada en tal calidad.

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el uso en beneficio propio o de terceros de la información reservada o privilegiada de que tengan conocimiento los consejeros por aplicación del inciso anterior, constituirá una contravención al principio de probidad establecido en dicha ley y, en consecuencia, quedarán afectos a las sanciones que correspondan de acuerdo a la ley.

 

Artículo 16.- El Consejo SEP dictará un reglamento interno para su funcionamiento, el que incluirá, entre otras materias, aquellas referidas a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo y Comités, a los procedimientos para decidir en caso de empate, a la subrogancia del Presidente del Consejo y, en general, a todas aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, incluidas las de constitución y funcionamiento de comités o comisiones especiales, para el conocimiento de determinadas materias, en especial aquellas referidas a la constitución del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de la presente ley.
 

De las deliberaciones y acuerdos del Consejo y de sus comisiones o comités, se dejará constancia en libros de actas conforme lo dispuesto en el artículo 48 de la ley N° 18.046.

Párrafo 3º.

De la Secretaría Técnica

 

Artículo 17.- El Consejo SEP contará con una Secretaría Técnica a la que corresponderán las siguientes funciones:

 

a) Realizar las tareas técnicas y administrativas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo.

 

b) Cumplir las instrucciones que imparta el Director Ejecutivo.

 

c) Efectuar análisis y elaborar informes para apoyar las decisiones del Consejo.

 

d) Centralizar y consolidar información relevante de las empresas a que se refiere este título.

 

e) Las demás que otras leyes o normas expresamente le confieran. 

 

Artículo 18.- Corresponderá a un Director Ejecutivo, quien tendrá la calidad de Jefe Superior de Servicio, la dirección de esta Secretaría y su personal. 

 

El Director Ejecutivo deberá especialmente:

 

a) Desempeñarse como Secretario Técnico del Consejo SEP.

 

b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo SEP y su Presidente y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

 

c) Participar en el Consejo con derecho a voz.

 

d) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo.

 

e) Informar periódicamente al Consejo SEP de la marcha de la Secretaría y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.

 

f) Aprobar el anteproyecto de presupuestos de la Secretaría Técnica y someterlo a consideración de las autoridades pertinentes.

 

g) Aprobar anualmente el plan de trabajo de la Secretaría Técnica, así como la memoria y el balance integral del año anterior.

 

h) Conocer y resolver todo asunto que le encomiende el Consejo SEP o su Presidente, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Consejo SEP, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

 

Para desempeñar el cargo de Director Ejecutivo se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años como director o ejecutivo superior de empresas.

 

El Director Ejecutivo será designado por el Consejo SEP y tendrá la calidad de alto directivo público de conformidad con las normas del Título VI y del artículo decimocuarto transitorio de la ley N°19.882. Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública propondrá al Consejo SEP la nómina de candidatos referidas en el literal d) del artículo cuadragésimo segundo de dicha ley.

 

Artículo 19.- El personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus normas complementarias; y sus remuneraciones se fijarán y modificarán conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.

Párrafo 4º

Del patrimonio del Consejo

 

Artículo 20.- El patrimonio del Consejo estará formado por:

 

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos

 

b) Los recursos otorgados por leyes especiales

 

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

 

No obstante lo anterior, el Consejo no podrá recibir donaciones, aportes ni obtener financiamiento, total o parcial, directo o indirecto, para actividades, estudios u otros similares y, en general, el uso y goce de toda clase de bienes, por parte de las empresas a que se refiere el artículo 4° de esta ley.

Párrafo 5º.

De la adecuación de leyes orgánicas y de normas específicas, aplicables a Empresas Públicas

 

Artículo 21.- Las empresas del Estado y las empresas o sociedades en las que el sector público o sus empresas tengan un aporte de capital superior al 50% del capital social, continuarán afectas a las disposiciones de sus leyes orgánicas o estatutos, según sea el caso, y a las normas complementarias que les fueren aplicables en lo relativo a utilidades, crédito público, presupuesto e inversiones y, en especial, a los artículos 29 y 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, al artículo 11 de la ley N° 18.196, al artículo 68 de la ley N° 18.591 y al artículo 24 de la ley N° 18.482.

 

Artículo 22.- Modifícase el decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, en los siguientes términos:

 

1) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

 

“El directorio estará compuesto por las siguientes personas:
 

a) Cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

 

b) Un representante de la Federación de Trabajadores del Cobre;

 

c) Un representante de los Supervisores del Cobre, y

 

d) Dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

 

Los directores indicados en las letras b) y c) deberán ser trabajadores de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y serán designados por el Presidente de la República, de una quina propuesta por las organizaciones respectivas.

 

Los directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo período consecutivo y ser removidos por quien los designó, conforme a las facultades respectivas.

 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, el directorio designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior, y sólo podrá sesionar con la asistencia de al menos 6 de sus miembros.

 

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 

 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

 

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.

 

A los Directores, al Gerente General y a los demás Gerentes se les aplicarán las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que la ley Nº 18.046 establece para los directores y ejecutivos principales de las sociedades anónimas.

 

En todas las demás disposiciones de esta ley y en otras normas legales que le sean aplicables a la Empresa, en que se haga referencia al Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile o a sus Gerentes Generales, se entenderán hechas al Gerente General y a los Gerentes, según corresponda.”;

 

2) Suprímese en el artículo 7°, la expresión “y a su Presidente Ejecutivo”;

 

3) Sustitúyese en el encabezamiento del artículo 9°, la expresión “conducción superior” por “administración”, reemplázanse en la letra h) las palabras “Ministro de Minería” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”, y agrégase a su letra m), el siguiente párrafo final: “La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, rigiendo a su respecto el procedimiento de autorización señalado en el párrafo anteprecedente.”;

 

4) Reemplázase la letra b) de artículo 10°, por la siguiente: “b) Administrar la Empresa conforme a las directrices y decisiones adoptadas por el Directorio en uso de sus facultades;”;

 

5) Modifícase al artículo 11°, como sigue:

 

a) Sustitúyese la expresión “por decreto supremo del Ministerio de Minería” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas” y la expresión “a propuesta del directorio de la Empresa” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas”.

 

b) Agrégase el siguiente inciso: “La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”;

 

6) Agrégase a la letra b) del artículo 13°, el siguiente inciso final:

 

“En el presupuesto de inversiones se identificará el monto máximo que importe el arrastre de proyectos para anualidades siguientes, como también los parámetros de rentabilidad mínima de los proyectos que ejecute la Empresa con cargo a su presupuesto.”.

 

Artículo 23.- Modifícase el artículo 4° de la ley N° 19.137 de 1992, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco-Chile, que no forman parte de yacimientos en actual explotacion, de la siguiente forma:

 

1) Sustitúyese la palabra “cinco” por “siete”;

 

2) Suprímese la expresión “entre los cuales deberán, necesariamente, contarse los de los Ministros de Minería y de Hacienda” y la coma (,) que la antecede, y

 

3) Reemplázase la expresión “Ministerio de Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro de Minería”.

 

Artículo 24.- Introdúcense al decreto con fuerza de ley N° 153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería, las siguientes modificaciones:

 

1) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente:

 

“Artículo 11°.- La empresa será administrada por un Directorio integrado de la siguiente forma:

 

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

 

b) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

 

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual tendrá derecho a voz y a voto. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

 

Los directores durarán tres años en sus funciones, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.

 

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

 

El Gerente General concurrirá a las sesiones con derecho a voz.

 

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

 

2) Derógase el artículo 12°;

 

3) Modifícase el artículo 17° en la siguiente forma:

 

a) Suprímese el párrafo segundo, de la letra j).

 

b) Sustitúyese la letra q) por la siguiente: “q) Designar y remover al Gerente General de la Empresa“.

 

c) Sustitúyese la letra s), por la siguiente: 

 

“s) El Directorio, para adoptar acuerdos que involucren el desarrollo de cualquier política que signifique el otorgamiento de subsidios al sector, deberá contar con autorización previa del Ministerio de Hacienda, la que será otorgada mediante oficio.”;

 

4) Modifícase el artículo 18°, de la siguiente forma:

 

a) Suprímense las letras j) y k).

 

b) Reemplázase en la letra ll), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “hacerlo”, por un punto (.) y suprímese la letra m);



5) Modifícase el artículo 19° como sigue:



a) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:



“En todas las disposiciones de esta ley y otros cuerpos legales que le sean aplicables a la Empresa Nacional de Minería, en que se haga referencia al Vicepresidente Ejecutivo, se entenderán hechas al Gerente General.”.

 

b) Suprímese el inciso final del artículo 19.”;

 

6) Reemplázase el artículo 27°, por el siguiente: 

 

“Artículo 27°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.“.

 

Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo

 

1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “Consejo de dicha Corporación” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”;

 

2) Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:

 

“Artículo 3°.- La Empresa será administrada por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:

 

a) Cinco Directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

 

b) Dos Directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

 

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual tendrá derecho a voz y a voto. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a), anterior.

 

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

 

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

 

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

 

3) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

 

“Artículo 5°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

 

Artículo 26.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.542, que moderniza el sector portuario estatal:



1) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 24 por los siguientes:

 

“Artículo 24.- La administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de tres miembros en las empresas portuarias de Arica, Iquique, Antofagasta, Coquimbo, Talcahuano-San Vicente, Puerto Montt, Chacabuco, y Austral y de siete miembros en las empresas portuarias de Valparaíso y San Antonio. Los directores serán designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, debiendo dos tener la calidad de independientes en aquellas empresas con directorios de siete miembros.

 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;

 

2) Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:

 

“Artículo 26.- Los Directores a que se refiere el inciso primero del artículo 24 durarán tres años en su cargo, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

 

3) Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:

 

“Artículo 33°.- Los integrantes del directorio percibirán como retribución por su asistencia a sesiones o a Comités de directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.“;

 

4) Reemplázase en los numerales 1 y 2 del artículo 34, la expresión “ Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción” por “Consejo Superior de Empresas Públicas.“, y

 

5) Derógase el artículo 52°.

 

Artículo 27.- Introdúcense al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, las siguientes modificaciones:

 

1) Sustitúyense los incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 4° por los siguientes: 

 

“Artículo 4°.- La Administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales deberán tener la calidad de independientes. 

 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.

 

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

 

2) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente: 

 

“Artículo 11°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

 

3) Sustitúyese en las letras a) y b) en el artículo 12°, la expresión “Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción“, por “Consejo Superior de Empresas Públicas”.

 

Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 10, de 1981, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que crea la Empresa de Correos de Chile:

 

1) Sustitúyese el artículo 4°, por el siguiente: 

 

“ARTICULO 4° El Directorio estará integrado de la siguiente forma:

 

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

 

b) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.
 

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.”

 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

 

Los directores durarán tres años en sus funciones y podrán ser reelegidos. No obstante, podrán ser removidos antes de la expiración de sus mandatos, por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas, caso en que se procederá a nombrar un reemplazante por el resto del período que faltare al reemplazado, en la forma establecida en el inciso anterior.”;

 

2) Sustítúyese el artículo 8°, por el siguiente:

 

“Artículo 8°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

 

3) Sustitúyese el artículo 13°, por el siguiente:

 

“Artículo 13°.- La Empresa se regirá por lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N° 18.196, en el artículo 24° de la ley N° 18.482 y en el artículo 68° de la ley N° 18.591.

 

Asimismo, la Empresa se regirá por las normas de esta ley y, en lo no previsto en ella, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, en lo pertinente.

 

La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

 

Artículo 29.- Modifícase el decreto ley N° 2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, en los siguientes términos:

 

1) Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente; 

 

“Artículo 9°.- El Consejo Directivo  estará formado de la siguiente manera:

 

a) Por cuatro consejeros nombrados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, uno de los cuales será elegido como Presidente del Banco y otro como Vicepresidente del mismo.

 

El Presidente del Banco lo será también del Consejo Directivo y del Comité Ejecutivo a que se refiere el artículo 12° de este decreto ley. El Vicepresidente del Consejo Directivo será subrogante del Presidente.

 

b) Por dos consejeros independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

 

c) Por un representante de los trabajadores del Banco, que será elegido por ellos mismos conforme al reglamento que se dicte al efecto.

 

En un mismo acto se elegirá al representante laboral y a un suplente. Ambos gozarán del mismo fuero del que gozan los dirigentes sindicales. 

 

Los consejeros estarán afectos a las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 15 y 17 de este decreto ley.

 

Los consejeros deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el consejero de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.”;

 

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:

 

“Artículo 25.- El Gerente General Ejecutivo será nombrado por el Consejo Directivo del Banco.”;

 

3) Sustitúyese el párrafo inicial del artículo 27, por el siguiente: 

 

“Artículo 27.- El fiscal será designado por el Consejo Directivo del Banco”.

 

Artículo 30.- Sustitúyese el artículo 4°, del decreto con fuerza de ley N° 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, por el siguiente: 

 

“Artículo 4°.- La empresa tendrá un Consejo integrado por cinco miembros, nombrados por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas. El Consejo designará, además, a uno de dichos miembros para que se desempeñe como Presidente y a otro, para que lo haga como Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.

 

En ausencia del Presidente, el Consejo será presidido por el Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.

 

Los consejeros durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

 

Los consejeros percibirán, como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Consejo, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”.

 

Artículo 31.- Introdúcense las siguientes modificaciones a las disposiciones legales que se señalan:

 

1) Modifícase el artículo 11 de la ley N° 18.196, en los siguientes términos:

 

a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma:

 

i) Suprímese la expresión “y de Economía, Fomento y Reconstrucción”;

 

ii) Reemplázase la frase “el que deberá además ser suscrito por el” por “y del”;

 

iii) Sustitúyese la expresión “por alguno o ninguno de estos dos últimos Ministros” por “por este último Ministro”, y

 

iv) Sustitúyese la frase “de él o los Ministros antes señalados” por “del Ministro antes señalado”.

 

b) Reemplázase en el inciso cuarto, la frase “conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “del Ministerio de Hacienda”.

 

c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

 

“No obstante lo anterior, a las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 29 del decreto ley N° 1.263, de 1975.”.

 

2) Derógase el artículo 11 de la ley N° 18.382.

 

3) Modifícase el inciso primero del artículo 24 de la ley N° 18.482 en los siguientes términos:

 

a) Reemplázase la frase “y de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “y del Ministerio a través del cual la respectiva empresa se relaciona con el Ejecutivo”.

 

b) Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido (.), lo siguiente:

 

“Con todo, dicha identificación presupuestaria no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.”.

 

Artículo 32.- Introdúcense las siguientes modificaciones a los cuerpos legales que se señalan:

 

1) Agrégase en el artículo 3°, del decreto con fuerza de ley N° 223, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, Orgánica de las Fábricas y Maestranzas del Ejército, un numeral 6° del siguiente tenor: 

 

“6°.- Dos miembros designados por el Presidente de la República, a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

 

2) Agrégase en el artículo 9° de la ley N° 18.296, Orgánica de los Astilleros y Maestranzas de la Armada, antes de la expresión “- El Fiscal de ASMAR, sin derecho a voto”, la siguiente “Dos miembros designados por el Presidente de la República, a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

 

3) Sustitúyese el artículo 4° de la ley N° 18.297, Orgánica de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile, por el siguiente: 

 

“Artículo 4°.- La dirección superior de la Empresa corresponderá a un Directorio integrado por los siguientes miembros:

 

a) El Comandante en jefe de la Fuerza Aérea, quien lo presidirá;

 

b) Tres Oficiales Generales de la Fuerza Aérea, en servicio activo, designados por el Presidente de la República;

 

c) Dos miembros designados por el Presidente de la República, a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas.”

 

d) El Director Ejecutivo.”.

Párrafo 6º.

Disposiciones varias

 

Artículo 33.- Las empresas del Estado creadas por ley y regidas por las disposiciones de este cuerpo legal, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, estarán sujetas a las mismas normas de información, financieras y contables que rigen para las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados de situación deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras externas.

 

Dichas empresas quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las atribuciones que corresponda a la Contraloría General de la República.

 

Tales empresas se regirán por las normas de sus respectivas leyes orgánicas, modificadas por la presente ley y, en lo no previsto en ellas o en este título, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas. En consecuencia, y sin que la mención sea taxativa, estarán afectas a las disposiciones que la ley N° 18.046 establece para las sociedades anónimas abiertas sobre operaciones con partes relacionadas, sobre obligaciones de reserva de información, y a las demás normas del citado cuerpo legal que regula el funcionamiento del directorio; y los derechos y obligaciones de sus integrantes, incluidas las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que dicha ley establece para los directores y ejecutivos superiores de las sociedades anónimas. 

 

El Presidente de la República, a proposición del Consejo SEP, deberá aprobar los estatutos para cada una de las empresas o modificar los existentes, contemplando en ellos la reglamentación complementaria a las de las normas antes señaladas, estatutos que podrán ser modificados de la misma manera.

 

Con todo, los directores de tales empresas no tendrán responsabilidad en los términos del artículo 41 de la ley N° 18.046, en aquellos casos en que el Ministerio de Hacienda le corresponda ejercer las facultades contempladas en el decreto ley N° 1.263, de 1975, Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado. Asimismo, dichos directores tampoco tendrán responsabilidad en los casos que se ejecuten operaciones fiscales o cuasifiscales, dispuestas por el Ejecutivo, que puedan afectar la generación de excedentes o utilidades o sean financiadas con transferencias consideradas en la ley de presupuestos. Tales operaciones y en su caso los fondos a transferir, serán determinadas previamente por Decreto Supremo emanado del Ministerio de Hacienda. Para estos efectos, las empresas deberán disponer de información que permita identificar las operaciones fiscales o cuasifiscales como centros de costos a objeto de llevar a cabo evaluaciones periódicas.

 

La administración de cada empresa a que se refiere el presente artículo corresponderá a su directorio, el que además elegirá a su presidente, el cual no podrá ser representante laboral, gremial, o director independiente. Asimismo, el directorio designará al ejecutivo máximo que tenga la representación legal de ésta, no pudiendo ser director de la misma.

 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo, para los efectos del numeral 4 del artículo 147 de la ley 18.046, los directores con derecho a voto, para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en dicha norma, deberán concurrir al Consejo SEP, en la oportunidad que éste determine, a objeto de entregar su opinión acerca de la conveniencia de la operación y de los informes de los peritos, debiendo explicitar la relación que tuvieran con la contraparte. De dicha sesión se levantará un acta que sintetice los elementos principales y pertinentes de las ponencias, cuyo extracto deberá ser publicado como hecho esencial por la respectiva sociedad.

 

Las empresas a que se refiere este artículo deberán inscribirse en el registro de valores establecido en la ley N° 18.045.

 

Cualquier integrante del Consejo SEP que, en el ejercicio de su cargo, tomare conocimiento de hechos ocurridos en las empresas a que se refiere este artículo que puedan considerarse constitutivos de una infracción a la normativa orgánica de la respectiva empresa, a sus estatutos, a las disposiciones de la ley N°18.046 e instrucciones de la Superintendencia del ramo, que le fueren aplicables, estará obligado a comunicarlo al Consejo SEP, el cual deberá adoptar las medidas que procedan para hacer efectivas las responsabilidades administrativas, civiles y penales, según corresponda. Para estos efectos, el Consejo SEP deberá adoptar los acuerdos pertinentes y, en su caso, solicitar al Consejo de Defensa del Estado su intervención en resguardo de los intereses del Estado, y de la Superintendencia para el ejercicio de sus funciones respectivas. Lo anterior, sin perjuicio de las medidas en igual sentido que adopten las autoridades de la respectiva empresa.

 

El o los consejeros que no cumplan con lo dispuesto en el inciso anterior, serán solidariamente responsables de los perjuicios que de tal incumplimiento se deriven, además de las sanciones civiles, penales y administrativas que pudieren resultarle aplicables.

 

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Defensa del Estado podrá actuar de oficio respecto de cualquier infracción de las mencionadas en los incisos anteriores sobre la que tomase conocimiento.

 

Artículo 34.- Para efectos de la identificación previa a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 18.482, los estudios y proyectos de inversión de las empresas regidas por dicha norma deberán contar con un informe del organismo o entidad que se determine mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda, debiendo en todo caso estar fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad. Con todo, tratándose de las empresas que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, el referido informe y evaluación serán efectuados por dicho Ministerio sobre la base de una metodología que se determinará por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.

 

Artículo 35.- El personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP y de la Comisión Chilena del Cobre no podrá prestar servicios profesionales, directa o indirectamente, a las personas o a las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, sometidos a su supervigilancia o fiscalización, según corresponda. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones.

 

Artículo 36.- No obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.886, las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, podrán utilizar los sistemas de compras y contratación establecidos conforme a dicha ley, incluidos los convenios marco. Para tales efectos, podrán celebrar convenios con la Dirección de Compras y Contratación Pública.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

 

Artículo 1°.- Las disposiciones contenidas en los Títulos I y II de la presente ley comenzarán a regir a contar de la fecha de su publicación, con excepción de las siguientes vigencias especiales:

 

1) Título I:

 

a) Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones, actualmente en ejercicio, tendrán un plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley para presentar a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones las declaraciones a que se refiere el artículo 156 bis del D.L. N° 3.500 de esta ley.

 

b) Los nuevos artículos 36 y 137 bis de la ley N° 18.046 entrarán en vigencia a los 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

 

c) Las modificaciones a los artículos 10 y 12, y el nuevo artículo 12 bis, todos de la ley N° 18.045, entrarán en vigencia a los 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

 

d) Los nuevos artículos 31, 31 bis, 44, 51, 52, 53, y las modificaciones a los artículos 50 bis, 56, 57, 67, 69, 89, y el nuevo Título XVI, todos de la ley N° 18.046, así como el nuevo Título XXVIII de la ley N° 18.045, entrarán en vigencia a los 365 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

 

2) Título II

 

a) Los párrafos 1°, 2°, 3° y 4°, así como lo dispuesto en el artículo 29 de la presente ley, entrarán en vigencia a los 60 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

 

b) El párrafo 5° y los artículos 33 y 34 del párrafo 6°, entrarán en vigencia a los 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

 

Con todo, a contar de la fecha de vigencia de las normas relativas a la constitución y funcionamiento del Consejo SEP y hasta la entrada en vigencia de las modificaciones de las leyes orgánicas a que se refiere el numeral 2 b) anterior, los nombramientos, remociones o designaciones de directores o consejeros, según sea el caso, que correspondan al Presidente de la República, a Ministerios o Ministros, a la Corporación de Fomento de la Producción o a alguno de sus comités conforme a dichas orgánicas, serán efectuados por el Consejo SEP con el voto favorable de los consejeros que hayan sido nombrados a la respectiva fecha.

 

Artículo 2°.- El Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, con la firma del Ministro sectorial respectivo, fijará los textos refundidos, coordinados y sistematizados de las leyes orgánicas de las empresas o sociedades del Estado.

 

Artículo 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde los seis meses de la fecha de publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, modifique el decreto ley N° 2.079, de 1978, Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, para adecuarlo a lo dispuesto en el artículo 29 y en el inciso sexto del artículo 33 de la presente ley. 

 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá adecuar la estructura de administración del Banco y las atribuciones de sus órganos y ejecutivos, comprendidos en las disposiciones citadas en el inciso precedente y armonizar las disposiciones que dicte con las demás normas del citado decreto con fuerza de ley.

 

Artículo 4º.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal del Consejo SEP. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. 

 

De igual forma, determinará la fecha de vigencia de las mismas, así como la dotación máxima de personal.

 

El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Consejo SEP.

 

Artículo 5º.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4° del Código del Trabajo, el Consejo SEP será el continuador legal, para todos los efectos, del Comité denominado Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. En consecuencia, los trabajadores que a la fecha de creación de dicho Consejo tengan un contrato de trabajo vigente con la Corporación de Fomento de la Producción y se encuentren prestando servicios en el mencionado Comité, no verán alterados los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales, que mantendrán su vigencia y continuidad con el Consejo SEP."

 

Artículo 6º.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, introduzca todas las modificaciones que sean necesarias al decreto ley N° 3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros y a las plantas y dotaciones de personal de esta institución, para adecuar sus funciones, estructura, procedimientos y plantas de personal a las tareas que le encomienda la presente ley. 

 

Artículo 7°.- En tanto no se efectúe lo dispuesto en el artículo 7° permanente de la presente ley, los integrantes del Consejo SEP, con excepción de su Presidente, percibirán una remuneración en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por mes calendario. Asimismo, tendrán derecho a percibir remuneración por participación en comités, cuyo monto total no podrá exceder mensualmente de un 50% de la remuneración máxima más arriba indicada.

 

A su vez, las remuneraciones del Presidente del Consejo SEP, serán fijadas y modificadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.”.

- - -



El señor Secretario General manifiesta que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, oportunidad en que esta iniciativa se ubicaba en la Tabla del Orden del Día, el Comité Partido Socialista solicitó segunda discusión a su respecto.



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Parra, Núñez, Boeninger, Orpis, señora Matthei y señores García, Ominami, Coloma.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley se obtiene el siguiente resultado: 23 votos a favor, 8 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Flores.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Boeninger, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Novoa, Ominami, Orpis, Paéz, Prokurica, Ríos, Romero, Vásquez y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Canessa, Cordero, Martínez, Núñez, Parra, Silva y Vega. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Núñez.



El señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ominami, Silva, señora Matthei, y señores Parra y Vega.



El señor Presidente declara que el proyecto de ley ha sido rechazado en general por no reunir el quórum de votación de ley orgánica constitucional requerido.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el artículo 124 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, 

Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 124 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, correspondiente al Boletín Nº 2.587-01.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura deja constancia que esta iniciativa debe ser aprobada con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación 

con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental.



Asimismo, manifiesta que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega el señor Secretario General que los antecedentes relativos al proyecto de ley se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006.



El señor Secretario General indica que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, el Comité Partido Radical Socialdemócrata solicitó segunda discusión para esta iniciativa.



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Martínez y Horvath.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, resulta aprobada en general y en particular por 29 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 124 de la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por el siguiente:


“Si la infracción se cometiere o tuviere principio de ejecución en aguas interiores marinas, el mar territorial, en la zona económica exclusiva, o en el mar presencial o en la alta mar en el caso de letra h) del artículo 110, será competente el juez civil de las ciudades de Arica, Iquique, Tocopilla, Antofagasta, Chañaral, Caldera, Coquimbo, Valparaíso, San Antonio, Pichilemu, Constitución, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Castro, Puerto Aysén, Punta Arenas o el de Isla de Pascua.”.


Artículo transitorio.- Las causas actualmente tramitadas en otros tribunales, y que a partir de la publicación de la presente ley deban ser conocidas por los jueces de Pichilemu y Temuco, continuarán tramitándose en los tribunales en que originalmente estaban siendo incoadas, hasta su total terminación.”.

_______________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito el 26 de junio de 2003, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde pronunciarse sobre el proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito el 26 de junio de 2003, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.761-10.



Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó en general y en particular a la vez este proyecto de acuerdo, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito el 26 de junio de 2003.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, con informe de la Comisión 

de Agricultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, con informe de la Comisión de Agricultura, correspondiente al Boletín Nº 3.770-01.



Agrega que el informe de la Comisión de Agricultura deja constancia que esta iniciativa fue discutida solamente en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 36 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Agricultura, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Coloma, Moreno y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general del proyecto de ley, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Modifícase el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola, en la forma que se indica:



1.- Reemplázanse los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 21 por los siguientes:



“Los vegetales, animales, productos y subproductos de origen vegetal o animal, microorganismos y productos químicos y biológicos para uso en actividades agropecuarias sin el carácter de carga comercial que una persona lleve consigo, en sus vestimentas o en su equipaje, como también aquellos transportados en cabinas, contenedores, maleteros y, en general, de cualquier forma, en un medio de transporte de pasajeros o de mercaderías, o en vehículos particulares, deberán ser declarados bajo juramento en formularios especiales por el tenedor del producto, por el propietario del equipaje, por el conductor o por el responsable del respectivo medio de transporte o vehículo, según sea el caso.



Estas normas se aplicarán a toda clase de personas y equipajes, enseres y menaje de casa, incluso a los de diplomáticos y funcionarios oficiales del país, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales.



La declaración jurada indicada será considerada requisito previo, indispensable e insustituible para obtener la autorización de ingreso al país.



El que faltare a la verdad en su declaración será sancionado con multa conforme a esta ley. Lo anterior es sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la autoridad sanitaria para proteger el patrimonio fito y zoosanitario.



En el caso de que la infracción indicada en el inciso precedente fuere cometida por el conductor o el responsable de un medio de transporte o vehículo particular, los propietarios de estos medios serán solidariamente responsables del pago de las multas que en virtud de este artículo fueren aplicadas.”.



2.- Modifícase el artículo 42 de la siguiente forma:



a.- Elimínase, en su inciso primero, la expresión “21, inciso cuarto,”.



b.- Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

 

 “La infracción de faltar a la verdad establecida en el artículo 21 de este decreto ley será sancionada por el Servicio con multa de 4 a 300 unidades tributarias mensuales.”.



Artículo 2º.- Modifícase el artículo 49 de la ley Nº 18.755, orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, de la siguiente forma:



a.- Agrégase, en su inciso primero, a continuación de la palabra “plagas”, la frase “y de la infracción de la declaración jurada de que trata el decreto ley Nº 3.557, de 1981.”.



b.- Introdúcese el siguiente inciso final:


“El pago de la multa o su consignación será obligatorio para abandonar el control fronterizo con destino a ingresar al país.”.”.

- - - 



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesta en votación en general esta iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 17 de abril de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor General Director de Carabineros de Chile y al señor Alcalde y al Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Victoria, sobre la reparación de la sede social de los vecinos de la Población Cacique Mariluan, de la ciudad de Victoria y el aumento de la dotación y vigilancia policial en dicha área.



2) Al señor Alcalde y Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Victoria, al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Novena Región, al señor Director Regional del SERVIU de la Novena Región y al señor Director de Obras Municipales de la Ilustre Municipalidad de Victoria, en cuanto a la reparación de las instalaciones sanitarias de los vecinos de la Población Cacique Mariluan, de la ciudad de Victoria y la entrega de los respectivos títulos de dominio a los pobladores.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Defensa Nacional, respecto del traslado de 90 voluntarios del Cuerpo de Bomberos a la ciudad de Balmaceda entre el 17 y 19 de marzo de 2006.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director Nacional de Vialidad, acerca de los proyectos de mantención y los recursos destinados para tal fin, en relación con distintos puentes ubicados en la Novena Región.



3) Al señor General Director de Carabineros de Chile, sobre el envío de un helicóptero a la Unidad Aeropolicial de la Undécima Región.



--Del Honorable Senador señor Larraín, al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, respecto de la nueva planta de tratamiento de aguas servidas en la ciudad de Linares.



--Del Honorable Senador señor Prokurica, al señor Ministro de Obras Públicas, sobre la reparación del camino costero C-536, en la Región de Atacama.



--Del Honorable Senador señor Zaldívar (don Adolfo), al señor Ministro de Hacienda, al señor Director de Presupuestos y al señor Director Nacional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, acerca de la necesidad de estudiar un incremento del presupuesto destinado a otorgar becas a los jóvenes de la Región de Aysén.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Institucionales 2,  hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Parra, quien efectúa, al momento de su despedida como Senador de la República, una reflexión sobre diversas materias vinculadas al quehacer parlamentario.
____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 1, Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional y Partido Socialista.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 61ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 8 DE MARZO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Yerko Ljubetic, la señora Subsecretaria de Previsión Social, doña Marisol Aravena, el señor Jefe de Gabinete del Ministro del Trabajo, don Felipe Sáez y el señor asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don Pedro Contador.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________
CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual comunica que ha resuelto retirar de tramitación el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Hungría para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 1997 (Boletín N° 2.993-10).



-- Queda retirado el proyecto, y se manda comunicar lo resuelto a la Honorable Cámara de Diputados.

Oficios



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual da respuesta a un oficio de la Corporación, sobre la posibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa sobre el régimen laboral de los vigilantes privados, que recoja las ideas contenidas en una moción que presentara el Honorable Senador señor Martínez.



Del señor Subsecretario de Pesca, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el eventual incremento en la cuota de extracción y disminución de la talla de los erizos, a favor de los pescadores artesanales de la X Región.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicaciones 



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:



Con la primera, solicita recabar el acuerdo de la Sala, en el sentido de dejar sin efecto la autorización que le concediera para discutir en general y en particular el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07), con ocasión de su primer informe.



Con la segunda, solicita recabar el acuerdo de la Sala para enviar a la Comisión Especial encargada de estudiar en particular el proyecto de acuerdo que introduce modificaciones al Reglamento del Senado (Boletín N° S 760-09), iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, las siguientes iniciativas, para dar un tratamiento sistémico a las diversas materias contenidas en estos proyectos:



1.- Moción del Honorable Senador señor Stange, mediante la cual inicia un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado, agregando a la actual Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales el área del Turismo (Boletín Nº S 675-09);



2.-Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Ruiz-Esquide, Larraín, Vega y Parra, por medio de la cual inician un proyecto de acuerdo que modifica el artículo 27 del Reglamento de la Corporación, con el objeto de incorporar el deporte y la recreación dentro del ámbito de competencia de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (Boletín Nº S 691-04);



3.-Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Ríos y Vega, por medio de la cual inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento de la Corporación, para reemplazar la denominación de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, por la de Comisión de Medio Ambiente, Bienes Nacionales y Biotecnología (Boletín Nº S 693-09);



4.-Moción de los Honorables Senadores señores Foxley, Larraín, Martínez, Núñez y Romero, que modifica el artículo 27 del Reglamento de la Corporación, con el objeto de crear la Comisión de Tratados de Libre Comercio (Boletín Nº S 703-09);



5.-Moción del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado para permitir la renovación de las indicaciones aprobadas parcialmente o con modificaciones (Boletín Nº S 722-09);



6.-Moción de los Honorables Senadores señores Flores, Arancibia, Cantero, Foxley y Viera-Gallo, con la cual inician un proyecto de acuerdo que modifica el artículo 27 del Reglamento del Senado, con el fin de crear la Comisión permanente de “Ciencia, Tecnología y Sociedad del Conocimiento” (Boletín Nº S 745-09), y



7.-Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, mediante la cual inician un proyecto de acuerdo que modifica el artículo 12 del Reglamento del Personal del Senado (Boletín Nº S 759-12).



-- Se accede a lo solicitado.



De los Honorables Senadores señores Parra y Silva Cimma mediante la cual se despiden de los miembros de la Corporación, agradecen la deferencia y respeto que en todo momento les expresaron, y llaman a cuidar el rol que está reservado al Senado.



-- Se toma conocimiento.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad (Boletín Nº 3.504-11).



-- Queda para tabla.

Moción



Del Honorable Senador señor Ávila, con la que inicia un proyecto de ley sobre responsabilidad penal y civil por lesiones causadas a menores de edad o discapacitados por personas a cuyo cargo se encuentren (Boletín N° 4.098-07). 



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

___________________________



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien le solicita recabe el asentimiento de la Corporación para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en forma paralela a la Sala, con el objetivo de analizar el proyecto de ley sobre la responsabilidad fiscal (Boletín Nº 4.000-05) y, asimismo, en caso de que se diera cuenta en esta sesión o en la sesión ordinaria citada para la tarde, también poder discutir de manera simultánea con la Sala el proyecto de ley sobre modificación del artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio (Boletín Nº 4.095-05), a cuyo respecto el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia calificada como “discusión inmediata”.



La Sala otorga su asentimiento y el señor Presidente indica que al momento de votar la iniciativa en Tabla, que tiene rango de ley de quórum calificado, se llamará a los señores Senadores de la Comisión de Hacienda para que emitan su voto.

- - -



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, el que le solicita consulte a la Corporación, en orden a autorizar a la Comisión Mixta encargada de resolver las divergencias suscitadas respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11, para que pueda sesionar paralelamente con la Sala.



La Corporación autoriza el funcionamiento de la referida Comisión Mixta.



Enseguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Bombal.

____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley Nº 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, e 

informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley Nº 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 4.009-13.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia que los dos artículos del proyecto de ley deben ser aprobados con rango de ley de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el número 18.º del artículo 19 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió, en su primer informe, en general y en particular la iniciativa de ley, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala en sesión 51ª, ordinaria, de 20 de diciembre de 2005, y que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en el mismo documento, la aprobó tanto en general como en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1º.- Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley Nº 16.744, agregando, antes del punto final (.), lo siguiente: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso, se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro”.



Artículo 2º.- La presente ley regirá a partir del 1º del mes subsiguiente al de su publicación.”.

- - -


El señor Secretario General manifiesta que la Comisión de Hacienda, conociendo, de conformidad con su competencia, el artículo 1º de la iniciativa de ley, le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala la señora Subsecretaria de Previsión Social, el señor Jefe de Gabinete del Ministro del Trabajo y un señor asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Bombal, Parra y Prokurica, y el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, es aprobada en general por 27 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente, en atención a que no se ha formulado ninguna indicación al proyecto aprobado en general, lo declara aprobado también en particular, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, con la misma votación obtenida precedentemente, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Queda terminada la discusión de esta materia.



El proyecto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 62ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 8 DE MARZO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asiste, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________
ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones quincuagésima octava, ordinaria, de 17 de enero de 2006, y quincuagésima novena, ordinaria, de 18 de enero de 2006, que no han sido observadas.

________________________


El señor Presidente informa a la Corporación respecto del libro que se encuentra en los escritorios de cada uno de los señores Senadores, titulado “Reformas Constitucionales 2005. Historia y Tramitación”, que tuvo su origen en una iniciativa de la Mesa y es fruto del valioso trabajo de los abogados del Área Legislativa del Senado, así como del personal de la Biblioteca del Congreso Nacional.

________________________
CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia un proyecto de ley que autoriza otorgar la garantía del Estado al financiamiento de la obra pública “Puente Bicentenario de Chiloé” (Boletín N° 4.102-05).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas, y a la de Hacienda.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo por parte del Senado a algunas de las enmiendas propuestas al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas (Boletín N° 4.044-09).



-- Queda para tabla.



Con el tercero, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 31 de octubre de 2003, y firmada por Chile el 11 de diciembre del mismo año (Boletín N° 3.974-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre Cooperación Financiera”, suscrito en Santiago, el 4 de julio de 2005 (Boletín N° 4.010-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el quinto, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que introduce modificaciones al artículo 2° transitorio de la ley N° 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.095-05).



-- Pasa a la Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas.



Del señor Presidente del Directorio de los Ferrocarriles del Estado, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la utilización y distribución de los recursos para la modernización de la vía férrea que une las ciudades de Santiago y Puerto Montt.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual propone a la Sala recabar el acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados, a fin de archivar las siguientes iniciativas, en segundo trámite constitucional:



1) Proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica, con el objeto de eliminar el trámite de la insinuación para las donaciones entre vivos (Boletín N° 1.739-07);



2) Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal, en materia de libertad provisional, concediendo facultades especiales a los jueces del crimen, al momento de otorgar este beneficio, para su cumplimiento (Boletín Nº 3.080-07); 



3) Proyecto de ley que restablece la facultad del Servicio Nacional de Menores para hacerse parte en los procesos por pedofilia (Boletín N° 3.271-18), y 



4) Proyecto de ley que modifica el artículo 60 de la ley Nº 18.045 y el Título V del Código Penal (Boletín N° 3.292-07).



-- Se accede a lo solicitado.

Informes



Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia (Boletín Nº 3.792-07).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial (Boletín Nº 3.788-07).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal (Boletín N° 3.356-03).



De la Comisión de Salud, recaído en la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (Boletín Nº 1.993-11).



-- Quedan para tabla.

- - -



El señor Presidente, en cuanto a la iniciativa legal que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11), que se encuentra en trámite de Comisión Mixta, hace presente que esta instancia se encuentra sesionando, de manera que se espera, en el transcurso de esta sesión, contar con el correspondiente informe, aun cuando sea realizado verbalmente, para incluirlo en el Orden del Día, en consideración a que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente, respecto del informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas (Boletín Nº 4.044-09), señala que, de conformidad a la sugerencia del Honorable Senador señor Sabag, solicita el asentimiento de la Sala para poder incorporar el mencionado informe al Orden del Día de esta sesión.


La Corporación otorga su asentimiento.
- - -



Luego, el señor Presidente, en relación a la iniciativa, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio (Boletín Nº 4.095-05), expresa que por tener urgencia calificada de “discusión inmediata”, se espera que las Comisiones unidas, en el transcurso de esta sesión, entreguen el informe respectivo, de modo que se pueda incluir en el Orden del Día.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Ominami solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala para extender la autorización otorgada a la Comisión de Hacienda, en orden a sesionar paralelamente con la Corporación, a las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, y para que emitan en forma verbal el correspondiente informe.



Así se acuerda.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad, con informe de la Comisión de Gobierno, 

Descentralización y Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº 3.504-11.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia que esta iniciativa de ley debe ser aprobada con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 18 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín y Núñez.



En consecuencia, expresa el señor Secretario General, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:



1.- En el artículo 61:



a).- Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“Con todo, las personas con discapacidad podrán ser acompañadas hasta la mesa por otra persona y estarán facultadas para optar por ser asistidas en el acto de votar. La discapacidad se acreditará con la credencial o certificado de inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad.”.



b).- Agrégase el siguiente inciso final:



“En caso que opten por ser asistidas, dichas personas con discapacidad podrán ingresar a la cámara con una persona de su confianza, sin distinción de su sexo. Para ejercer este derecho bastará que la persona con discapacidad lo comunique verbalmente, por lenguaje de señas o por escrito al presidente de la mesa, no pudiendo éste ni ninguna otra persona obstaculizar o dificultar el ejercicio de este derecho. El que obstaculice o dificulte, maliciosamente, el ejercicio del derecho a ser asistido en el acto de votar, será penado con la sanción señalada en el articulo 136. El secretario de la mesa dejará constancia en acta del hecho del sufragio asistido y de la identidad del sufragante y su asistente.”.



2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 64, por el siguiente:



“El elector entrará en la cámara secreta y no podrá permanecer en ella más de un minuto, salvo las personas con discapacidad, quienes podrán emplear un tiempo razonable. Sólo en el caso de personas con discapacidad o enfermos que no puedan ingresar a la cámara, la mesa dispondrá que sufraguen fuera de ella. Las personas con discapacidad también podrán sufragar acompañadas de un asistente de su confianza, dentro o fuera de la cámara secreta, si así lo requirieren. En estas circunstancias, el presidente adoptará todas las medidas que fueren conducentes para mantener el secreto de la votación respecto de terceras personas.”.



3.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 65:



“Tratándose de personas con discapacidad que no ejerzan su derecho a votar asistidas, el presidente de la mesa deberá, a requerimiento del elector, asistirlo para doblar y cerrar con el sello adhesivo el o los votos, labor que realizará fuera de la cámara. De este hecho también deberá quedar constancia en acta. En todo momento el presidente de la mesa resguardará el secreto del voto de la persona a la que él asiste.”.



4.- Intercálase en el inciso primero del artículo 113, a continuación del punto seguido (.), y antes de la palabra “Deberán”, el siguiente texto:



“Asimismo, velarán porque tanto las personas con discapacidad, como quienes las acompañen para asistirlas en el voto, tengan acceso expedito y adecuado al respectivo local de votación. No se impedirá el acceso de ninguna persona que concurra a un local de votación en calidad de asistente de otra con discapacidad, ni siquiera a pretexto de distinción de sexo.”.



5.- Agrégase el siguiente número 9) en el artículo 132:



“9) Impedir, sea obstaculizando o dificultando, maliciosamente, el ejercicio del derecho a sufragio de una persona con discapacidad.”.



6.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 137, la frase “salvo que se tratare de un elector inválido o no vidente.”, por “salvo que se trate de discapacitados asistidos.”.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Silva, Parra y Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puesta en votación en general esta iniciativa, es aprobada por 30 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 11 de abril de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas 

subterráneas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, correspondiente al Boletín Nº 4.044-09.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la enmienda efectuada por el Senado, en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores, Cordero, Frei (don Eduardo), Horvath, Sabag y Stange, y Honorables Diputados señora Sepúlveda, y señores Ceroni, García y Letelier, sugiere, como forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“ARTÍCULO 1°



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 20.017, que modifica el Código de Aguas:


1.- Modifícase el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 13 de la siguiente forma: 



a) Reemplázase la oración que viene a continuación del punto seguido, por la siguiente: “Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas ni la Superintendencia de Servicios Sanitarios.”.



b) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que ha pasado a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, que aprobó normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.”.



2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 122 bis, introducido por el artículo 1° N° 14, la frase “a que se refiere el inciso quinto del artículo 122” por “a que se refiere el inciso cuarto del artículo 122”.



3.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 131 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 17, por el siguiente:



“La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo. El Director General de Aguas determinará, mediante resolución, las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector que involucre el punto de la respectiva solicitud tales como la ubicación de la bocatoma, el punto donde se desea captar el agua y el lugar donde se encuentra la aprobación de la obra hidráulica, entre otros, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y la forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.”.



4.- Reemplázase en el artículo 148, modificado por el artículo 1° N° 24, la frase ““inciso primero del artículo 142” por “inciso final del artículo 141”” por la expresión ““inciso tercero del artículo 141” por “inciso primero del artículo 142””.



5.- Sustitúyese en el N° 5 del artículo 3° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63”.


6.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 4º transitorio:



“No será requisito para el aprovechamiento de aguas subterráneas indicadas en el inciso primero del artículo 56 del Código de Aguas, realizar la regulación señalada en el presente artículo.



La constitución de derechos de aprovechamiento que se realice de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, respecto de captaciones construidas en inmuebles regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1968, del Ministerio de Agricultura, sólo se podrá efectuar a nombre de la respectiva comunidad agrícola. Estas normas se aplicarán a todas las solicitudes que ya hayan sido ingresadas a trámite como así también respecto de aquéllas que en el futuro se presenten.”.


7.- Reemplázase en el N° 4 del artículo 5° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63.”.



8.- Agréganse, como incisos segundo y tercero del artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, los siguientes:



“Para la presentación de las solicitudes que se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior. No obstante, para los efectos de la constitución del respectivo derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, se deberán acompañar los antecedentes indicados en dicha disposición.  Los antecedentes que acrediten la propiedad del inmueble a nombre del respectivo Comité, o la autorización de su dueño, o de los organismos señalados en el Nº 2 del artículo anterior, deberán acompañarse a más tardar dentro del plazo de dos años, contado desde el ingreso de la respectiva solicitud.  Si no se acompañan dentro del plazo señalado, dicha solicitud será denegada.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si el inmueble donde se encuentra la obra de captación de aguas subterráneas pertenece a una comunidad de propietarios, a una municipalidad o es de propiedad indígena, para constituir el derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.”.

ARTÍCULO 2°



Artículo 2º.- Otórgase un nuevo plazo de seis meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas a que se refiere el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017.



Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de junio de 2006.



Tratándose de las solicitudes a que se refiere el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, otórgase un nuevo plazo de doce meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas. Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de diciembre de 2006.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Sabag, Horvath, Moreno y Núñez.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 20.017, que modifica el Código de Aguas:


1.- Modifícase el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 13 de la siguiente forma: 



a) Reemplázase la oración que viene a continuación del punto seguido, por la siguiente: “Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas ni la Superintendencia de Servicios Sanitarios.”.



b) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que ha pasado a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, que aprobó normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.”.



2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 122 bis, introducido por el artículo 1° N° 14, la frase “a que se refiere el inciso quinto del artículo 122” por “a que se refiere el inciso cuarto del artículo 122”.



3.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 131 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 17, por el siguiente:



“La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo. El Director General de Aguas determinará, mediante resolución, las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector que involucre el punto de la respectiva solicitud tales como la ubicación de la bocatoma, el punto donde se desea captar el agua y el lugar donde se encuentra la aprobación de la obra hidráulica, entre otros, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y la forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.”.



4.- Reemplázase en el artículo 148, modificado por el artículo 1° N° 24, la frase ““inciso primero del artículo 142” por “inciso final del artículo 141”” por la expresión ““inciso tercero del artículo 141” por “inciso primero del artículo 142””.



5.- Sustitúyese en el N° 5 del artículo 3° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63”.


6.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 4º transitorio:



“No será requisito para el aprovechamiento de aguas subterráneas indicadas en el inciso primero del artículo 56 del Código de Aguas, realizar la regulación señalada en el presente artículo.



La constitución de derechos de aprovechamiento que se realice de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, respecto de captaciones construidas en inmuebles regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1968, del Ministerio de Agricultura, sólo se podrá efectuar a nombre de la respectiva comunidad agrícola. Estas normas se aplicarán a todas las solicitudes que ya hayan sido ingresadas a trámite como así también respecto de aquéllas que en el futuro se presenten.”.


7.- Reemplázase en el N° 4 del artículo 5° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63.”.



8.- Agréganse, como incisos segundo y tercero del artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, los siguientes:



“Para la presentación de las solicitudes que se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior. No obstante, para los efectos de la constitución del respectivo derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, se deberán acompañar los antecedentes indicados en dicha disposición.  Los antecedentes que acrediten la propiedad del inmueble a nombre del respectivo Comité, o la autorización de su dueño, o de los organismos señalados en el Nº 2 del artículo anterior, deberán acompañarse a más tardar dentro del plazo de dos años, contado desde el ingreso de la respectiva solicitud.  Si no se acompañan dentro del plazo señalado, dicha solicitud será denegada.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si el inmueble donde se encuentra la obra de captación de aguas subterráneas pertenece a una comunidad de propietarios, a una municipalidad o es de propiedad indígena, para constituir el derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.”.



Artículo 2º.- Otórgase un nuevo plazo de seis meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas a que se refiere el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017.



Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de junio de 2006.



Tratándose de las solicitudes a que se refiere el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, otórgase un nuevo plazo de doce meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas.  Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de diciembre de 2006.”.

_______________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien, en su nombre y en el del Comité Partido Renovación Nacional, lo felicita, extendiendo los parabienes al señor Vicepresidente, a la Comisión de Régimen Interior y a los técnicos que participaron en el proceso, por el sistema informático que se ha implementado, denominado “pupitre digital” y que, agrega, constituye un inmenso aporte para la modernización del trabajo legislativo.



El señor Presidente agradece las expresiones del Honorable Senador señor Cantero.

_______________



A continuación, el señor Presidente da cuenta a la Corporación del Certificado de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, recaído en el proyecto de ley que introduce modificaciones al artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio, correspondiente al Boletín Nº 4.095-05, y señala que, según el acuerdo adoptado por la Sala, corresponde agregar, de inmediato, esta iniciativa al Orden del Día de esta sesión.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones al artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio, con Certificado de las Comisiones de 

Hacienda y de Minería y Energía, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al artículo 2º transitorio de la ley Nº 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio, con Certificado de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, correspondiente al Boletín Nº 4.095-05, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que el proyecto de ley debe ser discutido en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de discusión inmediata, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General manifiesta que las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, aprobaron tanto en general como en particular esta iniciativa de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Núñez, Ominami, Orpis, Páez y Prokurica, y proponen, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general y en particular del proyecto de ley, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.026, de la siguiente forma:


1) Agréganse en el artículo 2° transitorio, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


 “En los casos en que participen en el capital de una empresa explotadora minera receptora de inversión extranjera, socios que gocen de los derechos de invariabilidad contenidos en los artículos 7° u 11 bis, numerales 1 y 2, del decreto ley N° 600, de 1974, y otros socios, nacionales o extranjeros, que no gocen de ninguno de dichos derechos o que, habiendo renunciado a la garantía de invariabilidad tributaria establecida en el artículo 7° y, en consecuencia, a la garantía establecida en el artículo 11 bis N° 1, gocen únicamente de la invariabilidad de normas del número 2 del artículo 11 bis, los socios que gocen del beneficio de invariabilidad tributaria tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto Adicional establecido en el artículo 60 de la Ley sobre Impuesto a la Renta por el impuesto específico a la actividad minera pagado por la empresa receptora de su inversión. Este crédito será equivalente a la proporción que la participación que el respectivo inversionista extranjero tenga en las utilidades de la empresa minera  represente en el total del impuesto establecido en el artículo 64 bis de la ley señalada, devengado por dicha empresa en el mismo ejercicio que corresponda a las rentas afectas al Impuesto Adicional respectivo. Para este efecto, dicho impuesto deberá reajustarse según la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquél en que se hubiera devengado el impuesto específico establecido en el artículo 64 bis de la misma ley y el mes anterior a aquél en que deba imputarse como crédito contra el Impuesto Adicional que afecte al inversionista extranjero. La empresa deberá calcular y llevar el registro del crédito que se establece en este artículo en conformidad con las instrucciones que emitirá el Servicio de Impuestos Internos.
 

Al crédito establecido en el inciso anterior, se le deducirá la cantidad que resulte de aplicar la tasa del Impuesto de Primera Categoría que corresponda sobre el monto del impuesto del artículo 64 bis de la referida Ley sobre Impuesto a la Renta que se dedujo como gasto en la determinación de la renta liquida imponible del Impuesto de Primera Categoría, en la proporción de la participación que el respectivo inversionista extranjero tenga en las utilidades de la empresa minera.


Si producto de la imputación establecida en los incisos anteriores resulta un excedente en favor del inversionista extranjero, éste se devolverá como pago provisional en la forma prevista en la Ley sobre Impuesto a la Renta, en lo que corresponda.”.

 

2) Agrégase el siguiente artículo 8° transitorio:
 

Artículo 8° transitorio.- Aquellos inversionistas extranjeros que se hayan acogido a lo dispuesto en el artículo 3° transitorio precedente y sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2 del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, y aquellos inversionistas que mantengan vigentes contratos de inversión extranjera en virtud de los cuales gocen de dicho derecho, podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo 3° transitorio de la presente ley, en las mismas condiciones y por el plazo establecido en el N°3 de dicho artículo, con las siguientes modificaciones:


1) Podrán descontar de la renta imponible operacional establecida en el artículo 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los intereses pagados o devengados sobre cantidades adeudadas, dentro del año a que se refiere dicho impuesto;


2) No podrán descontarse de la renta imponible operacional los intereses pagados o adeudados a entidades o personas relacionadas con el explotador minero en aquella parte que, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 59 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sean consideradas exceso de endeudamiento; 
 

3) La empresa receptora de la inversión y los inversionistas extranjeros deberán renunciar expresa e irrevocablemente a los derechos a que se refiere el numeral 2 del artículo 3° transitorio precedente, y


4) La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas del presente artículo y la renuncia a que se refiere el número precedente deberán presentarse a más tardar el día 30 de junio de 2006.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami, Prokurica, Orpis y Cantero.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por 17 votos a favor, 3 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Cantero.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Ávila, Boeninger, Cordero, Fernández, Flores, Moreno, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Prokurica, Romero, Vega y Viera-Gallo.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Canessa, Martínez y Zurita.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

________________

________________



El señor Presidente, atendido que se la ha informado que la Comisión Mixta encargada de resolver las divergencias suscitadas respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11), ha dado término a su cometido, sugiere a la Corporación que el Honorable Senador señor Viera-Gallo, en su calidad de Presidente de la misma, efectúe un informe verbal respecto de la proposición de la Comisión Mixta, en cuanto a los temas en que disentían ambas Corporaciones, sin perjuicio de que se entregue, posteriormente, el informe escrito correspondiente.



La Sala así lo acuerda.

________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias 

relativas a la publicidad y el consumo del tabaco



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión Mixta deja constancia que el número 11) del artículo 1º del proyecto de ley, que agrega un artículo 15, nuevo, a la ley Nº 19.419, debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Comisión Mixta, por oficio Nº 302/S-2006, remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, de conformidad al artículo 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y Honorables Diputados señores Accorsi, Melero, Olivares, Palma y Robles, concordó en el texto de diversas disposiciones del proyecto de ley, y con el voto de mayoría acordó las modificaciones referidas a los incisos primero y tercero del artículo 3º, contenido en el número 2) del artículo 1º del proyecto; el reemplazo del inciso segundo del artículo 4º, contenido en el número 3) del artículo 1º; el rechazo del inciso final, nuevo, del artículo 6º, contenido en el número 5) del artículo 1º; el rechazo de la incorporación de los incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 9º, contenido en el número 8) del artículo 1º; el rechazo de las letras f) y g), nuevas, del artículo 10, contenido en el número 9) del artículo 1º, y el rechazo de la sustitución de la letra a) y el reemplazo de la letra e) del artículo 11. En consecuencia, la Comisión Mixta sugiere como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“Artículo 1º
Número 1)



--Contemplar como letra c) del artículo 2° la siguiente:



“c) Productos hechos con tabaco: Cualquier producto que contenga o sea  preparado totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco.”. 


--Rechazar las letras d), f) y g), nuevas, aprobadas por la Cámara de Diputados. 
Número 2)



1) Considerar el texto del artículo 3° aprobado por el Senado como inciso primero de la norma.



2) Contemplar el inciso segundo del texto sancionado por la Cámara de Diputados, con modificaciones. 


3) Rechazar el inciso tercero aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.
Número 3)



--Rechazar las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados al artículo 4°, y, en consecuencia, aprobar la norma sancionada por el Senado. 

Número 5)



--Rechazar la supresión del párrafo final del inciso primero del artículo 6° propuesta por la Cámara de Diputados.


--Rechazar la sustitución de los dos párrafos finales del inciso tercero del artículo 6° acordada por la Cámara de Diputados (Unanimidad 9x0), y



--Rechazar la incorporación del inciso final, nuevo (Mayoría 6x3).

Número 6)



--Acoger la idea contenida en el inciso final nuevo, propuesto por la Cámara de Diputados, en el carácter de norma transitoria del proyecto. 
Número 7)



--Rechazar el reemplazo de su encabezamiento propuesto por la Cámara de Diputados. 
- - -

Número 8), nuevo,aprobado por la Cámara de Diputados



--Rechazar la incorporación de este número. 
Número 8)



--Rechazar la incorporación de los incisos segundo y tercero, nuevos, aprobada por la Cámara de Diputados.



--Rechazar la modificación al inciso segundo, consistente en reemplazar la frase “podrá prohibir” por la palabra “prohibirá”. 


--Rechazar la modificación que intercala, en el inciso final, una coma (,) a continuación de las palabras que indica.
Número 9)

Artículo 10



--Rechazar las letras f) y g), nuevas, propuestas por la Cámara de Diputados.

Artículo 10 bis

(Pasa a ser 11)



--Rechazar la sustitución de la letra a) aprobada por la Cámara de Diputados. 


--Aprobar la modificación de la Cámara de Diputados la que reemplaza la letra e). 


-- Aprobar las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados al inciso segundo. 
Artículo 11

(Pasa a ser 12)



--Rechazar, en el inciso primero, el reemplazo de la palabra “deberá” por “deberán”. 
Número 11)

(Pasa a ser 12)

Artículo 14



-- Aprobar la enmienda de la Cámara de Diputados consistente en suprimir el artículo 14 aprobado por el Senado. 
Artículo 15

(Pasa a ser 16)



--Rechazar las modificaciones de la Cámara de Diputados referidas a las letra a) y d), que ha pasado a ser letra c), del N° 2; el reemplazo de la letra c) del N° 3; la sustitución de la palabra “incorporan” por “incorporen” recaída en el N° 4); la recaída en el N° 5; y la que suprime la frase “o a una distancia inferior de la permitida de los establecimientos educacionales”, contenida en el inciso tercero del N° 12. 
- - -

Número 12, nuevo,

incorporado por la Cámara de Diputados

(Pasa a ser N° 11)



--Acoger la proposición de la Cámara de Diputados de incorporar esta norma, sustituyéndolo por el siguiente: 


11) Agrégase el siguiente artículo 15, nuevo:



“Artículo 15.-  La Autoridad Sanitaria y Carabineros de Chile fiscalizarán el cumplimiento de la presente ley, y ,en caso de constatar alguna infracción, denunciarán el hecho ante el Juez de Letras o Juez de Policía Local competente, según lo dispuesto en el inciso siguiente. 



Si la infracción que se constata tiene prevista en la ley como máximo una multa aplicable superior a 50 unidades tributarias mensuales, la denuncia se formulará ante el Juez de Letras correspondiente al territorio jurisdiccional donde ésta haya sido cometida, y tratándose de infracciones que tengan señalada una multa inferior al monto antes indicado, la denuncia deberá interponerse ante el Juez de Policía Local competente de acuerdo a las reglas generales. 



El Juez de Letras o el Juez de Policía Local, según corresponda, serán los facultados para imponer la sanción correspondiente, y contra su resolución procederán los recursos que franquea la ley. En el primer caso, el procedimiento se sujetará a las reglas del juicio sumario y, en el segundo, a lo establecido en la ley N° 18.287. 



En caso alguno se podrá exigir el pago previo de la multa, que será siempre a beneficio fiscal.”.”.
- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, en su calidad de Presidente de la Comisión Mixta, quien realiza una exposición sobre los acuerdos adoptados por la referida Comisión y que configuran la proposición de la misma para solventar las discrepancias entre el Senado y la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Núñez y señora Matthei.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 31 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta manera a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:



1) Intercálase, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo, nuevo:



“Artículo 2º.- Para todos los efectos legales se entenderá por:



a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco;



b) Industria tabacalera: Comprende a fabricantes, distribuidores mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco;



c) Productos hechos con tabaco: Cualquier producto que contenga o sea  preparado totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco;



d) Aditivo: Cualquier sustancia, con excepción de las hojas de tabaco u otra parte natural o no procesada de la planta de tabaco, utilizada en la preparación de un producto de tabaco y que esté presente en el producto final, aun cuando se hubiere alterado su forma, incluidos papel, filtros, impresos y adhesivos.”.


2) Sustitúyese el artículo 2°, que pasa a ser artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta. Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.


Se prohíbe, asimismo, la publicidad en las señales internacionales de los medios de comunicación chilenos o de páginas de internet cuyos dominios correspondan a la terminación “punto cl”.”.



3) Sustitúyese el artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, por el siguiente:



“Artículo 4º.- Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad. Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.



Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público. 



En ningún caso podrán venderse cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.



4) Intercálase, a continuación del artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, el siguiente artículo, nuevo:



“Artículo 5°.- Se prohíbe ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, tales como la donación, bonificación o reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, sorteo o concurso, así como la distribución de dichos productos sin compensación monetaria.”.


5) Sustitúyese el artículo 4°, que pasa a ser artículo 6°, por el siguiente:



“Artículo 6º.- Todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberán contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica su consumo o exposición al humo del tabaco. Esta advertencia tendrá una vigencia de 12 meses, deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.



En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco, esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 50% de cada una de ellas. La advertencia se colocará en la parte inferior de cada cara.



El decreto indicado establecerá una o más advertencias sucesivas, que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio nacional. Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.



Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 50% del aviso.”.



6) Sustitúyese el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, por el siguiente:



“Artículo 7°.- Los planes y programas de estudio de la Educación General Básica y de la Educación Media de ambas modalidades deberán considerar objetivos y contenidos destinados a educar e instruir a los escolares sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también el carácter adictivo de éstos.”.



7) Agrégase el siguiente artículo nuevo, a continuación del artículo 5º, que pasa a ser artículo 7°:



“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos se incluyan términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares.”.



8) Sustitúyese el artículo 6º, que pasa a ser artículo 9°, por el siguiente:



“Artículo 9º.- La casa matriz del fabricante o el importador de los productos hechos con tabaco deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre sus constituyentes y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. 



El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de los aditivos y sustancias que aumenten el daño o riesgo del consumidor de dichos productos, y establecer los limites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. 



Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.”.



9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los  siguientes:



“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores:



a) establecimientos de educación prebásica, básica y media;


b) recintos donde se expenda combustibles;


c) aquellos en que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos;


d) medios de transporte de uso público o colectivo;


e) ascensores.



Artículo 11.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre:



a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, en las oficinas individuales se podrá fumar sólo en el caso que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior;


b) establecimientos de educación superior, públicos y privados;


c) establecimientos de salud, públicos y privados;


d) aeropuertos y terrapuertos;


e) teatros, cines, lugares en que se presenten espectáculos culturales y musicales, salvo que sean al aire libre;


f) gimnasios y recintos deportivos;


g) centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general;


h) supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.



En los lugares anteriormente enumerados, podrá existir una o más salas especialmente habilitadas para fumar, con excepción de los casos que señala la letra c).



Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.



En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el artículo 10 y en los incisos precedentes, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores, oyendo el parecer de los empleados.



Artículo 12.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarés, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.



En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 100 metros cuadrados, se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente.



Tratándose de discotecas y cabarés, donde se expenda bebidas alcohólicas y se asegure la entrada sólo para mayores de 18 años, se aplicarán las normas del inciso anterior sin la limitación de superficie indicada.



Artículo 13.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar claramente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.



En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español. Asimismo, a la entrada y al interior de los lugares o recintos reservados para fumadores, se deberá exhibir advertencias que indiquen dicha circunstancia.”.



10) Sustitúyese el artículo 8º, que pasa a ser artículo 14, por el siguiente:



“Artículo 14.-  Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán colaborar con sus empresas adheridas asesorándolas respecto de los contenidos de la información que éstas presten a sus trabajadores y usuarios sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y acerca de los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.


11) Agrégase el siguiente artículo 15, nuevo:



Artículo 15.-  La Autoridad Sanitaria y Carabineros de Chile fiscalizarán el cumplimiento de la presente ley, y, en caso de constatar alguna infracción, denunciarán el hecho ante el Juez de Letras o Juez de Policía Local competente, según lo dispuesto en el inciso siguiente. 



Si la infracción que se constata tiene prevista en la ley como máximo una multa aplicable superior a 50 unidades tributarias mensuales, la denuncia se formulará ante el Juez de Letras correspondiente al territorio jurisdiccional donde ésta haya sido cometida, y tratándose de infracciones que tengan señalada una multa inferior al monto antes indicado, la denuncia deberá interponerse ante el Juez de Policía Local correspondiente al territorio jurisdiccional donde ésta haya sido cometida.



El Juez de Letras o el Juez de Policía Local, según corresponda, serán los facultados para imponer la sanción correspondiente, y contra su resolución procederán los recursos que franquea la ley. En el primer caso, el procedimiento se sujetará a las reglas del juicio sumario y, en el segundo, a lo establecido en la ley N° 18.287. 



En caso alguno se podrá exigir el pago previo de la multa, que será siempre a beneficio fiscal.



12) Sustitúyese el artículo 9°, que pasa a ser artículo 16, por el siguiente:



Artículo 16.- La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada en conformidad a las reglas siguientes:



1) Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 9º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.



2) Multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:



a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º.



b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicación al público de la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3º.


c. Exhibir, en los lugares de venta de productos hechos con tabaco, avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso cuarto del artículo 6º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 50% del aviso.



d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 4º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 3º, al exterior de los lugares de venta.



e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 5°.



3) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:



a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 6º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.



b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 6º.



c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 9º.



d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 9º.



4) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.



5) Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.



6) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 8°.



7) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículo 12 y 13.



8) Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.



9) Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de 10 a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción por vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.



10) Multa de 2 a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:



a. Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 13.



b. Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 13.



11) Multa de 1 unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.



12) Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11, 12 y 13.



Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomarán en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.



En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa. Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período, se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hechos con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, lugares donde se presenten espectáculos culturales y musicales, gimnasios y recintos deportivos, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 12, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.



Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.



Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”.



13) Sustitúyese el artículo 10, que pasa a ser artículo 17, por el siguiente:



“Artículo 17.- En caso que la infracción sea cometida por un órgano de la Administración del Estado, la Autoridad Sanitaria  deberá, además, poner el asunto en conocimiento del Órgano Público correspondiente para que adopte las medidas administrativas que correspondan, enviando copia de dicha comunicación al Subsecretario de Salud Pública, quien llevará un registro público de ellas.”. 



14) Derógase el artículo 11.



15) Derógase el artículo 12.



Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º de la ley Nº 19.419, sustituido por esta ley, y que pasa a ser artículo 3°, que entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses contados desde esa fecha; y lo establecido en el artículo 12, inciso primero, que entrará en vigencia un año después de la publicación esta ley en el Diario Oficial.



Durante los plazos de vacancia legal establecidos en el inciso anterior para los artículos 2º, que pasa a ser artículo 3°, y 12, inciso primero, se mantendrán vigentes los artículos 2º y 7º, inciso final, de la ley Nº 19.419, respectivamente y, en caso de infracción a ellos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 16 N°s 2) y 10), según corresponda.”. 



Artículo 3°.- Derógase el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974.”.



Artículo transitorio.- Los planes  y programas de estudio a que se refiere el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, contenido en el número 6) del artículo 1° de la presente ley, deberán estar en ejecución en el mes de marzo de 2007.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al señor Secretario General, el que informa a la Sala que ha llegado a la Mesa una Moción suscrita por los Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Romero y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de acuerdo sobre modificación del Estatuto del Personal de la Biblioteca del Congreso Nacional (Boletín Nº S 843-12)



El señor Presidente indica que a la referida iniciativa se le dará la trámitación correspondiente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que el señor Senador que a continuación se señala, ha solicitado se dirijan, en su nombre, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Horvath, al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director Nacional de Vialidad, respecto de la asignación de fondos para la prevención de la corrosión de puentes en la Región de Aysén.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señalado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En seguida, el señor Presidente señala que, por acuerdo unánime de los Comités, ratificado por la Sala, se ha destinado el tiempo de Incidentes a la despedida, si así lo desean hacer, de los señores Senadores que cesan su período como tal.



El señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Fernández, Martínez, Cordero, Canessa, Vega, Zaldívar (don Andrés), Moreno y Bombal.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

LEGISLATURA NÚMERO 354

SESION DE INSTALACIÓN DEL SENADO DE 11 DE MARZO DE 2006.



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero y Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Actúan de Secretario y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________



El señor Presidente abre la Sesión de Instalación de la Corporación, que ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en los artículos 5º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y 3º del Reglamento del Senado, con el objeto de constituirse y elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



A continuación, el señor Presidente anuncia que, en cumplimiento de lo prescrito en el artículo 3º del Reglamento del Senado, corresponde que el señor Secretario General de cuenta del oficio mediante el cual el Tribunal Calificador de Elecciones, como resultado de la elección efectuada el 11 de diciembre de 2005, comunica la Sentencia de Proclamación de los ciudadanos electos como Senadores.



El señor Secretario General señala que en la Sentencia que se adjunta al oficio mencionado por el señor Presidente, el Tribunal Calificador de Elecciones informa que ha proclamado a las siguientes personas como Senadores electos en las Circunscripciones Senatoriales que en cada caso se señalan:



En la Segunda Circunscripción, a don Carlos Cantero Ojeda y a don José Antonio Gómez Urrutia.



En la Cuarta Circunscripción, a doña Evelyn Matthei Fornet y a don Jorge Pizarro Soto.



En la Séptima Circunscripción, a don Guido Girardi Lavín y a don Jovino Novoa Vásquez



En la Octava Circunscripción, a doña Soledad Alvear Valenzuela y

a don Pablo Longueira Montes.



En la Novena Circunscripción, a don Andrés Chadwick Piñera y a don Juan Pablo Letelier Morel.



En la Duodécima Circunscripción, a don Alejandro Navarro Brain y a don Hosaín Sabag Castillo.



En la Décimo Tercera Circunscripción, a don Víctor Pérez Varela y a don Mariano Ruiz-Esquide Jara.



En la Décimo Sexta Circunscripción, a don Andrés Allamand Zavala y a don Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



En la Décimo Séptima Circunscripción, a don Camilo Escalona Medina y a don Carlos Ignacio Kuschel Silva.



En la Décimo Novena Circunscripción, a don Carlos Bianchi Chelech y a don Pedro Muñoz Aburto.

- - -



Luego, el señor Presidente anuncia que, de conformidad con lo prescrito en el artículo 4º del Reglamento de la Corporación, corresponde que los señores Senadores electos recién nombrados presten juramento o promesa individual. En consecuencia, les solicita ubicarse, a medida que son nombrados, frente a la Testera para tal efecto. Asimismo, pide a los Honorables señores Senadores y a las demás las personas presentes ponerse de pie.



Posteriormente, los señores Senadores electos prestan juramento o promesa en forma individual, declarándolos el señor Presidente investidos en el carácter de Senadores y, por tanto, incorporados al Senado.

- - -



A continuación, el señor Presidente, Honorable Senador señor Romero, efectúa una exposición acerca de su gestión como autoridad de la Corporación y la labor que le corresponde al Senado y al Poder Legislativo frente a la ciudadanía.



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al señor Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gazmuri, quien destaca la conformación del Senado que se instala en esta sesión, el que, expresa, aunque sea parcialmente, refleja las mayorías y minorías ciudadanas.



En seguida, el señor Presidente anuncia que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 3º y 21 del Reglamento del Senado, corresponde elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



Indica que, en primer término, se pondrá en votación la elección de Presidente.



El señor Secretario General informa que la referida elección debe hacerse en votación secreta, mediante el sistema de cédulas, conforme a lo prescrito en el artículo 162 del Reglamento del Senado, las cuales son repartidas a los señores Senadores presentes.



Terminada la votación, el señor Secretario General manifiesta que se han recibido 38 cédulas, correspondientes a igual número de señores Senadores presentes en la Sala.



El señor Presidente anuncia que en virtud de lo dispuesto en el artículo 175 del Reglamento de la Corporación, corresponde leer las cédulas una a una, en voz alta, para los efectos de su escrutinio.



En seguida, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Frei-Ruiz-Tagle, 20 votos, y por la Honorable Senadora señora Matthei, 18 votos.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle como Presidente y lo invita a ocupar su lugar en la Testera.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente, Honorable Senador señor Frei, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien consulta respecto del carácter de secreta que se ha dado a la elección precedentemente realizada y sugiere al señor Presidente que la elección de Vicepresidente del Senado se lleve a efecto en forma pública.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Romero manifiesta que de conformidad a lo establecido en la Carta Fundamental, la ley y el Reglamento del Senado, y a la opinión de la Secretaría del Senado sobre la materia, estimó que la votación debía ser secreta.



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar, el que solicita se deje constancia de las expresiones del ex Presidente del Senado, Honorable Senador señor Romero, por cuanto estima que ello permitirá a la Corporación adoptar, con el resguardo debido, aquellas decisiones que impliquen intereses superiores.



Luego, el señor Presidente confiere el uso de la palabra al señor Secretario General del Senado, quien explica la opinión de la Secretaría respecto de la forma de votar las elecciones de Presidente y Vicepresidente.



Seguidamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, el que le solicita recabe un pronunciamiento de la Sala acerca de la forma de votar en la elección que debe efectuarse a continuación.



El señor Presidente recuerda a la Sala que se debe concurrir a la ceremonia de transmisión del mando y pone en votación, en forma secreta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 162 del reglamento de la Corporación, la elección de Vicepresidente del Senado.



Terminada la votación, el señor Secretario General manifiesta que se han recibido 38 cédulas, correspondientes a igual número de señores Senadores presentes en la Sala.



El señor Presidente anuncia que en virtud de lo dispuesto en el artículo 175 del Reglamento de la Corporación, corresponde leer las cédulas una a una, en voz alta, para los efectos de su escrutinio.



En seguida, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Naranjo, 20 votos, y por el Honorable Senador señor García, 18 votos.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Jaime Naranjo Ortiz como Vicepresidente y lo invita a ocupar su lugar en la Testera.

- - -



En seguida, el señor Presidente del Senado, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle hace uso de la palabra agradeciendo su elección como Presidente del Senado.

- - -



A continuación, el señor Presidente solicita al Honorable Senador señor Romero que se acerque a la Testera, con la finalidad de hacerle entrega de la campana simbólica de la Sala.

- - -



Finalmente, el señor Presidente expresa que, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 5º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 3º del Reglamento de la Corporación, declara solemnemente instalado el Senado.

 

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES “PROTOCOLO DE SAN SALVADOR”

(4087-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE ADECUACIONES NECESARIAS EN LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL PARA ADAPTARLA A LA LEY Nº 20.050, QUE REFORMÓ LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

(3962-07)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional:


1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 2º por el siguiente:


“Quedarán sujetas a las normas de esta ley, además de lo dispuesto en el artículo anterior, la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”.


2.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5º por los tres siguientes:


“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.


El período de sesiones del Congreso se extenderá entre el 11 de marzo de cada año y el 10 de marzo del año siguiente.


La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.”.


3.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5º A, por los siguientes:

“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores, las Cámaras y sus órganos internos, así como de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.


Las sesiones de las Cámaras o de sus comisiones, los documentos y antecedentes de las mismas, las actas de sus debates y las votaciones serán públicas. Sin embargo, cuando la publicidad de alguna de ellas afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados presentes o, en su caso, de los senadores o diputados presentes integrantes de la comisión, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración.


En todo caso, dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.


4.- Suprímese el inciso segundo del artículo 6º.


5.- Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°.- Los organismos de la administración del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras o por los organismos internos autorizados por sus respectivos reglamentos, con excepción de aquellos que por expresa disposición de una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos o reservados.


Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán proporcionados por el respectivo servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.


Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.

6.- Agrégase el siguiente inciso en el artículo 10:


“Igual sanción será aplicable a los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran ellos o el personal de su dependencia a la citación de una comisión especial investigadora o no proporcionen los antecedentes que se les solicitaren.”.


7.- Reemplázanse en el inciso primero del artículo 15 las expresiones “el artículo anterior” por las siguientes: “los artículos anteriores”.


8.- Sustitúyese en el artículo 16 el guarismo “74” por “77”.


9.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 19 la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por la siguiente: “dentro del mes de septiembre de cada año”.


10.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.


Estas comisiones serán presididas por el senador o diputado que elija la mayoría de ellas y se reunirán alternativamente, por asunto, en las salas de comisiones del Senado o de la Cámara de Diputados , y podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.


11.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.


La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.


No obstante, cualquiera de las Cámaras podrá acordar que el plazo de la urgencia de un proyecto quede suspendido mientras en la comisión que deba informarlos estén pendientes dos o más proyecto con urgencia. En todo caso, la suspensión de la urgencia no podrá significar una extensión del plazo más allá del establecido en el citado artículo 74 de la Constitución Política.”. 


12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días, y si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.”.


b) Agrégase en el inciso segundo, sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración:


“Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.


13.- Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse en el inciso segundo los términos “cuatro días” y “tres días” por “cinco días”.


b) Sustitúyense en el inciso tercero los términos “un día” y “uno” por los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.


14.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- El término del respectivo período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan presentado en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.”.


15.- Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:


“Las proposiciones que hagan las comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se aprobarán con la votación que corresponda según la naturaleza de las normas legales propuestas.”.


16.- Sustitúyese en los artículos 37, 39 y 47 el guarismo “48” por “52”.


17.- Intercálanse, a continuación del artículo 52, los siguientes Títulos V y VI, nuevos, pasando los actuales artículos 53, 54, 55 y 56 del Título Final, a ser 64, 65, 66 y 67, respectivamente, sin modificaciones.

TÍTULO V

De las comisiones especiales investigadoras.


“Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.


Estas comisiones ni aun por la unanimidad de sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias no comprendidas al momento de su creación.


Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados.


La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de su vencimiento.


La última sesión que una comisión especial investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por quince días para que aquella acuerde las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.


En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.


Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligado a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que aquéllas estimen indispensables para el cumplimiento de su cometido.


Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.


Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.


Las citaciones o peticiones de antecedentes podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación o solicitud a este último para el solo efecto de su conocimiento.


Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe el órgano de administración correspondiente.


En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.


Las autoridades, funcionarios y personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión. 

Asimismo, al comparecer, dichas personas deberán suministrar los antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión y que se refieran al cometido de ésta, salvo que se trate de asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos. En este último caso, dichos antecedentes sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o por la persona que ostente la representación legal de la empresa en que labora la persona requerida.


Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación legal. Si se tratare de antecedentes que de conformidad a una ley de quórum calificado, tuvieren el carácter de secretos, sólo podrán proporcionarse en sesión secreta por el respectivo Ministro o representante legal de la empresa.


Artículo 55.- Las personas citadas por una comisión especial investigadora que se encontraren en alguna de las situaciones de excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.


Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.


Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañadas de un asesor o letrado con el fin de que les preste asesoría  y les proporcione los antecedentes escritos u orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.


Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá cuidar porque se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará porque no se les falte el respeto debido con acciones o palabras descomedidas o con imputaciones mediante las cuales se les atribuyan intenciones o sentimientos opuestos a sus deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales.


Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.


La comparecencia de una persona a una comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.


Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.


Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.

TÍTULO VI

De los tratados internacionales.


Artículo 59.- La aprobación de un tratado requerirá de los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.


Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el quórum más elevado que corresponda a las materias reguladas por sus normas, dejando constancia de cuales son las que han requerido quórum calificado u orgánico constitucional.


Durante la discusión de los tratados, sólo podrá corregirse el texto de la parte dispositiva del proyecto de acuerdo propuesto por el Presidente de la República, con el único objeto de precisar el título o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, sometido a la consideración del Congreso Nacional.


Artículo 60.- Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución.

Artículo 61.- El Presidente de la República informará sobre el contenido y alcance del tratado, el de las reservas que pretenda confirmar o formular y el de las declaraciones interpretativas que quiera plantear; como también sobre la aceptación u oposición a las reservas o declaraciones interpretativas formuladas por terceros estados.


Artículo 62.- En el curso del trámite de su aprobación, cada Cámara podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado, siempre que ellas procedan en conformidad a lo previsto en el propio tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.


El Congreso Nacional declarará en la parte dispositiva del proyecto de acuerdo correspondiente, cuales han sido las reservas o declaraciones interpretativas que ha tenido en consideración al momento de aprobar el tratado, ya sean las que el Presidente de la República tenga el propósito de confirmar o formular, o las que el Congreso Nacional decida sugerirle, en conformidad con lo dispuesto por el inciso tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política.


Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.


El oficio respectivo será remitido para informe de la comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo prudencial que la Cámara respectiva acuerde.


En dicho informe, la Comisión se pronunciará sobre los efectos, favorables o adversos, que podría producir la denuncia o el retiro.


El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente.


Producida la denuncia o el retiro, el Presidente de la República deberá informar de ello, dentro de los quince días siguientes, al Congreso Nacional.”.


18.- Agrégase el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo 4º.- No obstante la modificación incorporada por esta ley al inciso primero del artículo 9º y lo previsto en el nuevo artículo 54, de conformidad  a la disposición cuarta transitoria de la Constitución, se entenderá que cumplen con la exigencia de quórum calificado, los preceptos legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos.”.
******
Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto fue aprobado en general con el voto conforme de 111 Diputados, en tanto que en particular fue aprobado con igual votación, salvo el número 15, que lo fue por la afirmativa de 73 Diputados y el número 16, respecto del inciso sexto del artículo 54, que fue sancionado con el voto favorable de 104 Diputados, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE FACULTADES PARA REGULARIZAR CONSTRUCCIONES EN INMUEBLES EN QUE FUNCIONEN JARDINES INFANTILES

(4088-04)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.-
Los propietarios y meros tenedores de los inmuebles en los que funcionen jardines infantiles, cuyas edificaciones o ampliaciones hayan sido construidas con anterioridad al 31 de diciembre de 2005, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva, podrán, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, presentar solicitud y antecedentes de regularización de  la situación del inmueble.

Para tales efectos, se deberá presentar ante la dirección de obras municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos, de cargo del interesado:

a)
Plano de ubicación, plantas de arquitectura de los pisos, planos de estructuras e informe del estado de  conservación de la construcción y sus instalaciones, todos los cuales deberán ser suscritos por un profesional competente;

b)
Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentre ubicada la construcción o ampliación;

c)
Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para los usuarios;

d)
Certificado de Higiene Ambiental expedido por la autoridad de salud competente;

e)
Descripción de las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, si correspondiere, elaborado por un profesional competente, y

f)
Informe de un profesional competente sobre las condiciones generales de seguridad contra incendio y de evacuación de personas.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, las edificaciones deberán cumplir con los siguientes requisitos:

1.- 
Que no se hubieren presentado, con anterioridad a la publicación de esta ley, reclamaciones de los vecinos directamente afectados por incumplimiento de las normas urbanísticas vigentes.

2.-
 Que se hubieren cumplido las normas de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y

3.-
 Que no estuvieren emplazadas en áreas de riesgo, ni en áreas declaradas de utilidad pública por el instrumento de planificación territorial.


Artículo 2º.-
La dirección de obras municipales devolverá aquellas solicitudes de regularización que no incluyan la totalidad de la documentación exigida,  debiendo el solicitante subsanar las omisiones. Cumplido lo anterior, la dirección de obras municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, ésta se tendrá por aprobada, siempre que cumpla con todos los requisitos establecidos en esta ley.

Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, se podrá reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo en un plazo de quince días corridos, contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue, en tal caso, el permiso o la recepción, o ambos según de que se trate.

La regularización de que trata la presente ley podrá ser solicitada tanto por el propietario como por el mero tenedor del inmueble, debiendo en caso de ser necesario, acompañar una autorización notarial del propietario. La solicitud de regularización que presente el tenedor del inmueble no presume la voluntad del propietario y deja a salvo el derecho a ser indemnizado de todo daño por el tenedor, cuando no haya contado con su aprobación.

A solicitud del propietario que se oponga a la regularización de las obras, la municipalidad respectiva deberá paralizar dicho trámite.

Artículo 3º.-
 Las regularizaciones acogidas a la presente ley estarán exentas del pago de los derechos a que se refiere el artículo 130 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR GARCÍA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA FORMA DE NOMBRAR APODERADOS A QUE SE REFIERE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

(4118-06)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY
Según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 159° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, cada uno de los partidos que participe en una elección y los candidatos independientes, pueden designar un apoderado con derecho a voz, pero sin voto, para que asista a las actuaciones que establece la ley de las respectivas Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y de las Oficinas Electorales que funcionen en los recintos de votación. El mismo derecho tienen los partidos políticos y los parlamentarios independientes en los plebiscitos nacionales. Tratándose de plebiscitos comunales este derecho sólo corresponde a las organizaciones comunitarias y actividades relevantes de la respectiva comuna o agrupación de comunas.
Para poder ejercer una persona como apoderado, el inciso segundo de la norma en referencia, dispone que sirve de título suficiente el nombramiento autorizado ante notario, que se les otorgue por las personas a que se refiere el artículo 7° de la ley, esto es, aquéllas que se han indicado en las declaraciones de candidaturas como a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial. En los plebiscitos, el nombramiento de apoderados es efectuado por el Presidente y el Secretario del Consejo Regional del partido o por el parlamentario independiente, en su caso.
De esta forma, en cada elección los partidos políticos y los candidatos independientes, procuran el nombramiento de miles de personas como apoderados, para las diversas instancias del proceso electoral que prevé la ley, debiendo asumir el costo que implica la autorización de los poderes ante notario, según lo que determina la misma ley.
Lo anterior, puesto que pese a lo establecido en el inciso segundo del artículo 168° antes citado, se ha interpretado que la exigencia que dispone la ley en términos de que un notario autorice el nombramiento de los apoderados, no se trataría de una obligación impuesta a los notarios sino que a los partidos políticos o a los candidatos independientes que quisiesen designar apoderados en una determinada elección. En razón de ello, los notarios -en la mayoría de los casos-cobran un determinado valor por la autorización del poder.
Así, en el caso de las últimas elecciones parlamentarias que se llevaron a cabo el 11 de diciembre de 2005, los partidos debieron nombrar apoderados suficientes para 105 Juntas Electorales, 348 Colegios Escrutadores, 1.481 locales de votación y 32.957 mesas receptoras de sufragios. Si se considera que una autorización de firma ante notario tiene un costo que oscila entre los $1.000 y los $1.500, es posible señalar que en dicho proceso electoral, sólo para efectos de las autorizaciones de los poderes, cada partido podría haber tenido un costo que fluctúa entre los $32.891.000 y los $52.336.500. Valores que disminuyen considerablemente si atendemos a que -especialmente respecto de los partidos-, algunas notarías realizan el procedimiento de autorización ofreciendo precios más bajos, en atención al volumen del trabajo solicitado. De este modo, los valores totales pueden llegar a disminuir a aproximadamente $7.000.0000.
En cualquier caso, los recursos que deben destinarse a cumplir con el requisito establecido en la ley respecto de la autorización de los poderes (nombramiento de los apoderados), resultan ser muy altos considerando que derivan de una exigencia impuesta por la ley.
Se suma a lo anterior, el hecho de que el proceso de autorización de poderes termina siendo burocrático y lento, transformándose en un problema que debe ser solucionado por los partidos y/o candidatos, en vez de plantearse como el derecho que otorga la ley a designar apoderados.
En razón de todo lo anteriormente expuesto, aparece conveniente proponer una modificación al inciso segundo del artículo 159° de la Ley N° 18.700, con el objeto de establecer que servirá de título suficiente para los apoderados el nombramiento firmado por quienes hayan sido designados para esa función, en las respectivas declaraciones de candidaturas, por cada distrito y circunscripción senatorial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7° de la ley, sin necesidad de autorizar el poder ante notario.
PROYECTO DE LEY
Artículo único.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 159° de la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, la primera oración, hasta antes del primer punto seguido, por la siguiente:
"Servirá de título suficiente para los apoderados el nombramiento que al efecto se les otorgue, por escrito, por las personas a que se refiere el artículo 7°.".
(Fdo.): José García Ruminot,

Senador.
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